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LA RATIO IURIS: FUNDAMENTO Y TÉCNICA INTERPRETATIVA EN EL 
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

 Jorge Alberto Silva1 

 

Sumario: I.- Introducción II.- Evolución doctrinal del DIPr y emergencia del uso de la 

razón – III. Crítica al enfoque literalista en la enseñanza del DIPr – IV. La ratio iuris en 

el DIPr: técnica de interpretación normativa y criterios metodológicos para su 
identificación – V. Razonamiento jurídico formal vs razonamiento práctico – VI. 

Criterios para identificar una ratio iuris – VII. Ley y ratio iuris: de la abstracción 

normativa a la concreción particular – VIII. Hipótesis de imposibilidad de aplicación de 

la ley designada – IX. Ejemplos de decisiones judiciales que ilustran la aplicación 
práctica de la ratio iuris – X. Evaluación de los ejemplos – XI. Razones y razonabilidad 

en la argumentación jurídica: distinción conceptual y contraste empírico – XII. DIPr 

neutral y DIPr funcional – XIII. Reflexión sobre el papel del juez en el DIPr y las 

implicaciones de sus decisiones para el Estado – XIV. Reflexión final: técnica, contexto 

y racionalidad – XV. Bibliografía  

Resumen: Este artículo analiza el concepto de ratio iuris como fundamento y técnica interpretativa en el Derecho 

Internacional Privado (DIPr). Se examina su relevancia en la interpretación de textos normativos relacionados con el 

DIPr, destacando su papel como herramienta de racionalización y concretización normativa. A través de una revisión 

crítica de decisiones judiciales y textos doctrinarios, el autor subraya la importancia de la razón práctica en la 

construcción de interpretaciones coherentes y progresivas. Asimismo, propone criterios metodológicos para identificar 

y formular la ratio iuris, enfatizando su función como vínculo entre el texto normativo y la realidad social. El estudio 

concluye que la ratio iuris no es un elemento ornamental, sino una técnica esencial para garantizar la coherencia, 

legitimidad y justicia en la interpretación y aplicación del DIPr. 

 

1  Doctorado por investigación (UNAM). Profesor Jubilado de Derecho de los Conflictos y Presidente de la Asociación 

Nacional de Profesores de Derecho Internacional Privado. Promotor de la Academia Mexicana de Derecho 

Internacional Privado (AMEDIP) e investigador nacional (CONAHCyT), nivel III. https://orcid.org/0000-0003-

0809-5916. 
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Palabras clave: Ratio iuris, Derecho Internacional Privado, razonamiento práctico, concretización normativa, 

interpretación, hermenéutica jurídica. 

Abstract: This article analyzes the concept of ratio iuris as a foundation and interpretive technique in Private 

International Law (PIL). It examines its relevance in the interpretation of normative texts related to PIL, highlighting 
its role as a tool for rationalization and normative concretization. Through a critical review of judicial decisions and 

doctrinal texts, the author underscores the importance of practical reason in constructing coherent and progressive 

interpretations. Furthermore, the author proposes methodological criteria for identifying and formulating ratio iuris, 
emphasizing its function as a link between the normative text and social reality. The study concludes that ratio iuris is 

not an ornamental element, but rather an essential technique for ensuring coherence, legitimacy, and justice in the 

interpretation and application of PIL. 

Keywords: Ratio iuris, Private International Law, practical reasoning, normative concretization, interpretation, legal 

hermeneutics. 

I. Introducción  

En este artículo examino el uso de razones en el ámbito del Derecho internacional privado (DIPr) como 

eje interpretativo y herramienta decisiva para la resolución de problemas derivados del tráfico jurídico 

internacional. Me refiero a las razones que todo intérprete y toda resolución judicial deben exponer al 

significar un enunciado normativo. Dar razones es parte del discurso jurídico que permite transformar los 

enunciados normativos generales en soluciones concretas, adaptadas a la complejidad de cada caso. 

En este contexto, el empleo de la ratio iuris adquiere una relevancia especial en el desarrollo doctrinal 

interpretativo de la normatividad internacional. Las técnicas de interpretación y reconocimiento de textos 

domésticos y extranjeros no operan de manera automática; requieren de un proceso de interpretación y 

justificación mediante el cual se determine el alcance del enunciado normativo elegido y se articule una 

respuesta jurídicamente adecuada para cada caso y comunidad para la que el derecho lo ha establecido. Es 

en esa operación de concretización normativa donde la ratio iuris2 se convierte en el verdadero punto de 

encuentro entre un texto legal abstracto y los hechos del caso y contextos culturales concretos para los cuales 

se ha expedido la normatividad. 

Así, la ratio iuris no responde a una moda conceptual, sino a la necesidad estructural de dotar al DIPr de 

flexibilidad los argumentos sin sacrificar coherencia sistemática. Su relevancia solo puede entenderse como 

el resultado de una interpretación doctrinal que ha desplazado el formalismo rígido hacia una comprensión 

más abierta, racional y contextual de la normatividad internacional. 

 

2  Para identificar la ratio iuris se suelen emplean diversas expresiones semejantes, aunque no necesariamente 

significan lo mismo, tales como: ratio legis, razón jurídica, espíritu de la norma, proposición jurídica esencial, 

elemento obligatorio, énfasis justificativo, parte obligatoria del fallo, justificación central, elemento nuclear del 

razonamiento, entre otras. La ratio decidendi implica una ratio iuris, pero no deben confundirse. 
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A partir de un análisis y de revisión crítica de algunas decisiones judiciales y textos doctrinarios mexicanos, 

pongo de relieve la importancia de la razón práctica en la construcción de una doctrina interpretativa 

coherente y progresiva del DIPr y como medio de hacer clara y efectiva la normatividad abstracta establecida. 

Aprovecho la oportunidad para sugerir herramientas metodológicas elementales para identificar una ratio 

iuris, subrayando su función como técnica de articulación entre un texto normativo y la realidad social sobre 

la que se aplica. 

Debo precisar que el objetivo de este estudio no consiste en desarrollar una investigación propiamente 

inscrita en la filosofía del derecho, ni un desarrollo propio de la dogmática jurídica, sino en llamar la atención 

de los operadores jurídicos del DIPr sobre la relevancia de la ratio iuris en los procesos interpretativos. Mi 

estudio lo concibo como una invitación a jueces, docentes y constructores doctrinales para que incorporen 

de manera expresa y consciente las razones jurídicas que sustentan sus propuestas interpretativas. En efecto, 

en la tarea de interpretar y reformular los enunciados normativos del DIPr, resulta indispensable explicitar 

las razones operativas que justifican el significado jurídico atribuido a dichos enunciados. Solo de este modo 

es posible dotar de coherencia, control racional y legitimidad a cualquier decisión interpretativa. Solo de esta 

manera podrá entenderse al derecho como una práctica social. 

Exponer la ratio iuris interpretativa no es ni debe ser un ejercicio accesorio ni de presunción intelectual, 

sino una exigencia metodológica propia e inherente de la importancia estructural en toda interpretación 

normativa; no solo la proyectada para la práctica judicial, sino también en la enseñanza del DIPr. Sin 

embargo, pese a su relevancia, la exposición de razones en la interpretación normativa continúa siendo 

inexistente en la mayoría de los manuales y textos especializados, lo que empobrece la comprensión de la 

normatividad internacional e ignora la formación de criterios interpretativos sólidos. 

II. Evolución doctrinal del DIPr y emergencia del uso de la razón 

La reformulación de la normatividad del DIPr ha experimentado a lo largo del tiempo, una transformación 

profunda en sus presupuestos teóricos y en su configuración estructural. De enfoques marcadamente 

solipsistas —exclusivistas o estrictamente territorialistas—, centrados en la autosuficiencia del orden jurídico 

doméstico, se ha transitado hacia concepciones más abiertas al reconocimiento y aplicación de actos, 

situaciones y disposiciones extranjeras. Esta transición no ha sido meramente normativa, sino también 

metodológica. Un fenómeno que solo puede explicarse por el uso de la razón práctica a que han llegado 

algunos tribunales al momento de resolver. 

Los textos legislativos del DIPr, formulados en términos altamente abstractos, operaban como esquemas 

generales aplicables indistintamente a una pluralidad de situaciones abstractas. Sin embargo, la creciente 

complejidad del tráfico jurídico internacional ha evidenciado la insuficiencia de las interpretaciones y 

explicaciones rígidas y uniformes que se han venido siguiendo. Gradualmente, la interpretación de esos 

textos se ha desplazado hacia interpretaciones más contextualizadas y sensibles a las particularidades fácticas 

de una específica comunidad social y a la posición de los sujetos involucrados en cada caso. 



 

Revista Mexicana de Derecho Internacional Privado y Comparado 

    

 

 

10 

 

Paralelamente, las tesis exegéticas que concebían el derecho como agotado en el texto legal del legislador 

doméstico perdieron importancia. La figura del juez como mero aplicador mecánico de la normatividad 

cedió paso a una concepción dinámica de la función interpretativa, en la que la expresión de razones ha 

venido adquiriendo un papel determinante. En este nuevo escenario, el uso de razones ha emergido como 

elemento estructural indispensable: no solo como fundamento para la toma de una decisión, sino como 

mecanismo mediante el cual el DIPr se adapta a la complejidad de los problemas del tráfico jurídico 

internacional. Para comprender este tránsito, es necesario destacar la necesidad de diferenciar lo que se 

interpreta (v.g., el texto de una ley), el resultado interpretado y, necesariamente, uno de los medios 

empleados para interpretar y aplicar (la ratio iuris). Mi atención está en este medio: el que vincula el texto 

del legislador con el resultado interpretado. 

La evolución a que me refiero puede interpretarse como el tránsito desde una concepción del derecho 

orientada primordialmente en la seguridad abstracta —enmarcada en las leyes— hacia una preocupada por 

la justicia concreta —establecida en la actividad interpretativa—. Durante largo tiempo, la interpretativa de 

la normativa del DIPr se refugió en fórmulas generales que pretendían garantizar previsibilidad, aunque a 

costa de invisibilizar las singularidades humanas de los conflictos transnacionales. Leyes, sentencias y libros 

de texto así lo atestiguan y, en general, ahí parecen descansar la mayoría de las doctrinas mexicanas. 

III. Crítica al enfoque literalista en la enseñanza del DIPr  

A pesar de los avances en la interpretación contextual del DIPr, persisten enfoques literalistas en su 

enseñanza, lo que limita la formación de criterios interpretativos sólidos, como lo analizaré a continuación. 

Una lectura atenta de los elementos interpretativos insertos en los libros de texto y manuales de DIPr 

mexicanos revela una orientación predominantemente descriptiva y literalista de los textos legislativos. La 

gran mayoría solo se queda en definiciones. Sus autores concentran su análisis en las palabras de la ley, 

descomponen el enunciado normativo artículo por artículo, recurren a consideraciones etimológicas, 

conceptos o a una simple confrontación de conceptos ofrecidos por distintos autores. En ocasiones, 

incorporan el significado que determinados tribunales han atribuido a la disposición interpretada, pero sin 

desarrollar una reflexión crítica propia sobre las razones que justifican las interpretaciones. Algunas obras 

solo llegan al nivel de descripción, otras avanzan hasta la explicación normativa, pero poquísimas a la 

reformulación.3  

En términos generales, esta literatura, propia de la dogmática, se ha arrinconado en la exposición del texto 

legislado en detrimento de una auténtica hermenéutica jurídica, reduciendo el estudio del DIPr a una 

sistematización —cuando no a un simple listado— de enunciados normativos. El resultado ha sido una 

producción doctrinaria que, sin problematizar el sentido del derecho o someterlo a un examen racional, ha 

reproducido acríticamente las opciones normativas del legislador y, en no pocos casos, las orientaciones del 

 

3  Vid Jorge Alberto Silva, Reformulación del derecho internacional privado mexicano (en prensa). 
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poder político. Se trata de textos que operan principalmente como instrumentos de transmisión del discurso 

normativo oficial, rebajándose a una literatura esencialmente reproductiva. 

III.1 Consecuencias metodológicas y pedagógicas del formalismo normativo 

Esta metodología no solo ha empobrecido el debate teórico, sino que ha tenido consecuencias directas en 

la enseñanza y aplicación del DIPr. Se enseña al estudiante qué dice la ley, pero no cómo interpretarla para 

resolver un caso concreto en un contexto social y cultural específico. Se analizan las expresiones lingüísticas 

del enunciado normativo, pero se omiten las razones necesarias para traducir ese texto en una solución 

jurídica concreta. 

De este modo, la enseñanza tradicional del DIPr deja sin atender el tránsito esencial entre el enunciado 

normativo y su aplicación concreta. El conocimiento jurídico queda reducido a una comprensión conceptual 

del texto legal, sin que se muestre al potencial intérprete cómo operar racionalmente con la norma al 

momento de enfrentar un conflicto jurídico internacional.4  

Manuel Atienza —refiriéndose a la visión de Kelsen— opina que: “la apuesta por una razón práctica 

ponderativa resulta absolutamente incompatible con las teorías interpretativas que como la de Kelsen, 

postulaba que ella transitaba fuera del conocimiento o la razón y solo descansaba en la voluntad del que 

decidía.5  

III.2 La indeterminación semántica de los enunciados normativos del DIPr 

Esta carencia de especificaciones se vuelve especialmente visible frente al uso recurrente de expresiones 

legislativas indeterminadas como “principios o instituciones fundamentales del orden público”, “situaciones 

jurídicas válidamente creadas”, “cuestiones previas”, “aplicación armónica de derechos”, “exigencias de 

equidad”, “evasión artificiosa del derecho”, etc. Se trata de fórmulas lingüísticamente vagas y ambiguas, cuya 

interpretación no es ni automática ni sencilla. 

El empleo de estas expresiones no es meramente teórico. Por el contrario, ha dado lugar, en no pocas 

ocasiones, a decisiones judiciales contradictorias e incluso injustas. Nos encontramos ante verdaderos “casos 

difíciles” (hard cases), de textura abierta —que predominan en la normatividad internacional—, cuyo 

significado no se obtiene de una lógica mecánica ni puramente deductiva. Sin embargo, la doctrina 

 

4  Jorge Alberto Silva, Enseñanza e investigación del derecho internacional privado mexicano, México, Academia 

Mexicana de Derecho Internacional Privado, 2025. 

https://www.google.com/books/edition/Investigaci%C3%B3n_y_ense%C3%B1anza_del_derecho/tmGVEQA

AQBAJ?hl=en&gbpv=1&dq=Ense%C3%B1anza+e+investigaci%C3%B3n+del+derecho+internacional+privado

+mexicano&pg=PA44&printsec=frontcover. 
5  Manuel Atienza, Curso de argumentación jurídica, Madrid, Trotta, 2013, p. 568. 
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tradicional del DIPr ha tendido a omitir el análisis profundo de la indeterminación semántica de estos 

enunciados, como si una comprensión filológica bastara para resolver los problemas que plantean. 

III.3 Ausencia de la ratio iuris en la construcción doctrinaria del DIPr 

La construcción doctrinaria del DIPr rara vez incorpora un análisis explícito de la ratio iuris, incluso al 

presentar ejemplos o casos prácticos. Los manuales, libros de texto y artículos especializados suelen 

concentrarse exclusivamente en el contenido normativo expresado en la ley, privilegiando una perspectiva 

marcadamente formalista que desatiende el proceso racional y razonable mediante el cual el enunciado 

normativo es interpretado para convertirse en una decisión jurídicamente justificada. 

Esta omisión impide comprender cómo se construye el sentido normativo en contextos concretos y limita 

la posibilidad de controlar racionalmente las decisiones interpretativas. La dogmática, así concebida, se 

restringe a describir el derecho positivo, pero la función crítica, justificativa y orientadora. 

III.4 Necesidad de una razón práctica en la interpretación y enseñanza del DIPr 

Interpretar y enseñar DIPr exige explicar el paso que va del texto normativo a su adjudicación judicial. Ese 

paso —frecuentemente omitido en la dogmática y en la enseñanza tradicionales— constituye precisamente 

el espacio donde opera la razón práctica: allí se articulan razones, se ponderan valores y se construyen 

soluciones normativamente justificadas.6  

Es en este ámbito donde la ratio iuris cumple una función insustituible como mecanismo racional de 

atribución de sentido, integración normativa y justificación de la decisión jurídica. Sin ella, la interpretación 

de la normatividad internacional corre el riesgo de quedar reducida a una lectura pasiva del texto legal, 

incapaz de responder de manera coherente y razonada a la complejidad de los conflictos jurídicos 

internacionales. 

III.5 Construcciones doctrinarias inconclusas 

Al omitirse la explicación de ese tránsito —del texto legal a la adjudicación judicial y arbitral— ha impedido 

examinar la pluralidad de soluciones interpretativas que la razón práctica puede generar en contextos 

específicos. Al no inmiscuirse la doctrina esa dimensión, ha limitado su horizonte y dejado sin desarrollar 

 

6  La distinción entre razón teórica y razón práctica es clave para comprender la racionalidad propia de la 

interpretación jurídica. Mientras la razón teórica se orienta a describir la realidad y formular enunciados verdaderos 

sobre lo que es, la razón práctica guía decisiones destinadas a transformar la realidad conforme a principios, valores 

o fines, proyectándose hacia lo que debe ser. Interpretar un enunciado no se agota en identificar su significado literal, 

sino que implica decidir su aplicación en un caso concreto. Por ello, la interpretación jurídica pertenece al ámbito 

de la razón práctica: exige un juicio que, además de comprender el contexto social y cultural, produce efectos 

normativos. Manuel Atienza, Curso … opus cit, pp. 290 y ss. 
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uno de los aspectos más dinámicos y fecundos del DIPr contemporáneo: la construcción racional de toda 

interpretación. 

En los sistemas jurídicos de tradición sajona (v.g., Estados Unidos), la ratio decidendi (que presupone una 

ratio iuris) ha desempeñado un papel central: se ha orientado a demostrar la razonabilidad y justicia de la 

decisión. En contraste, la mayoría de los textos doctrinales mexicanos han solido adoptar un tono más 

autoritario y formal, centrándose mayoritariamente en lo que estiman es el resultado de una interpretación, 

pero desatendiéndose del desarrollo del razonamiento que la sustenta. Presenta significados meramente 

léxicos, insuficientes para que el derecho funcione. 

Ejemplo: cuando lacónicamente solo se afirma, sin mayor 

desarrollo: “si la ley dispone que no se aplicará el derecho 

extranjero cuando se han eludido artificiosamente los principios 

fundamentales del derecho del foro, ello significa que se ha 

configurado un fraude a la ley”, se incurre en una omisión de 

razonamiento interpretativo, independiente del contexto fáctico. 

Una formulación de este tipo resulta didácticamente insuficiente, 

pues omite explicitar la ratio iuris que permitiría. comprender por 

qué la conducta que evade una normatividad debe calificarse 

como fraude a la ley y cuáles son, además, las consecuencias 

normativas que de dicha calificación se derivan. Desde una 

perspectiva formativa, no basta con enunciar la etiqueta jurídica; 

es indispensable mostrar la razón que conduce a ella, 

incorporando el contexto social en que se realiza.7 

Esta diferencia no es menor. La ratio iuris constituye el espacio donde el derecho se abre al diálogo con 

la razón práctica, donde el intérprete y el juez asumen su responsabilidad no solo como aplicador de las leyes, 

sino como intérprete y mediador entre el texto jurídico y la justicia del caso concreto. Cuando este 

razonamiento se omite o se empobrece, el derecho corre el riesgo de convertirse en un ejercicio de poder 

desprovisto de racionalidad, debilitando su legitimidad y su capacidad de orientar conductas en contextos 

jurídicos complejos. A mi parecer, esta ausencia de razones es lo que ha empobrecido las interpretaciones, 

así como las decisiones judiciales; igualmente, ha dejado a los estudiantes arriba de un avión sin 

proporcionarles las instrucciones necesarias para poder aterrizarlo. Nos encontramos ante doctrinas 

inconclusas, cojas o truncas. 

 

7  La citada explicación sobre fraude a la ley omite señalar que una ley imperativa establece la obligación de realizar, 

que dicha obligación ha dejado de cumplirse y que el evasor se ha colocado deliberadamente a la otra ley que 

permite realizar X. Al ampararse en la segunda ley, el sujeto realiza la conducta prohibida bajo una apariencia de 

licitud. Por ejemplo, cambiar de domicilio con la intención de evitar la aplicación de una ley que impone la 

obligación de realizarla conducta X, específica a quienes tienen el domicilio sustituido. 
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IV. La ratio iuris en el DIPr: técnica de interpretación normativa 
y criterios metodológicos para su identificación  

Para superar las limitaciones del enfoque literalista, trataré de mostrar que la ratio iuris no constituye un 

elemento ornamental de la interpretación jurídica, sino una técnica de concretización normativa y un 

instrumento de racionalidad práctica indispensable en el DIPr. A partir de esta premisa, examino tanto los 

presupuestos interpretativos como los criterios metodológicos que permiten identificar la ratio iuris y 

reconstruirla en las decisiones judiciales, desarrollos doctrinarios y precedentes. 

Cuando aludo a criterios metodológicos o de técnica, no quiero decir que se trate de reglas para la 

interpretación o desarrollo de una ratio iuris. Las reglas por sí solas no corrigen ni atenúan una lógica 

deductiva. Mi énfasis se encamina más a la prudencia, la virtud, que se adquiere con la experiencia y para 

cuyo desempeño no se reduce a una regla general y abstracta, pues se enfoca más a la actividad concreta. 

IV.1 Presupuestos interpretativos de la ratio iuris en el DIPr 

Una comprensión adecuada de la ratio iuris exige partir de específicos presupuestos interpretativos que 

condicionan su función y alcance en el ámbito del DIPr. En primer lugar, aunque el legislador es el que 

establece el marco normativo, es el juez —especialmente en los denominados casos difíciles— quien participa 

activamente en la interpretación y concreción del derecho mediante la creación de enunciados normativos 

adecuados para cada contexto social y cada caso. 

En segundo término —y conviene subrayarlo—, la interpretación no puede reducirse al examen aislado 

de un enunciado normativo, como si el artículo de una ley agotara por sí mismo su significado. Interpretar 

exige integrar cada enunciado en el sistema jurídico del que forma parte y proyectarlo hacia el contexto 

social, cultural y práctico al que se dirige. Esta tarea no corresponde únicamente al juez; compromete 

igualmente a profesores y doctrinarios del DIPr, cuya labor incide en la formación y consolidación de 

criterios jurídicos. En este marco, la ratio iuris se convierte en el eje que permite articular texto, sistema y 

contexto, orientando decisiones que, además de ajustarse a las reglas positivas, atiendan a los principios y 

valores subyacentes, y resulten justificadas y apropiadas para cada caso concreto. 

Asimismo, toda decisión interpretativa debe estar justificada, tanto interna como externamente: frente a 

las partes, frente al tribunal superior, frente a la comunidad jurídica especializada y frente a la sociedad en 

general.8  

 

8  Una justificación externa no se limita a explicar el resultado alcanzado, sino que cumple una función de legitimación 

racional frente a las partes y frente a la comunidad jurídica. Legitimar una decisión judicial significa justificar y 

fundamentar una resolución de manera que sea aceptada como válida, razonable y conforme al derecho, tanto por 

las partes involucradas como por la sociedad en general, incluso, con sus significados valorativos o axiológicos. Este 

tema incluye la capacidad de generar consenso. 
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Finalmente, la ratio iuris en el DIPr debe incorporar una justificación contextual explícita y expresarse con 

claridad, inteligibilidad y solidez, superando concepciones que la reducen a un ejercicio de lógica formal 

desvinculado de la realidad del tráfico jurídico internacional. 

IV.2 La ratio iuris como núcleo básico y racional de una ratio decidendi 

Aunque no existe un consenso doctrinal unívoco acerca del significado de la ratio iuris, en este trabajo la 

entiendo como un razonamiento jurídico —antes que meramente normativo— que fundamenta y connota 

un significado interpretativo. La ratio decidendi, presupone implicar una ratio iuris, pero es propia de una 

decisión judicial, mientras que la ratio iuris (que no es cualquier razón) es la que justifica una interpretación 

normativa y puede ser parte de una decisión judicial. Por ello, la ratio decidendi suele presuponer una ratio 

iuris. Por ello, es necesario no confundir la ratio iuris con la ratio decidendi. 

Desde esta perspectiva, la ratio iuris resulta indispensable para comprender la ratio decidendi, que —como 

señala Sandra Gómora— no solo constituye el núcleo vinculante de una decisión judicial, sino que opera 

como regla o principio aplicable a casos futuros análogos.9  

Sin detenerme en su efecto de obligatoriedad —propio de la ratio decidendi—, importa subrayar que una 

ratio iuris correctamente formulada no es exclusiva del ámbito jurisdiccional, pues también desempeña un 

papel central en la interpretación y reformulación doctrinaria del DIPr. 

IV.3 Función justificativa y estructura de la ratio iuris 

Entendida de manera sistemática, la ratio iuris constituye el elemento racional que articula toda 

construcción interpretativa, judicial o doctrinal. Se manifiesta como un conjunto de razones que justifican la 

interpretación adoptada y delimitan el alcance del texto normativo, proyectándolo sobre una comunidad 

social concreta. 

En términos estructurales, toda ratio iuris expresa la conexión lógica y justificativa entre los hechos 

jurídicamente relevantes, la normatividad aplicable y la conclusión o significado alcanzado (v.g., 

connotativo, contextual, pragmático). Esta función de enlace racional permite comprender la decisión no 

como un mero resultado normativo, sino como una respuesta jurídicamente razonada a un problema 

concreto del tráfico jurídico internacional. 

IV.4 Razones extra-sistemáticas y racionalidad práctica en el DIPr 

El razonamiento jurídico interpretativo, propio del DIPr, no se apoya exclusivamente en el texto legislado. 

La textura abierta de los enunciados normativos, la existencia de lagunas y las tensiones entre distintos 

 

9  Sandra Gómora Juárez, Un análisis conceptual del precedente judicial, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 

Jurídicas, 2018, p. 75. 
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ordenamientos jurídicos hacen inevitable la incorporación de razones extra-sistemáticas en la construcción 

de la ratio iuris. 

Estas razones —externas al derecho positivo, pero integradas explícitamente al razonamiento— permiten 

adecuar la interpretación a la realidad de un caso concreto, incorporar valores y principios relevantes y dotar 

al sistema de flexibilidad y dinamismo. Su legitimidad no deriva de su carácter extrajurídico, sino de su 

formulación explícita, racional y controlable dentro de la decisión interpretativa. 

IV.5 La ratio iuris como técnica de concretización interpretativa 
Los enunciados normativos del DIPr se caracterizan por su generalidad y abstracción. Estos no se 

caracterizan por prever exhaustivamente todos los supuestos fácticos posibles, sino en establecer marcos 

normativos amplios, generales y abstractos, aplicables a una pluralidad indeterminada de situaciones. Esta 

misma generalidad impide que el texto legislado contenga, por sí solo, las respuestas necesarias para la 

resolución de los casos concretos que plantea el cambiante y variante tráfico jurídico internacional. 

Entre un enunciado normativo abstracto y un problema de tráfico jurídico internacional específico existe, 

por tanto, un espacio que debe ser llenado mediante la interpretación, pero adecuado a ese caso. Es 

precisamente en ese espacio —aparentemente en blanco— donde opera la ratio iuris como técnica de 

concretización normativa: no como sustitución de la ley, sino como el medio racional mediante el cual el 

intérprete actualiza y especifica su sentido frente para proyectarlo a un caso concreto. Le da sentido y canaliza 

a una realidad concreta el texto abstracto de la ley. 

En este proceso, la ratio iuris cumple una función metodológica esencial. Permite justificar por qué, entre 

varias interpretaciones posibles de un mismo texto normativo, una resulta preferible a las demás a la luz de 

los hechos probados, de los principios del sistema jurídico y de las exigencias de justicia del caso. La 

concretización normativa no implica una creación arbitraria del derecho, sino una operación racional de 

actualización y concreción del orden jurídico. 

La toma de una decisión interpretativa no es ajena a factores éticos, políticos, sociales y económicos de 

un específico lugar y tiempo. En ellos se reflejan concepciones de justicia, prioridades institucionales y 

contextos históricos determinados; todo con el auxilio de razones extra-sistemáticas, como las que he 

mencionado. De ahí la importancia de que el intérprete —ya sea juez, profesor o doctrinario— asuma su 

papel con plena conciencia de la responsabilidad que le incumbe. 

Esta función adquiere una especial relevancia en el DIPr, donde los enunciados suelen presentar una 

textura abierta e incluir conceptos jurídicos indeterminados. Un ejemplo ilustrativo se encuentra en el 

siguiente precepto del Código Civil Federal, que transcribo íntegramente: 

Artículo 14. En la aplicación del derecho extranjero se observará 

lo siguiente: 

V. Cuando diversos aspectos de una misma relación jurídica estén 

regulados por diversos derechos, estos serán aplicados 

armónicamente, procurando realizar las finalidades perseguidas 
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por cada uno de tales derechos. Las dificultades causadas por la 

aplicación simultánea de tales derechos se resolverán tomando en 

cuenta las exigencias de la equidad en el caso concreto. 

En este artículo podemos observar que el legislador acepta que un problema de tráfico jurídico 

internacional se encuentra fragmentado. No obstante, acepta la fragmentación y la regula. Es ahí donde 

acepta lo que la doctrina denomina dépeçage y armonización. El artículo presupone, igualmente, diversos 

aspectos propios de todo supuesto normativo: la capacidad, la forma, los efectos, contenidos obligacionales, 

responsabilidad, etc. Cada uno se encuentra reglado de manera diferente, acorde a la legislación 

internacional, no obstante, acoger cada supuesto normativo en forma estricta y conforme a la regla que rige 

a cada uno, puede llevarnos a un riesgo de incoherencia, soluciones imprácticas, incompatibles y resultados 

injustos. Por ello, es necesaria una armonización de la normatividad prevista en la disposición. La ratio iuris 

debe tomar en consideración el caso concreto para lograr una coordinación, evitando aplicar mecánicamente 

cada una de las disposiciones específicas para cada supuesto, incluso, recurrir a la equidad. 

Si solo seguimos una explicación como esta, dejamos al estudiante sin entender cómo proyectar a un caso 

concreto lo que el legislador dice. No decimos qué hacer para concretizarlo. 

Como se observa, expresiones como “aplicación armónica”, “finalidades perseguidas por cada uno de tales 

derechos” o “exigencias de la equidad en el caso concreto” no contienen, por sí mismas, un significado 

operativo inmediato, ni siquiera normativo. El texto legislado plantea un desafío hermenéutico considerable. 

En ausencia de parámetros normativos claros, el intérprete se enfrenta a un texto que enuncia objetivos 

amplios, pero no ofrece los instrumentos conceptuales para alcanzarlos. No ofrece criterios que permitan 

determinar cuándo existe efectivamente una pluralidad de derechos aplicables, en qué consiste su 

armonización, ni cómo deben identificarse las supuestas finalidades de cada ordenamiento concurrente. La 

norma de reconocimiento, implícita en este artículo, traslada al intérprete una carga considerable, pues lo 

obliga a construir el sentido normativo a partir de razones que el texto no explicita. Exige una reconstrucción 

racional que permita determinar una diversidad de significados posibles. Obliga al intérprete a operar 

simultáneamente con múltiples sistemas jurídicos, cada uno con su propia lógica interna, sus principios 

estructurales y sus finalidades específicas. Esta pluralidad incrementa la complejidad interpretativa. 

En este contexto, la ratio iuris interpretativa se vuelve indispensable. La ratio iuris resulta una condición 

para dotar de inteligibilidad práctica la disposición. Solo mediante una reconstrucción razonada —que 

inevitablemente incorpora juicios de equidad, proporcionalidad y consecuencias jurídicas— puede justificar 

por qué determinadas dificultades derivadas de la aplicación simultánea de varios derechos deben resolverse 

de un modo y no de otro. La norma opera, en los hechos, como un marco abierto de decisión que exige del 

intérprete una explicitación de razones que fundamenten su elección interpretativa, incluidas aquellas de 

carácter funcional o consecuencia lista. Sin esta explicitación, el precepto corre el riesgo de convertirse en 

una cláusula hueca y retórica, invocada con facilidad, pero aplicada sin una auténtica justificación jurídica. 

Llenar esta tarea es propia de las razones extrasistemáticas ya mencionadas. 
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Finalmente, la ratio iuris como medio interpretativo es esencial para comprender cómo se entiende y 

aplica una disposición, como la mencionada a casos concretos que presentan dificultades interpretativas o 

que no están claramente cubiertos por las reglas jurídicas existentes.10 

IV.6 Necesidad de identificar la ratio iuris en una interpretación judicial y 
doctrinal 

He sostenido que toda interpretación propia del DIPr debe incorporar una ratio iuris explícita. No 

obstante, esta exigencia no se limita a las decisiones jurisdiccionales. También resulta indispensable para 

identificar la ratio iuris subyacente en las construcciones doctrinarias de los juristas y en los precedentes que 

han orientado de manera consistente la práctica del DIPr, incluidas las razones implícitas.11  

La interpretación jurídica —ya sea judicial o doctrinal— no se agota en la exposición del contenido 

normativo ni en la enunciación del resultado interpretativo alcanzado. Exige reconstruir un razonamiento 

indispensable que sostenga la solución adoptada. De esta tarea depende la posibilidad de determinar el 

alcance normativo de una decisión y su eventual proyección como criterio aplicable a casos futuros con 

supuestos fácticos análogos. 

De ahí la necesidad de contar con criterios metodológicos claros que permitan reconstruir la ratio iuris de 

manera rigurosa, controlable y susceptible de evaluación crítica. 

V. Razonamiento jurídico formal vs razonamiento práctico  

La identificación de una ratio iuris requiere un análisis profundo del razonamiento jurídico, lo que nos 

lleva a reflexionar sobre las diferencias entre el razonamiento jurídico formal y el razonamiento práctico, 

tema que resulta indispensable para entender los modelos de razonamiento que subyacen a la interpretación 

y aplicación de un texto de DIPr. 

Con frecuencia, en la enseñanza del DIPr, se alude al “razonamiento jurídico”, presentándolo como un 

ejercicio esencialmente técnico, circunscrito a la letra de la ley y estructurado conforme al esquema clásico 

del silogismo judicial. Bajo esta concepción totalmente conceptual como se aprecia en la mayoría de los 

libros de texto, el razonamiento aparece como un proceso insular: parte de un enunciado normativo 

previamente elegido, identifica un supuesto de hecho y extrae una consecuencia jurídica mediante reglas de 

lógica formal. Su intérprete no crea ni proyecta sentido al enunciado; más bien se limita a deducirlo dentro 

 

10  Fernando Atria, “Del derecho y el razonamiento jurídico”, Doxa, núm. 22, 1999. 
11  Las razones implícitas son aquellas que no están expresadas de manera directa o explícita, pero que subyacen y 

fundamentan las conclusiones o premisas utilizadas. Estas razones pueden ser principios, valores o normas que no 

se mencionan directamente pero que se asumen como parte del razonamiento. 
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de los márgenes trazados por el legislador. De esta manera, la racionalidad jurídica queda reducida a una 

coherencia interna. 

Lamentablemente, esta caracterización resulta insuficiente para describir el tipo de deliberación que exige 

la interpretación y aplicación de la normatividad internacional en contextos complejos, como los que le son 

característicos. 

El razonamiento práctico jurídico que requiere el DIPr no se agota en una subsunción normativa, sino 

que debe proyectar la normatividad hacia la realidad concreta en la que ha de operar. Ello implica considerar 

no solo el texto legal, sino también los principios básicos y fundamentales del orden público internacional 

que lo informan, los valores constitucionales, las consecuencias previsibles de la interpretación alcanzada y 

las particularidades del caso a ser resuelto. La racionalidad práctica no sustituye a la juridicidad; la profundiza. 

Exige que la decisión interpretativa sea legalmente válida, pero también razonable, coherente con el sistema 

y justificable desde una perspectiva de justicia. 

La diferencia entre ambos modelos (razonamiento práctico y jurídico formal) no radica, por tanto, en la 

presencia o ausencia de técnica jurídica, sino en el horizonte deliberativo que cada uno adopta. Mientras el 

razonamiento jurídico formal privilegia la certeza formal y la fidelidad literal al texto, el razonamiento 

práctico jurídico integra una dimensión ética, contextual y teleológica. Atiende al impacto social de la 

decisión, pondera bienes y principios en tensión y asume que el DIPr está orientado a la realización de fines 

institucionales y valores fundamentales, propios de las relaciones internacionales. No se trata de abandonar 

la seguridad jurídica, sino de comprender que esta solo adquiere legitimidad cuando se articula con razones 

que puedan ser defendidas públicamente. 

En síntesis, un razonamiento jurídico formal responde a un paradigma formalista y cerrado; en cambio, 

un razonamiento práctico jurídico se inserta (permítaseme esta expresión) en una expresión argumentativa 

—no polemista—12 que reconoce la dimensión humana, social y axiológica del Derecho.13 El primero 

garantiza corrección lógica; el segundo, además, aspira a legitimidad sustantiva.14 

  

 

12  En donde —expresa Tamayo y Salmorán— no se deben confundir los argumentos con polemizar. Rolando Tamayo 

y Salmorán, “El juego de argumentar y cómo jugarlo”, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Sergio 

García Ramírez (compilador), Libro Homenaje a Olga Islas de González Mariscal, Tomo III. 2007, pp. 196 y ss. 
13  En la tesis de Rolando Tamayo y Salmorán las razones no se “insertan” arbitrariamente en el argumento, sino que 

deben ser seleccionadas y evaluadas dentro del marco del “juego” de la argumentación. Rolando Tamayo y 

Salmorán, “El juego opus cit, p. 198. 
14  Vid Manuel Atienza, Curso … opus cit. 
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VI. Criterios para identificar una ratio iuris  

Me he referido a la necesidad de identificar una ratio iuris, pero también es importante saber cómo 

identificar la que se encuentra en las doctrinas de los juristas y en los precedentes judiciales. 

La interpretación judicial —y, en general, toda elaboración jurídica propia del DIPr— exige identificar 

con precisión la ratio iuris que sostiene una interpretación, ya provenga de un tribunal, de la doctrina o de 

un precedente judicial. Esta tarea no es menor: de ella depende entender el alcance normativo de la 

interpretación adoptada, su eventual aceptación y proyección como criterio aplicable a casos futuros con 

supuestos fácticos análogos. Entender una actividad como esta es importantísima para todo doctrinario que 

desee hablar del DIPr. 

Conviene, entonces, plantear una cuestión preliminar: ¿qué tan accesible resulta para un juez, un 

académico o un reformulador del DIPr identificar con claridad la ratio iuris de una decisión? La respuesta no 

es inmediata. Se requiere de un método. La ratio iuris no se encuentra en la superficie del texto ni se confunde 

con la simple cita de enunciados o principios. Se localiza en el razonamiento esencial que articula hechos, 

enunciados normativos y principios jurídicos para resolver el problema decisivo del caso. A continuación, 

explico cómo se desarrollan los elementos básicos que permiten identificar algunos datos o elementos que 

caracterizan a esa identificación. 

VI.1 Delimitación del problema jurídico decisivo 

La identificación de una ratio iuris comienza precisando la pregunta normativa concreta a la que la 

decisión responde. No se trata de cualquier expresión mencionada en el texto, sino del problema jurídico 

central sin el cual el fallo o la tesis doctrinal perderían sentido. En el DIPr, esta delimitación exige determinar, 

entre otros aspectos: 

• Cuál fue el problema de tráfico jurídico internacional planteado; 

• Si la controversia giraba en torno a la ley aplicable, la competencia internacional, el 

reconocimiento de decisiones o el alcance del orden público. 

 

Sin esta delimitación inicial, toda reconstrucción de una ratio se vuelve imprecisa o errónea. De no 

hacerlo, sería tanto como describir un piano teniendo al frente una guitarra. 

VI.2 Determinación de los hechos jurídicamente relevantes 

La ratio iuris no surge en abstracto, sino de la interacción entre hechos y enunciados normativos. Por 

ello, es indispensable distinguir entre: 

• Hechos determinantes, que condicionan la solución del problema internacional; 

• Hechos circunstanciales, meramente narrativos o accesorios. 
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En el DIPr, esta distinción es especialmente delicada. No es indiferente el Estado con el que existe el 

vínculo más estrecho, el lugar de celebración del acto, el domicilio o la nacionalidad de las partes, ni el centro 

de vida de un menor. La ratio integra únicamente los hechos que fueron decisivos para la conclusión 

adoptada, no comprende los hechos ajenos. 

VI.3 Identificación de los enunciados normativos y principios operativos 

No basta con poner atención en los enunciados normativos citados en el texto consultado que se consulta. 

Es necesario identificar: 

• Cuáles fueron realmente aplicados; 

• Cómo fueron interpretados; 

• Qué principios estructurales orientaron la solución (continuidad de situaciones jurídicas, 

protección de derechos adquiridos, armonización internacional, orden público restrictivo, entre 

otros). 

 

En el DIPr, donde las razones suelen apoyarse en principios más que en reglas rígidas, este paso es crucial 

para reconstruir el razonamiento esencial. 

VI.4 Reconstrucción del razonamiento indispensable 

Este constituye el núcleo metodológico. La ratio iuris es el discurso sin el cual la decisión no podría 

sostenerse. Identificarla implica reconstruir: 

• La conexión lógica entre los hechos relevantes, la disposición interpretada y la conclusión; 

• El eslabón indispensable que articula la interpretación y la resolución. 

 

Todo razonamiento que no encuadre en estos elementos pertenece a un plano secundario. 

VI.5 Distinción entre ratio iuris y obiter dicta 

La depuración final exige separar la ratio iuris de los obiter dicta, es decir, de: 

• Las consideraciones ilustrativas; 

• Los datos o hechos complementarios; 

• Las reflexiones generales no necesarias para resolver el caso. 

 

En el DIPr, donde las resoluciones y los desarrollos doctrinales suelen incluir amplias elaboraciones 

teóricas, esta distinción es particularmente compleja. La ratio es necesaria; el obiter, accesorio. 
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VI.6 Formulación prudente de la regla proyectable 

Una vez identificado el núcleo del discurso en el que se expresa la ratio, puede formularse una regla 

susceptible de proyectarse a casos futuros; reglas de razón, como le denomina Alexy.15 Sin embargo, esta 

proyección debe realizarse con cautela: 

• Siempre y cuando esté amparada en una regla de reconocimiento; 

• La “regla” no debe extenderse más allá de los hechos que la sustentaron; 

• En el DIPr, una mínima variación en los puntos de contacto puede modificar completamente la 

solución. 

 

La prudentia iuris evita convertir una ratio contextual en una regla rígida inaplicable a otros supuestos. 

Se trata de un tema desarrollado por el Profesor Rolando Tamayo y Salmorán16 que debe consultarse.17 

VII. Ley y ratio iuris: de la abstracción normativa a la concreción 
particular  
 

Una vez establecidos los criterios para identificar una ratio iuris, es necesario profundizar en su papel 

como vínculo entre la abstracción normativa y la concreción en casos específicos. Por lo anterior, me interesa 

insistir y destacar en uno de los elementos que caracteriza a la ratio iuris: el paso que va de la abstracción 

normativa hasta la concreción interpretativa para una comunidad específica y un caso concreto resuelto 

judicialmente. Aunque solo me referiré a la interpretación que le abre la puerta a la resolución judicial. 

  

 

15  Ibid, pp. 158 y ss. 
16  Rolando Tamayo y Salmorán, Juris prudentia: more geométrico. Dogmática, teoría y metateoría jurídicas, México, 

Fontamara, 2013. En esta obra se concibe la iuris prudentia como una forma de conocimiento práctico, vinculada a 

la estructura del razonamiento jurídico, al papel del juez como agente racional que decide y a la relación entre 

lenguaje, interpretación y decisión. Desde una lectura aristotélica —theoria, praxis y phronesis—, la razón práctica 

jurídica se entiende como la capacidad de deliberar prudentemente sobre lo justo en casos concretos, concibiendo 

la ciencia jurídica como una disciplina esencialmente práctica, construida desde la resolución de casos hacia los 

principios. 
17  Entre sus obras cabe destacar: Razonamiento y argumentación jurídica 

(https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1516/1.pdf), así como El juego de argumentar y como 

jugarlo 

(https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1516/12.pdf#:~:text=*%20X.%20*%20EL%20JUEGO

%20DE%20ARGUMENTAR.%20*%20Y%20C%C3%93MO%20JUGARLO) 
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VII.1 La ratio iuris como vínculo entre la ley y el supuesto fáctico 

Para la mayoría de los jueces, la interpretación de la ley exige, como punto de partida, el respeto a los 

textos legislados, lo que, a la vez, permite asegurar una aplicación consistente del derecho y evita que la 

función jurisdiccional se desplace hacia terrenos arbitrarios o desvinculados del marco normativo vigente. 

El texto legislado no agota la tarea interpretativa ni clausura el ámbito de actuación del intérprete. Al 

igual que un cantante no se limita a ejecutar técnicamente el canto, sino que debe atender al público que lo 

escucha, el intérprete de textos normativos no puede enfocarse exclusivamente en la literalidad de la ley: 

debe considerar el caso concreto que resuelve, así como la comunidad —social, jurídica y académica— para 

la cual se expidió el derecho. 

Existen hechos, transformaciones sociales y desarrollos tecnológicos que no fueron previstos al momento 

de legislar y que, no obstante, deben ser tomados en cuenta por el intérprete, sobre todo el juez. En tales 

supuestos, la lectura del derecho abstracto no se reduce a una lectura literal, mecánica o puramente textual 

de lo previsto por el legislador. Aunque los enunciados normativos son, por definición, generales y 

abstractos, su aplicación a una controversia exige un proceso de concreción racional que solo puede 

realizarse mediante un razonamiento práctico y racional que incorpore los hechos sobre los que se sustenta 

la hipótesis normativa o el litigio. 

En este proceso intervienen no solo el tenor literal de la disposición legal, sino también los principios del 

sistema jurídico, los valores constitucionales, las exigencias de justicia material, los intereses sociales 

involucrados y las circunstancias específicas del caso. La legalidad que rige un supuesto normativo no se 

reduce, por tanto, a una adecuación mecánica al texto de la ley, sino que implica una comprensión racional 

de su finalidad y de su sentido normativo dentro del conjunto de todo el orden jurídico. 

Para captar esa finalidad y proyectarla razonablemente sobre un caso concreto o sobre la comunidad 

social a la que la disposición se dirige, el intérprete debe recurrir a una interpretación sistemática, a una razón 

jurídica y a marcos teóricos que le permitan integrar la disposición en la estructura global del sistema jurídico. 

VII.2 La ratio iuris como fundamento de la concreción judicial 

La ratio iuris funciona, así, como el puente entre un texto general abstracto y la decisión particular: 

explicita las razones que justifican la interpretación adoptada y, en su caso, permite proyectarla hacia casos 

futuros análogos, incluso en situaciones de ausencia, insuficiencia o imposibilidad de aplicación directa de 

textos normativos. 

Es precisamente en este espacio de mediación y creación donde adquiere relevancia el recurso a las 

razones en una interpretación jurídica; de manera particular, la ratio iuris. Aunque la ley proporciona un 

marco normativo abstracto, la interpretación, a través de su fundamentación esencial, muestra cómo esa 

legislación —o los principios básicos y fundamentales sobre los que se asienta— se concreta en un caso 

específico. 
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Desde esta perspectiva, el empleo de una ratio iuris puede permitir articular la continuidad del sistema 

jurídico sin sacrificar su capacidad de adaptación. Cuando esta fundamentación es rigurosa, la decisión 

fortalece la coherencia del derecho y facilita la construcción de una doctrina jurídica interpretativa con 

proyección futura. 

En última instancia, la relación entre la ley y la ratio iuris revela que el derecho no es un conjunto estático 

de mandatos, sino una práctica racional orientada a la justicia, en nuestro caso, a resolver un problema de 

tráfico jurídico internacional. El intérprete no actúa como un mecánico ejecutor de la voluntad legislativa, 

sino como un intérprete —no solo de la ley, sino del sistema jurídico en su conjunto— que, mediante el 

recurso a una razón práctica, integra disposiciones, principios generales, hechos y valores. En esa labor, la 

ratio iuris constituye el núcleo justificativo que legitima la decisión, asegurando que la aplicación del derecho 

no sea ni arbitraria ni puramente formal, sino racionalmente defendible. 

VII.3 Hermenéutica jurídica y concreción normativa responsable 

Para que una decisión u opinión jurídica sea verdaderamente transparente, no es necesario que sea 

publicada en el Diario Oficial de la Federación o en alguna Gaceta; es indispensable que esté fundada en 

razones claras, estructuradas y susceptibles de escrutinio crítico. En aquellos supuestos en los que la 

interpretación literal de la ley resulte insuficiente, contradictoria, injusta o incluso inexistente frente a las 

realidades actuales de un lugar, el intérprete puede apartarse de la intención histórica del legislador, siempre 

que dicho apartamiento se encuentre sólidamente razonado y se mantenga dentro de los márgenes del 

propio sistema jurídico: esto es, amparado en una norma de reconocimiento. 

Herramientas como la hermenéutica jurídica, la analogía, la equidad y los principios generales del 

derecho, así como del orden público internacional, permiten ajustar el sentido normativo sin 

desnaturalizarlo. Este distanciamiento razonado no constituye una ruptura con la legalidad, sino una 

expresión responsable de la función jurisdiccional, cuya legitimidad depende de la transparencia y solidez de 

las razones aducidas.  

VIII. Hipótesis de imposibilidad de aplicación de la ley designada  

Existen situaciones en las que un acontecimiento político súbito —inesperado para la comunidad 

internacional y ajeno a cualquier previsión normativa— puede impedir la recepción de la ley extranjera 

designada por la norma de conflicto del foro. Sabemos de varios casos, como el relacionado con el de un 

Estado no reconocido (v.g., EUA no reconoció inicialmente a la Unión Soviética, y por lo tanto sus leyes). 

Igualmente, el caso de un país con legislaciones plurilegislativas18 o sistemas jurídicos internos que carecen 

 

18  Un ejemplo de norma conflictual que remite a un sistema plurilegislativo es el Código Civil español (art. 12, 5) que 

establece: “Cuando una norma de conflicto remita a la legislación de un Estado en el que coexistan diferentes 

sistemas legislativos, la determinación del que sea aplicable entre ellos se hará conforme a la legislación de dicho 
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de reglas para resolver problemas conflictuales entre ellos, la determinación de la ley aplicable puede ser 

equívoca, especialmente si hay múltiples domicilios o si la localización de la relación jurídica no es física. 

Caso que, en tales situaciones, la norma de conflicto del foro resulta ser impracticable.19 

Ejemplo: Un ejemplo paradigmático lo constituyó la 

desintegración de Yugoslavia a comienzos de los años noventa del 

siglo pasado. Con su desaparición, dejó de existir también su 

ordenamiento jurídico como sistema operativo: ya no había 

autoridades capaces de certificar su contenido, actualizarlo o 

aplicarlo. En consecuencia, cuando una norma de conflicto 

remitía a la “ley yugoslava”, dicha remisión se tornó imposible de 

cumplir. El juez se encontró entonces ante una pregunta 

inevitable: ¿qué hacer cuando la ley designada como aplicable, 

conforme al DIPr, ha dejado de existir? 

Los tribunales alemanes enfrentaron este problema en numerosos 

litigios de familia y sucesiones. Ante la imposibilidad material y 

jurídica de aplicar la legislación del Estado desaparecido, optaron 

por una solución excepcional y racional, pero necesaria: la 

aplicación de la lex fori, es decir, del derecho alemán, con el fin de 

evitar una denegación de justicia.20 De este modo, un fenómeno 

político imprevisto obligó a los jueces a apartarse del mandato y 

aplicación literal de la norma de conflicto y a recurrir a criterios 

de razonabilidad y de tutela judicial efectiva.21  

  

 

Estado”. El problema a que me refiero es al hecho de que el estado plurilegislativo no establezca por cual se sus 

sistemas es el aplicable. 
19  Alejandro Herrero Rubio, “Problemática de la aplicación del derecho extranjero”, Anuario Español de Derecho 

Internacional, núm. 4, 1978, p. 148. https://doi.org/10.15581/010.4.29111. 
20  Sobre denegación de justicia véase Jorge Alberto Silva, Derecho internacional sobre el proceso, México, Porrúa, 

2011, pp. 486 y ss. 
21  En casos como estos, las leyes de algunos países prevén expresamente la problemática y se inclinan por disponer 

que, ante la imposibilidad de aplicar el derecho extranjero, se aplique la lex fori. 
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IX. Ejemplos de decisiones judiciales que ilustran la aplicación 
práctica de la ratio iuris  

Habiendo analizado la importancia teórica de la ratio iuris como técnica de concretización normativa, es 

pertinente citar algunos ejemplos de decisiones judiciales relacionadas con casos en que se ha recurrido a la 

ratio iuris, tanto en México como en otros países. 

Algunas grandes y reconocidas decisiones judiciales demuestran que la interpretación del DIPr no se 

agota en la literalidad de la ley. En estas, el enfoque interpretativo no solo ha estado en la letra de ley general; 

las ratios iuris también han conformado un contenido operativo mediante razones que delimitan, amplían o 

reorientan el alcance de los enunciados legales. Han recurrido al uso de razones extra-sistemáticas 

relacionadas con el contexto de cada caso y que los textos legales no establecen. Ejemplificaré. 

IX.1 Diversidad de calificaciones 

A la cuestión ¿en qué califica del derecho al cobro de honorarios?, ¿es un tema de derecho sustantivo o 

procesal? Aunque en México calificaría como parte del derecho sustantivo, en EUA, en 2025, se estableció 

que es procesal. Su ratio se apegó a la íntima relación con el litigio.  

El Tribunal de Apelaciones de Connecticut observó que mientras 

no hay definición precisa de lo que es derecho sustantivo o 

procesal, se acepta generalmente que una ley sustantiva crea, 

define y regula derechos, mientras que una ley procesal prescribe 

los métodos para hacer cumplir dichos derechos u obtener 

reparación. El tribunal afirmó que “los honorarios de la parte 

ganadora se conceden en función del resultado del litigio y están 

únicamente relacionados con la conducción del litigio, no con los 

hechos o el derecho sustantivo que sustenta las reclamaciones”.22 

IX.2 Caso Franz Xavier Forgo 

El caso Franz Xavier Forgo en Francia (1878) constituye un ejemplo de derecho sucesorio paradigmático: 

la aceptación del reenvío de primer grado no fue una consecuencia mecánica del Código Civil, sino el 

resultado de una construcción racional y argumentativa que dio origen a una doctrina completa.23  

 

22  John F. Coyle y William S. Dodge, Choice of Law in the American Courts in 2025: thirty-ninth annual survey, p. 

11. 
23  Vid Jorge Alberto Silva “Caso Forgo (reenvío de retorno)”, Breviario de voces relacionadas directa o indirectamente 

con el derecho internacional privado, Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, 2024. 

https://books.google.com/books?id=jwbCEQAAQBAJ&newbks=0&printsec=frontcover&pg=PT1&dq=%22br

eviario+de+voces+relacionadas+directa+o+indirectamente%22&hl=en&source=newbks_fb#v=onepage&q=

https://books.google.com/books?id=jwbCEQAAQBAJ&newbks=0&printsec=frontcover&pg=PT1&dq=%22breviario+de+voces+relacionadas+directa+o+indirectamente%22&hl=en&source=newbks_fb#v=onepage&q=%22breviario%20de%20voces%20relacionadas%20directa%20o%20indirectamente%22&f=false
https://books.google.com/books?id=jwbCEQAAQBAJ&newbks=0&printsec=frontcover&pg=PT1&dq=%22breviario+de+voces+relacionadas+directa+o+indirectamente%22&hl=en&source=newbks_fb#v=onepage&q=%22breviario%20de%20voces%20relacionadas%20directa%20o%20indirectamente%22&f=false
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IX.3 Restatement of Conflict of Laws 

Lo mismo puede afirmarse del Restatement of Conflict of Laws, desarrollado por el American Law 

Institute, en Estados Unidos, cuyo desarrollo jurisprudencial transformó el enfoque tradicional del DIPr 

hacia soluciones flexibles y orientadas a cada caso concreto.24  

IX.4 Divorcio 

Comienzo con el tratamiento judicial mexicano del divorcio extranjero como un ejemplo ilustrativo: 

• Cuando no se admitía el divorcio, tampoco se admitía el divorcio extranjero. Ello se había venido 

explicando debido a la influencia derivada de la religión imperante (Evangelio de San Mateo 

19:06) que sostenía Quod ergo Deus coniunxit, homo non separet (lo que Dios ha unido, que no 

lo separe el hombre). A partir de esta razón no era posible destruir un matrimonio, porque lo 

que Dios ha unido, nadie lo puede destruir. 

• Cuando se admitió el divorcio, se le admitió como una situación de excepción. La expresión de 

razones cambió. Ahora se sostuvo que no es fácil admitir un divorcio, porque al derecho lo que 

le importa es la unidad social y familiar. Para admitirse, se requirió de una causa bastante, grave 

y suficiente para divorciarse. Causas que al paso del tiempo y de lugares se vinieron 

aumentando.25  

• Actualmente, ya no se requiere de causas graves, ni importa terminar con la unidad familiar 

preconizada, basta que uno de los cónyuges ya no desee permanecer unido en matrimonio. 

En otras resoluciones, los tribunales mexicanos han sido contradictorios: unas se sostuvieron en algunas 

razones, otras, en otras. Así: 

• Se llegó a rechazar la existencia de un matrimonio extranjero bajo la razón de que no fue 

registrado en el Registro Civil mexicano. 

• En cambio, en otros casos y otras salas o tribunales, en que también se requería determinar si 

había matrimonio, se sostuvo que no era necesario el registro para determinar que un 

matrimonio extranjero puede ser elemento para tipificar el delito de bigamia. 

  

 

%22breviario%20de%20voces%20relacionadas%20directa%20o%20indirectamente%22&f=false. Igualmente, 

Jorge Alberto Silva, Reformulación … opus cit (en prensa). 
24  Vid, Jorge Alberto Silva “Restatement of Conflict of Laws”, Breviario … opus cit. 
25  SJF, Tercera Sala, Quinta época, 5 de abril de 1935, registro: 359879. 

https://books.google.com/books?id=jwbCEQAAQBAJ&newbks=0&printsec=frontcover&pg=PT1&dq=%22breviario+de+voces+relacionadas+directa+o+indirectamente%22&hl=en&source=newbks_fb#v=onepage&q=%22breviario%20de%20voces%20relacionadas%20directa%20o%20indirectamente%22&f=false
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IX.5 Personalidad jurídica de sociedades extranjeras 

La expresión de razones contradictorias también se presentó al decidir sobre la personalidad jurídica de 

sociedades extranjeras.26  

Desde el siglo XIX, la Corte de Casación francesa (1849) a partir de razones iusnaturalistas le negó la 

personalidad en juicio a una sociedad que carecía de una autorización previa del Estado francés. Laurent 

explicó que mientras que las personas físicas deben su existencia a Dios, a las personas morales solo se les 

podía reconocer personalidad debido a una ley del Estado. ¿Cómo explicar razonadamente el reconocimiento 

de personalidad jurídica a una persona jurídica extranjera? 

En México, las razones para reconocerle personalidad a una persona moral no estuvieron muy distantes 

de la razón que acabo de explicar. Nuestro derecho del siglo XIX solo le reconocía personalidad a una persona 

moral si era reconocida como tal por la ley. El CCom mexicano de 1888 exigió que las sociedades extranjeras 

debían registrarse en México para operar, implicando que mediante el registro se adquiría personalidad. Pero, 

ocurrió que en los casos llevados a los tribunales mexicanos las razones implícitas al momento de interpretar 

fueron sumamente variadas y diferentes, conduciendo a resoluciones heterogéneas. Todas a partir de una 

ratio iuris diferente. Veamos. 

a) En 1929, la SCJN sostuvo que si una sociedad extranjera no se registra no tiene personalidad.27  

b) Que, además, se requería inscribir el testimonio de protocolización de sus estatutos, contratos y demás 

elementos relativos a su constitución, inventario y el último balance, y un certificado de estar constituida y 

autorizada con arreglo a las leyes del país donde se constituyó.28  

c) Se llegó a resolver que ni siquiera podían interponer el juicio de amparo, pues carecían de personalidad 

y de capacidad.29  

d) Que no bastaba que se inscribiese la sociedad extranjera pues también operaba la misma razón para el 

caso de sucursales o agencias establecidas en territorio mexicano.30  

 

26  Cabe enfatizar que, aunque existan contradicciones interpretativas, ello no implica necesariamente una falta de 

evolución; en muchos casos refleja la necesidad de recurrir a razones prácticas. 
27  SJF, Segunda Sala, Quinta época, 14 de septiembre de 1929, registro: 338814. 
28  SJF, Segunda Sala, Quinta época, 14 de septiembre de 1929, registro: 338214. 
29  SJF, Tercera Sala, Quinta época, 26 de octubre de 1929, registro: 364926. SJF, Segunda Sala, Quinta época, 23 de 

julio de 1930, registro: 337963. SJF, Cuarta Sala, Quinta época, 27 de febrero de 1935, registro: 383384. 
30  SJF, Segunda Sala, Quinta época, 23 de julio de 1930, registro: 337962. 
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e) En mayo de 1930 se produjo un giro en los razonamientos: la Primera Sala de la SCJN reconoció que 

una sociedad extranjera podía demandar por medio de sus representantes, sin necesidad de que tuviera que 

estar registrada, ya que el registro solo se exige cuando la empresa ejerza actos de comercio.31  

f) Pero en 1936, la Segunda Sala, resolvió que, aunque se les desconocía personalidad jurídica a las 

empresas para demandar y ser demandadas, decidió que si la empresa extranjera era deudora fiscal, 

contribuyente y propietaria de bienes secuestrados, si debe reconocérsele “personalidad para para poderle 

exigir el cumplimiento de las obligaciones fiscales”. Pero, además que era “lógico y jurídico es que también 

se le reconozca [personalidad] para acudir en defensa de sus derechos ante los tribunales federales”.32  

X. Evaluación de los ejemplos  

Los ejemplos expuestos me permiten reflexionar sobre la importancia de la ratio iuris en la práctica 

judicial y doctrinal. En cada uno de estos, las razones explícitas o implícitas no se caracterizaron por ser 

dependientes o subordinadas a un texto de jerarquía superior, sino por las razones prácticas adicionales que 

condujeron al resultado. La normativa fue reinterpretada a la luz de razones prácticas. 

La experiencia extranjera y mexicana nos muestra con claridad que la ratio iuris varía según el contexto 

histórico, cultural y político. Juristas reconocidos como Manuel Atienza han mostrado que la argumentación 

jurídica requiere una construcción explícita de razones que legitimen las decisiones interpretativas. Esta 

perspectiva complementa y enriquece nuestra comprensión de la ratio iuris como técnica de concretización 

normativa capaz de articular texto, caso y contexto.33  

Los ejemplos expuestos –extranjeros y mexicanos– nos muestran con claridad que la ratio iuris no es un 

elemento fijo ni inmutable, sino una construcción que se transforma conforme cambia el tiempo, el lugar, la 

integración de los tribunales y, sobre todo, el contexto cultural, político y axiológico en el que cada ratio o 

decisión es aducida. La experiencia evidencia que no existe una única forma “correcta” de interpretar la 

normatividad: lo que determina el contenido de la ratio iuris es la manera en que el intérprete, situado en un 

entorno histórico concreto, identifica el contexto fáctico concreto que motiva la interpretación, selecciona 

los principios aplicables y articula la solución del caso. Puede observarse que la ratio iuris no es estática ni 

puramente técnica; varía con el contexto, la cultura jurídica y la orientación política y social del juzgador. 

En el DIPr —donde los textos suelen ser abiertos y los problemas particularmente complejos— la 

interpretación no descansa exclusivamente en la normatividad escrita, sino en la estructura racional que 

interpreta esa normatividad y le otorga un sentido práctico. La lección es inequívoca: el contexto real del 

 

31  SJF, Primera Sala, Quinta época, 2 de mayo de 1930, registro: 314554. 
32  SJF, Segunda Sala, Quinta época, 15 de octubre de 1936, registro: 334017. 
33  Manuel Atienza, Las razones del derecho, Teorías de la argumentación jurídica, México, UNAM, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, 2005. 
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litigio, y no solo el texto normativo, es el que termina moldeando la ratio iuris y orientando el sentido final 

de la decisión judicial. 

Al respecto, Manuel Atienza explica que la racionalidad —y, en particular, la noción de lo razonable en 

el derecho— no constituye un concepto fijo ni inmutable. Por el contrario, se trata de una noción 

esencialmente variable, tanto en un sentido histórico y social como en un sentido lógico. En el primer plano, 

lo razonable depende de las circunstancias temporales y espaciales en las que se produce la decisión jurídica; 

en el segundo, aquello que debe entenderse por razonable en cada caso se encuentra en función del ámbito 

o campo específico al que se aplique dicha noción.34 Desde esta perspectiva, las variaciones en las 

interpretaciones jurídicas —continúa— obedecen a la interacción dinámica entre los principios jurídicos 

relevantes, las circunstancias sociales y temporales del caso, y las distintas perspectivas desde las cuales 

razonan los tribunales. 35 Con lo anterior quiero decir que la racionalidad no privilegia la dimensión formal 

y procedimental, sino su dimensión material. 

La razonabilidad, diversa al simple hecho de expresar razones, debe priorizar la fuerza justificativa de las 

razones desde una perspectiva racional y crítica, para que entendérsele como razonable y no arbitraria. Nota 

que Manuel Atienza también toma en cuenta al hablar de la razonabilidad, afirmando que “la decisión debe 

reflejar un consenso, ya sea fáctico o ideal para determinar la razonabilidad de la decisión”.36 Explica que la 

insuficiencia de los criterios tradicionales para resolver todos los problemas de evaluación remite a la idea de 

razonabilidad. En su sentido más amplio, la razonabilidad constituye el límite de lo jurídicamente justificable: 

toda decisión, incluso la más evidente, debe situarse dentro de más jurídicamente aceptable. En un sentido 

más específico, sin embargo, la razonabilidad cobra especial relevancia cuando existe un margen de elección 

entre diversas soluciones posibles; es decir, cuando la decisión no viene completamente predeterminada y 

exige una justificación adicional que la haga jurídicamente defendible.37  

La historia jurisprudencial mexicana demuestra que el derecho no cambia únicamente por reformas 

legislativas; también cambia por la transformación de las razones que lo justifican. 

XI. Razones y razonabilidad en la argumentación jurídica: 
distinción conceptual y contraste empírico  

Como ha quedado constatado, una dimensión formal puede ser formalmente válida y 

procedimentalmente correcta, pero partir de premisas falsas o ignorar el contexto retórico real. Por ello, es 

 

34  Manuel Atienza, “Para una razonable definición de ‘razonable”, Doxa : Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 

4, 1987, pp. 189 y 190, pp. 189 y 190. 
35  Ibid, p. 190. 
36  Ibid, p 197. 
37 Manuel Atienza, Curso … opus cit, p. 562. 
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necesario distinguir entre el mero hecho de expresar razones y que dichas razones alcancen el umbral de la 

razonabilidad. No toda decisión fundada en razones es razonable. La razonabilidad exige, en el plano 

internacional algo más que la simple enunciación argumentativa: presupone una fuerza justificativa 

suficiente, evaluable desde una perspectiva racional y crítica, que permita excluir la arbitrariedad.  

Una decisión razonable es aquella que refleja un consenso, ya sea fáctico o ideal, susceptible de ser 

aceptado por una comunidad jurídica racional. La razonabilidad opera, así, dentro del límite de lo 

jurídicamente justificable: toda decisión —incluso la aparentemente evidente— debe situarse dentro de lo 

jurídicamente aceptable. Esta exigencia —dice Manuel Atienza—, aunque propia de las razones-

extrasistemáticas, se vuelve especialmente relevante cuando existe un margen de elección entre varias 

soluciones posibles y la decisión no viene completamente predeterminada por el derecho positivo, 

requiriendo una justificación adicional que la haga defendible.38  

Puede ocurrir que una interpretación esté fundada en razones, sin que por ello sea racional o razonable. 

Presento enseguida un ejemplo histórico concreto que permite contrastar con claridad la diferencia entre 

razones y razonabilidad. 

XI.1 El caso de la Ley del Trabajo de Sonora (1919) 

En 1919, la Ley del Trabajo del Estado de Sonora impuso la obligación de que en todo establecimiento se 

contratara al menos un 80 % de trabajadores mexicanos. El incumplimiento de esta exigencia se sancionaba 

con multas, clausuras, encarcelamientos e incluso la expulsión de extranjeros. En este contexto se resolvió 

el caso del asiático Quong Fat y otros coagraviados quienes promovieron juicio de amparo contra la 

aplicación de dicha ley, aduciendo su inconstitucionalidad. Un caso en el que se debatieron razones contra 

razones. 

XI.2 Razones aducidas por los gobernantes 

El entonces gobernador de Sonora, Adolfo de la Huerta, alegó la constitucionalidad de la ley. Sostuvo, en 

el recurso de revisión contra el amparo concedido en primera instancia, que la ley impugnada era razonable 

porque los comerciantes chinos competían injustamente con los obreros mexicanos, explotaban al 

proletariado y desplazaban a mujeres sonorenses de actividades básicas de subsistencia. Alegó, además, que 

el Tratado de Amistad, Comercio y Navegación entre México y China de 1899 había perdido vigencia, y 

calificó como antipatriótica la actuación de los abogados defensores de los asiáticos. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación expresó razones a favor de la constitucionalidad de la ley, 

negando el amparo solicitado, apoyándose en las siguientes razones: 

• El derecho al trabajo no es absoluto y debe armonizarse con los intereses de la sociedad; 

• Las multas y encarcelamientos impuestos tenían naturaleza administrativa y no penal; 

 

38 Ibid, p. 562. 
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• Los derechos individuales no pueden extenderse más allá del punto en que comienzan los 

derechos de otros; 

• No se acreditó la inexistencia de trabajadores mexicanos disponibles; 

• El artículo 123 constitucional faculta a los estados para legislar en materia laboral. 

Estas razones, consideradas aisladamente, poseen una estructura argumentativa reconocible. Sin 

embargo, aducir esas razones no equivale, necesariamente, a calificarlas como razonables. 

XI.3 Razones aducidas por los afectados 

Por su parte, los afectados y sus abogados expresaron, entre otras razones, las siguientes: 

• La obligación de contratar un 80 % de trabajadores mexicanos restringía el derecho al trabajo de 

los empresarios chinos, contraviniendo la libertad de dedicarse a cualquier profesión, industria, 

comercio o trabajo lícito; 

• Aun cuando la ley era formalmente general, su aplicación afectaba de manera desproporcionada 

a los chinos, configurando una discriminación racial indirecta; 

• La imposición de multas y prisión por autoridades administrativas excedía las facultades previstas 

en el artículo 21 constitucional; 

• La ley del trabajo de sonora impugnada no contemplaba la clausura de negocios como sanción, 

por lo que tales actos eran ultra vires y violaban el debido proceso; 

• El tratado de amistad, comercio y navegación de 1899 otorgaba a los ciudadanos chinos trato 

equiparable al de los nacionales; 

• No se acreditó afectación real a la economía local ni al empleo de trabajadores mexicanos; 

• La reglamentación de los derechos de los extranjeros correspondía al ámbito federal, por lo que 

la legislación estatal invadía competencias constitucionales; 

• Las clausuras y amenazas de expulsión comprometían la seguridad y los derechos fundamentales 

de los afectados.39  

  

 

39  SJF, Pleno, Quinta época, 2 de enero de 1920, registros: 288590, 288591, 288592, 288593 y 288594. Una reseña e 

historia del caso (Quong Fat y 18 coagraviados), y otros diez más, puede verse en Kif Augustine-Adams, “Por un 

sólo voto: Quong Fat y el amparo de personas de origen chino ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

1917 a 1932. Los casos de la Ley de Trabajo y Previsión Social del Estado de Sonora”, Estudios sobre la Suprema 

Corte de Justicia realizados en Estados Unidos, pp. 53 y ss. 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/publicaciones_scjn/publicacion/2019-

02/Estudios%20sobre%20la%20SC%20realizados%20en%20EU.pdf. 
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XI.4 Razones materiales o extrasistemáticas 

Más allá del plano de razones formales, hay otras razones que presentan una mayor densidad jurídica y 

razonable que no se apartan de una relación directa con el sistema constitucional; se trata de razones de tipo 

material, que pudieron haber sido adoptadas por la Suprema Corte, entre otras: 

• Los negocios de los chinos eran, en su mayoría, familiares y constituían el único medio de 

subsistencia; 

• Contribuían a la economía local mediante la oferta de bienes y servicios esenciales; 

• El modelo familiar de cada negocio hacía inviable el cumplimiento de la regla del 80 %; 

• Las clausuras y expulsiones promovían la exclusión social y la xenofobia; 

• Las sanciones eran desproporcionadas y excesivas; 

• La implementación de la ley generaba un clima de hostilidad que ponía en riesgo la integridad 

física y emocional de las familias; 

• No existía evidencia de daño económico real; 

• La decisión resultaba inhumana y contraria a los principios de justicia y equidad. 

Las razones mencionadas —que no son las únicas— pueden considerarse razonables porque trascienden 

la mera literalidad de la ley y se fundamentan en principios éticos, sociales y materiales que buscan garantizar 

la justicia y equidad en el caso concreto. No solo se limitan a justificar la decisión desde un punto de vista 

técnico o formal, sino que incorporan consideraciones sobre el impacto humano, social y económico de la 

ley en cuestión. Por ejemplo, la referencia a la subsistencia de las familias afectadas, la contribución a la 

economía local y el riesgo de exclusión social y xenofobia son argumentos que apelan a valores 

fundamentales y principios de justicia, lo que les otorga una dimensión de razonabilidad. 

XII. DIPr neutral y DIPr funcional  

La dogmática tradicional relacionada con el DIPr (propia de la dogmática mexicana) ha quedado 

caracterizada mayoritariamente por sostenerse en un DIPr neutral, enfoque que pugna con uno funcional. 

Me detengo con este tema que enfatiza en la razonabilidad interpretativa. 

El llamado DIPr neutral representa una etapa metodológica del pensamiento conflictual internacional 

caracterizada por la pretensión de objetividad y desinterés material de la norma de conflicto. Bajo esta 

concepción, la normatividad internacional se percibe como axiológicamente neutra, limitándose 

exclusivamente a designar un orden jurídico sin favorecer ordenamiento alguno por razones políticas, 

económicas o morales. En este enfoque, los valores son indiferentes, los resultados no se corrigen y tampoco 

se procura un resultado material específico relacionado con el contexto real. Se prescinde, incluso, del control 

de racionalidad constitucional aduciendo vulneración del orden público. 
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Históricamente, figuras como Friedrich Karl von Savigny y Henri Batiffol fueron los principales 

sostenedores de esta visión formalista, mientras que autores como Werner Goldschmidt representaron una 

transición al suavizar la rigidez de la neutralidad estricta. Sin embargo, la evolución de la disciplina ha puesto 

de relieve que la neutralidad puede conducir a resultados injustos. Como apuntó Friedrich K. Juenger, el 

DIPr no debe ser indiferente, sino que debe orientarse hacia políticas materiales y la protección de la parte 

débil.40  

En la actualidad, diversos autores propugnan por un claro abandono de la neutralidad a través de 

mecanismos que reconocen la intervención activa del juez y la búsqueda de justicia material. Prueba de ello 

es la proliferación de normas de conflicto materialmente orientadas, leyes de policía, cláusulas de protección 

y el uso de criterios como la proximidad, la razonabilidad o la equidad (v.g., interés superior de menores, 

efectividad del derecho de custodia y visita, favor cooperationis, capacidad económica acreedores y deudores 

en reclamaciones alimenticias). 

XIII. Reflexión sobre el papel del juez en el DIPr y las 
implicaciones de sus decisiones para el Estado 

La transición hacia un DIPr funcional tiene implicaciones directas en la labor del juez, quien desempeña 

un papel crucial en la interpretación y aplicación del DIPr, como lo expongo a continuación. 

Exponer u omitir una ratio iuris tiene implicaciones prácticas en la función judicial dentro del contexto 

del tráfico jurídico internacional y, sobre todo, en las responsabilidades internacionales que puede acarrear. 

Me refiero al juez, dada la trascendencia de su función y la responsabilidad que sus decisiones pueden 

acarrearle a él, en lo particular, así como al Estado. 

El juez no es un funcionario cualquiera: es un órgano del Estado y, como tal, sus decisiones lo vinculan 

frente a la comunidad internacional. De ahí que resulte pertinente preguntarse: ¿son conscientes los jueces 

que ciertos asuntos califican como problemas de tráfico jurídico internacional?, ¿disciernen sobre las 

implicaciones que sus resoluciones pueden generar para el Estado? Conviene recordar que su ratio iuris y la 

decisión que de ella deriva pueden no solo comprometer su responsabilidad personal, sino también 

configurar responsabilidad internacional del Estado al que pertenecen. 

Lamentablemente, los jueces mexicanos no parecen contar, en general, con un conocimiento profundo, 

sistemático y estructurado de lo que es un problema de tráfico jurídico internacional, ni de las consecuencias 

que este tipo de asuntos proyecta sobre el Estado en el plano internacional. Si bien pueden identificar, en un 

nivel técnico básico, la presencia de elementos extranjeros en ciertos litigios, la comprensión de las 

implicaciones jurídicas, políticas y normativas que tales situaciones generan suele resultar limitada. 

 

40  Friedrich K. Juenger, Choice of Law and Multistate Justice, Netherlands Nijhoff, 1993. 
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Esta insuficiencia no obedece exclusivamente a una ausencia absoluta de conocimiento del DIPr, sino a 

una formación predominantemente orientada al derecho intraestatal. Se trata de una carencia que se 

manifiesta en la falta de herramientas teóricas, metodológicas y filosóficas propias de la disciplina. La 

enseñanza del DIPr mexicano ha privilegiado históricamente la memorización de disposiciones normativas 

y su aplicación literalista (meramente lexical), dejando en segundo plano la reflexión sobre los fundamentos 

conceptuales del tráfico jurídico internacional y su incidencia en nociones centrales como la soberanía, la 

cooperación jurídica y la articulación entre sistemas normativos. 

A ello se suma la ausencia de una formación especializada sólida en DIPr, lo que limita la capacidad de 

los jueces para identificar con precisión los problemas propios de esta disciplina y para resolverlos de manera 

coherente y sistemática. Esta carencia se ve reforzada por un enfoque solipsista o territorialista 

profundamente arraigado en la cultura jurídica nacional, que privilegia la aplicación del derecho interno y 

manifiesta una resistencia persistente a la toma en consideración de normas extranjeras o al reconocimiento 

de actos jurídicos constituidos fuera del territorio nacional. 

Como consecuencia, los jueces tienden a desatender las implicaciones materiales internacionales de sus 

decisiones, sin ponderar adecuadamente su impacto en las relaciones diplomáticas, en el cumplimiento de 

tratados internacionales, en la protección de los derechos humanos o en la promoción de la seguridad jurídica 

en el ámbito transnacional. Las resoluciones judiciales adoptan con frecuencia un enfoque inmediato y 

doméstico, desconectado de las dinámicas propias del tráfico jurídico internacional y de los compromisos 

asumidos por el Estado en el plano externo. 

Esta situación se agrava por la carencia de un marco teórico sólido que les permita a los jueces 

comprender el sentido y alcance de sus decisiones dentro del sistema del DIPr.41 La dogmática de esta 

disciplina no se encuentra suficientemente integrada en la práctica judicial cotidiana, lo que dificulta la 

construcción de soluciones que armonicen el derecho interno con las exigencias de la cooperación jurídica 

internacional. En consecuencia, las decisiones e interpretaciones judiciales carecen con frecuencia de una 

visión sistemática que permita articular coherente y materialmente los ordenamientos normativos en juego. 

Desde una perspectiva filosófica, esta problemática revela una concepción empobrecida de la función 

judicial, reducida a una aplicación mecánica de normas y ajena a la racionalidad práctica que exige el derecho 

en contextos de pluralidad jurídica. El tráfico jurídico internacional interpela al juez no solo como operador 

del derecho interno, sino como mediador entre sistemas normativos diversos, llamado a ejercer una función 

interpretativa que trascienda el territorialismo y reconozca la interdependencia jurídica de los Estados. Sin 

una formación teórica y filosófica adecuada, la decisión judicial corre el riesgo de convertirse en un acto 

aislado, incapaz de responder a las exigencias de justicia, coherencia y previsibilidad propias de un orden 

jurídico abierto al mundo. 

 

41  El pesimismo respecto de las resoluciones judiciales se acentúa ante la ausencia de definiciones, conceptos, 

calificaciones, lenguaje y otras instituciones propias del derecho internacional. 
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En síntesis —aunque resulte incómodo afirmarlo—, la mayoría de los jueces mexicanos no se encuentran 

suficientemente preparados para enfrentar de manera adecuada los problemas derivados del tráfico jurídico 

internacional ni para comprender plenamente sus implicaciones para el Estado. Esta realidad evidencia la 

necesidad urgente de fortalecer su formación en DIPr, así como de integrar de manera más efectiva la teoría 

jurídica y la reflexión filosófica en la práctica judicial.42  

XIV. Reflexión final: técnica, contexto y racionalidad  

En el contexto real al que me he visto refiriendo, la ratio iuris emerge como un mecanismo esencial para 

garantizar la racionalidad y legitimidad de las decisiones judiciales, propias del DIPr, lo que es el eje de esta 

reflexión final. 

Cierro este estudio con una conclusión que refleje la importancia de la ratio iuris como mecanismo de 

racionalización del DIPr y garantía de justicia. La precisión e identificación de la ratio iuris revela que 

interpretar no es un acto mecánico de subsunción, sino una expresión de la razón práctica. El reformulador 

construye o sugiere una justificación racional que articula hechos, principios y valores. 

La dificultad para concretizar una ratio iuris no radica únicamente en la complejidad técnica del 

razonamiento, sino también en la calidad argumentativa de las decisiones adoptadas y en el grado de 

independencia institucional del órgano jurisdiccional, cuando este interpreta. Cuando una decisión se reduce 

a una fórmula descontextualizada o se subordina a intereses coyunturales, el derecho pierde coherencia y 

estabilidad. 

Por el contrario, cuando la ratio iuris se formula con claridad, rigor e independencia intelectual, se 

convierte en un verdadero mecanismo de racionalización del poder y en garantía de previsibilidad y justicia.43 

No basta que solo se expresen razones, es necesario racionalizarlas.  

  

 

42  El desconocimiento del derecho internacional es evidente. Una investigación de campo lo revela con claridad. Véase 

Hugo Concha Cantú y José Antonio Caballero, Diagnóstico sobre la administración de justicia en las entidades 

federativas, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2001, pp. 171 y ss. 
43  El derecho no se reduce a las palabras del legislador, sino que comprende las justificaciones y decisiones del juez 

(ratio decidendi), vinculadas con la realidad social o problema de tráfico jurídico a resolver. Jorge Alberto Silva, 

Reformulación … opus cit (en prensa). 
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LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES EN MÉXICO1  

José Roberto de Jesús Treviño Sosa2 

 

Sumario: I.- Introducción – II.- Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores de 1980 – III. ¿En qué casos se configura la 
sustracción internacional de menores? – IV. Interés superior de niños, niñas y 

adolescentes – V. Autoridad central – VI. Procedimiento y naturaleza – VII. 

Excepciones a la restitución de niños, niñas y adolescentes – VIII. La mediación en la 

restitución internacional de niños, niñas y adolescentes – IX. Consideraciones finales – 

X. Bibliografía. 

Resumen: En este artículo se examinan los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores, 

contenidos en el Convenio de La Haya de 1980, su previsión legal, los supuestos de aplicación, el interés 

superior del menor, la intervención de la Autoridad Central, su procedimiento y naturaleza, las excepciones 

al retorno de la niña y/o el niño, así como la aplicación a la mediación. 

 

1  Este texto se presentó como Discurso de ingreso como miembro de número de la Academia Mexicana de Derecho 

Internacional Privado y Comparado (AMEDIP), sitial 27, durante el 48 Seminario Nacional de AMEDIP 

“Reflexiones en torno al sistema interamericano en el 50 aniversario de la CIDIP-I y la actualidad del derecho 

internacional privado en México”, en Querétaro, el 23 de octubre de 2025 y que ha sido publicado previamente en 

Treviño Sosa, José Roberto de Jesús, “La sustracción internacional de menores en México” en González Martín, 

Nuria (ed.) Sistema interamericano en el 50 aniversario de la CIDIP-I y la actualidad del derecho internacional 

privado en México, UNAM-IIJ-AMEDIP, 2026 (en prensa). La réplica de su discurso fue por parte de la Dra. Nuria 

González Martín, texto que se publica en este mismo número de la Revista de Derecho Internacional Privado. 
2  Director de la unidad en materia civil, familiar y abatimiento en rezago en materia penal de la Fiscalía General de 

Justicia del Estado de Nuevo León; juez de juicio familiar oral en retiro del estado de Nuevo León; exjuez de la Red 

de Jueces de La Haya; miembro supernumerario de AMEDIP. 
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Palabras clave: sustracción internacional de menores; restitución internacional de menores; interés superior del niño; 

autoridad central; retención ilícita de menores. 

Abstract: This article examines the civil aspects of international child abduction contained in the 1980 Hague 

Convention, its legal provisions, including cases of application, the best interests of the child, the intervention of the 

Central Authority, its procedure and nature, exceptions to the return of the child, and the application of mediation. 

Keywords: international child abduction; international child return; best interests of the child; central authority; 

wrongful retention of children. 

I. Introducción  

La globalización, los avances en el transporte, trabajo y comunicación, junto con factores comerciales, 

sociales y políticos, han impulsado la migración de personas o familias, surgiendo así las familias binacionales 

o internacionales3 que, al entrar en crisis, separación o divorcio, y tienen hijas y/o hijos que aún no son 

mayores de edad, uno los lleva a su país de origen o van a otro para obtener refugio ante la disputa familiar 

y, a su complejidad, se le une el elemento transfronterizo, el cual constituye un fenómeno creciente en el 

derecho familiar y el internacional privado, con implicaciones sociales, legales y emocionales, pues, en este 

aspecto, las niñas y/o los niños son los perjudicados. 

En México, hay un aumento de familias internacionales4 o binacionales, que ha intensificado el arribo o 

la salida de nuestro territorio del progenitor y sus descendientes, pues, ante la ruptura o su separación, 

trasladan o retienen ilícitamente a sus hijas y/o hijos que aún no son mayores de edad, con infracción al 

derecho de visita o custodia del otro ascendiente. Esta conducta constituye un hecho ilícito y, además de los 

aspectos civiles, está tipificada penalmente en la mayoría de las naciones, incluido México.5 

En este estudio, analizaremos algunos puntos del Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores de 1980 (el Convenio). 

 

3  Este concepto se atribuye a las familias que residen en un país del cual no son nacionales o por tener, quienes las 

constituyen, distintas nacionalidades. 
4  En la actualidad hay un aumento de familias internacionales, es decir, aquellas conformadas por individuos que 

están bajo la jurisdicción de naciones diversas. Una familia internacional que no está exenta de crisis y, por ende, del 

incremento de conflictos familiares transfronterizos. De esta manera, en aquellos supuestos donde hay menores y 

la relación de pareja truncada, nos enfrentamos al lamentable incremento de sustracciones internacionales de 

menores por parte de uno de sus progenitores. Al respecto puede verse González Martín, Nuria, “Sustracción 

internacional parental de menores y mediación. Dos casos para la reflexión: México (Amparo Directo en Revisión 

903/2014) y los Estados Unidos de América (Lozano v. Montoya Álvarez)”, Revista Electrónica de Estudios 

Internacionales, Madrid, núm. 29, 2015. https://doi.org/10.36151/ 
5  Artículos 366 ter y 366 quater del Código Penal Federal. 
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II. Convenio de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores de 1980 

El Convenio, como su nombre lo indica, regula la sustracción de niñas y/o niños, entre los Estados 

adheridos. Su origen es de la década anterior a 1980 ante al incremento de sustracciones internacionales y la 

falta de previsión legal en el derecho internacional privado, para prevenir o, en su defecto, conseguir su 

retorno a su país de origen. Ante dicho panorama, en la Conferencia de Derecho Internacional Privado con 

sede en La Haya, Países Bajos, se elaboró el Convenio. 

La aplicación del Convenio no es el único instrumento transfronterizo. A nivel regional, existe la 

Convención Interamericana de 15 de julio de 1989 sobre Restitución Internacional de Menores, de la cual 

México es parte,6 y otros acuerdos bilaterales.7 En la comunidad europea existe el Reglamento Bruselas II 

Ter8 (2022).  

Como señala Eileen Matus, el Convenio de la Haya y el Interamericano “a pesar de ser resultado de foros 

distintos (La Haya y la CIDIP) y haberse creado en tiempos diferentes, tienen los mismos objetivos y 

finalidades [...] a pesar de que su redacción es distinta”.9 Ambos recogen en la esfera civil esta figura, es decir, 

los aspectos de su localización y restitución del menor, además —a decir de Matus Calleros— prevén que no 

deben ser aplicados de manera exclusiva para lograr sus objetivos convencionales, ya que en muchas 

ocasiones dependerá de cada Estado determinar qué instrumento convencional es el más idóneo al caso que 

le ocupe.10  

Cabe señalar que, posterior al Convenio, surgió la Convención sobre los Derechos del Niño,11 de la cual 

México es parte desde 1991 y en su artículo 11 hace énfasis en que los Estados parte adoptarán medidas para 

luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de ellos, mediante la 

concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales, o bien, la adhesión a los ya existentes. 

Ahora bien, el objeto del Convenio, según su preámbulo, es proteger a los menores en casos de 

sustracción internacional a través de:  

 

6  Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de noviembre de 1994. 
7  En Sudamérica surgieron algunos acuerdos bilaterales sobre restitución internacional de menores entre Uruguay 

con Chile (1982), así como con Argentina (1982) y Perú (1984). 
8 Disponible en la página oficial de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2019-81122 
9  Matus Calleros, Eileen, México ante la restitución internacional de menores, México, Universidad Nacional 

Autónoma de México, 2016, p. 91. 
10  Matus Calleros, Eileen, México ante la restitución internacional de menores, cit., p. 95. 
11  Adoptada en la Asamblea General de la ONU mediante resolución 44/25, y publicada en el Diario Oficial de la 

Federación, el 25 de enero de 1991. 
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• Un proceso para su restitución inmediata al país donde tienen su residencia habitual. 

• Preservar los derechos de convivencia/visitas del progenitor con su hija y/o hijo menor 

de dieciséis años.  

El preámbulo, igualmente, indica su naturaleza predominantemente procesal.  

III. ¿En qué casos se configura la sustracción internacional de 
menores? 

 
En primer lugar, en términos del Convenio, es importante identificar cuándo estamos en presencia de 

una sustracción internacional de menores. Así pues, su artículo 3 establece los casos en que el traslado o la 

retención de la niña y/o el niño se consideran ilícitos, lo cual ocurre: 

a) Cuando se haya producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, separada o 

conjuntamente, a una persona, a una institución, o a cualquier otro organismo, con arreglo al derecho 

vigente en el Estado en que el menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o 

retención.  

b) Cuando este derecho se ejercía de forma efectiva, separada o conjuntamente, en el momento del 

traslado o de la retención, o se habría ejercido de no haberse producido dicho traslado o retención.  

Agrega que: El derecho de custodia mencionado en el inciso a) puede resultar en particular, de una 

atribución de pleno derecho, de una decisión judicial administrativa, o de un acuerdo vigente según el 

derecho de dicho Estado.  

Cabe señalar que están excluidas del ámbito de aplicación material de este instrumento, las cuestiones de 

competencia judicial internacional, así como el reconocimiento y ejecución de los derechos de guarda, 

custodia y visita,12 como se observa del artículo 16 el cual señala: 

Después de haber sido informada de un traslado o retención 

ilícitos de un menor en el sentido previsto en el artículo 3, las 

autoridades judiciales o administrativas del Estado Contratante a 

donde haya sido trasladado el menor o donde este retenido 

ilícitamente, no decidirán sobre la cuestión de fondo de los 

derechos de custodia hasta que se haya determinado que no se 

reúnen las condiciones del presente Convenio para la restitución 

 

12  Rodríguez Jiménez, Sonia, La protección de los menores en el derecho internacional privado, México, Universidad 

Nacional Autónoma de México, 2006, p. 179. 
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del menor o hasta que haya transcurrido un periodo de tiempo 

razonable sin que se haya presentado una solicitud en virtud de 

este Convenio. 

 

Otra excepción a su aplicación aparece en la parte final del articulo 

4 que establece:  

 

 El Convenio dejara de aplicarse cuando el menor alcance la edad 

de 16 años.  

 

Lo anterior no es más que la prolongación o reafirmación de la máxima solve et repete que ha sido 

calificada por la doctrina como “una regla de competencia judicial negativa: impide conocer”.13 

IV. Interés superior de niños, niñas y adolescentes 

El interés superior de niños, niñas y adolescentes contenido en la Convención sobre los Derechos del 

Niño no aparece en el articulado del Convenio. Esto, probablemente sea porque dicho instrumento es 

posterior,14 aunque en sentido general, en su preámbulo, tiene una referencia en plural al disponer “que los 

intereses del menor son de una importancia primordial para todas las cuestiones relativas a su custodia”. Sin 

embargo, en las conclusiones y recomendaciones resultantes del Seminario de Jueces Latinoamericanos 

sobre el Convenio 15 incorpora dicho principio como parte de la cooperación internacional al establecer lo 

siguiente: “El funcionamiento efectivo del Convenio de La Haya de 1980 en el interés del menor depende de 

la cooperación cercana entre Jueces y entre las Autoridades Centrales”. 

El interés superior es un principio básico de los derechos del niño tal como lo establece la Convención 

sobre los Derechos del Niño, pues lo considera como un derecho subjetivo de los menores de edad, al 

respecto señala Soledad Torrecuadrada: 

la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño 

ha supuesto un importante avance en lo que a su 

conceptualización y ámbito de aplicación se refiere. Así ha 

 

13  Rodríguez Jiménez, Sonia, La protección de los menores en el derecho internacional privado, cit., p. 180.  
14  Aunque el principio del interés superior del niño se acuñó en el Principio Segundo de la Declaración sobre los 

Derechos del Niño de 1959. 

https://www.observatoriodelainfancia.es/ficherosoia/documentos/33_d_DeclaracionDerechosNino.pdf. 
15  Realizado entre el 1 y el 4 de diciembre de 2004. La información se recuperó de la página electrónica oficial de la 

Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, en: https://www.hcch.net/es/publications-and-

studies/details4/?pid=4184&dtid=46.  
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proclamado su doble naturaleza como derecho subjetivo y como 

principio y generalizado su aplicación a ámbitos materiales 

distintos de aquel que le vio nacer y en cuyo seno se ha 

desarrollado.16 

El interés superior tiene un carácter protector de los menores ya que estos tienen “especial vulnerabilidad 

a causa de la imposibilidad que tienen de dirigir su vida con total autonomía”. 17  

Señala Eileen Matus, que el interés superior del menor debe ser entendido: 

Señala Eileen Matus, que el interés superior del menor debe ser 

entendido: 

Primero, como un principio que es recogido en todas las 

convenciones que tienen como finalidad proteger a la infancia y 

que, en este sentido, representa un logro consensual en lo que 

concierne a objetivos, derechos de niños, niñas y adolescentes y 

deberes de todas las personas, así como del Estado frente a la 

infancia; segundo, debe entenderse como aquel derecho que pone 

freno a cualquier tipo de arbitrariedad y violación, así como un 

objetivo que pretende orientar a los sistemas jurídicos, políticos, 

sociales y culturales de cada Estado; tercero, como una 

herramienta que garantiza la no discriminación, la libertad y la 

igualdad en la protección de los derechos de niños, niñas y 

adolescentes; cuarto, como un principio inspirador de políticas y 

actuaciones públicas, y quinto, como una extensión de derechos 

regulados específicamente para la infancia pero que no excluye a 

los otros derechos destinados a todas las personas, sino que deja 

claro que en el caso de que haya un conflicto entre derechos, el 

interés superior del menor debe prevalecer sobre cualquier 

disposición que lo afecte y, por último, el interés superior del 

menor tiene como meta la satisfacción y vigencia de todos los 

derechos, aun de aquellos que no están específicamente 

destinados a proteger a los niños, niñas y adolescentes.18 

 

16  Torrecuadrada García-Lozano, S., “El interés superior del niño”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 

1, núm. 16, 2016, pp. 131-157. https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2016.16.523. 
17  Rodríguez Llamas, S., “La atribución de la guarda y custodia en función del concreto y no abstracto interés superior 

del menor. Comentario a la STS núm. 679/2013, de 20 de noviembre (RJ 2013/7824), Revista Boliviana de Derecho, 

núm. 19, enero de 2015, p. 569. 
18  Matus Calleros, Eileen, México ante la restitución internacional de menores, México, Universidad Nacional 

Autónoma de México, 2016, p. 5.  
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Ahora bien, al ser este principio general, en ocasiones se tiene el problema de que está sujeto a varias 

interpretaciones jurídicas.19 Sin embargo, en términos de la Observación General núm. 14 (2013), sobre el 

derecho de niños, niñas o adolescentes a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 

3, párrafo 1) 20 y lo dispuesto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,21 dicho interés 

debe entenderse como: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) 

una norma de procedimiento, el cual debe observarse en todas las decisiones y medidas relacionadas con el 

niño, y se ha incorporado en las que han tomado en México los tribunales judiciales de amparo (dentro de 

tesis o jurisprudencias) y que, en atención a su contenido específico, se aludirán algunas de ellas en los 

apartados siguientes. 

En consecuencia, se puede afirmar que el interés del menor prevalece o está presente en la aplicación del 

Convenio.22  

V. Autoridad central 

El artículo 6 de la Convención establece que: 

Cada uno de los Estados contratantes designara una Autoridad 

Central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le 

impone el Convenio.  

Con base en lo anterior, todos los Estados contratantes están obligados a designar una Autoridad 

Central,23 cuya función es de naturaleza administrativa y de colaboración, estableciéndose, en el artículo 7 

de la Convención, las medidas que deben adoptar para garantizar la restitución inmediata de los menores, 

así como para conseguir el resto de sus objetivos.  

 

19  Matus Calleros, Eileen, México ante la restitución internacional de menores, cit., p. 3. 
20  Recuperada de la página electrónica oficial de la Agencia de la ONU para los Refugiados, 

https://www.refworld.org/es/ref/polilegal/crc/2013/es/95780.  
21  Tesis: 2a./J. 113/2019, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. III, agosto de 2019, p. 2328. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2020401. 
22  González Martín, Nuria, “Sustracción internacional parental de menores y mediación...”, cit., p. 13. Señala: “Este 

convenio, como cualquier otro tratado internacional que atienda situaciones en las que se ven involucrados menores 

de edad, debe interpretarse y aplicarse a la luz del Interés Superior de Menor, es decir la restitución debe beneficiar 

al menor, no a sus progenitores”. 
23  Información disponible en la página web oficial de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado. 

En ella, aparece la lista y así como un botón de acceso para obtener datos específicos de las autoridades centrales de 

cada uno de los Estados parte. En el caso de México, la autoridad central es la Dirección General de Protección 

Consular y Planeación Estratégica de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/authorities1/?cid=24.  
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Así pues, una vez que la Autoridad Central ha recibido la solicitud 24 y examinado toda la documentación, 

la enviará a la del país donde la niña y/o el niño ha sido trasladado o retenido, para que esta última active el 

mecanismo jurídico establecido en dicho lugar para obtener la restitución inmediata. Por ejemplo, si un niño 

cuya residencia habitual está en México, viaja a España para ver a familiares, únicamente con uno de sus 

progenitores y, cuando debe volver, no regresa, entonces, se considera que ha sido retenido ilícitamente en 

España.  

En tal supuesto, la persona que está en México y que ejerce la patria potestad, deberá de solicitar su 

restitución inmediata a este país a través del formulario y con los documentos correspondientes que 

entregará a la Autoridad Central Mexicana, la cual los enviará a la de España, a fin de que se presenten ante 

los juzgados españoles y se inicie el trámite para obtener la restitución y, en su momento, la devolución del 

niño a México. En estos casos, suele suceder que el progenitor afectado o su abogado entablen comunicación 

directa con la Autoridad Central del país en el que fue trasladado o retenido ilícitamente, con el objeto de 

coadyuvar y, de autorizarse el retorno, apoyar el traslado a su residencia habitual.  

Finalmente, en relación con la Autoridad Central Mexicana y las facultades que le confiere el Convenio, 

se han generado precedentes en nuestro país, que señalan que no es el representante procesal directo del 

menor,25 que puede pedir apoyo a intermediarios 26 (ello es acorde a la última parte de su artículo 21) y que 

en el juicio de amparo tiene la calidad de tercera interesada.27 

VI. Procedimiento y naturaleza 

El Convenio, en su preámbulo y en su artículo 16, indica su naturaleza puramente procesal; mientras que 

en su numeral 11, señala que: 

Las autoridades judiciales o administrativas de los Estados 

Contratantes actuaran con urgencia en los procedimientos para la 

restitución de los menores. 

 

Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera 

llegado a una decisión en el plazo de seis semanas a partir de la 

 

24  El formulario se encuentra disponible en la página electrónica oficial del Gobierno de México: 

https://www.gob.mx/sre/documentos/solicitud-de-restitucion-internacional-o-derechos-de-visita-al-extranjero.  
25  Tesis: III.2o.C.72 C, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. IV, marzo de 2017, p. 2644. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2013817.  
26  Tesis: 1a. CCCXVII/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. I, diciembre de 2018, p. 

416. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018838.  
27  Tesis: PC.I.C. J/17 C, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. III, noviembre de 2015, p. 

3076. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2010437.  
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fecha de iniciación de los procedimientos, el solicitante o la 

Autoridad Central del Estado requerido, por iniciativa propia o a 

instancia de la Autoridad Central del Estado requirente tendrán 

derecho a pedir una declaración sobre las razones de la demora. 

Si la Autoridad Central del Estado requerido recibiera una 

respuesta, dicha Autoridad la transmitirá a la Autoridad Central 

del estado requirente o, en su caso, al solicitante. 

Ahora bien, desde que México forma parte del Convenio, se consideró inicialmente como un acto 

prejudicial, dado que el juicio de custodia debería seguirse ante el juez de la residencia habitual. Otros 

consideraron que, al no estar regulado, debía ventilarse en un juicio ordinario civil que está dispuesto en 

nuestra legislación adjetiva estatal y federal, para cuando no exista un trámite a seguir.28 Por igual, existen 

precedentes que precisan que la autoridad deberá instrumentar las medidas necesarias para dar a conocer las 

actuaciones procesales,29 dando a saber las etapas del procedimiento de restitución y su duración (plazos), 

sin que ese término pueda exceder de seis semanas, salvo que existan razones que justifiquen la demora.30 

En otros reconocen que no se vulnera el derecho de audiencia 31 ni el acceso a la justicia,32 precisándose 

en uno más que no es un procedimiento de extradición 33 y en otro que este tipo de procedimiento constituye 

un auténtico juicio, no una medida cautelar, lo que implica obligaciones de recolección oficiosa de pruebas 

y de valoración integral, análisis exhaustivo del contexto fáctico y el deber de juzgar con perspectiva de 

género, de niñez y adolescencia,34 debiéndose emplear el derecho procesal local aplicable.35 Aspecto este 

último que quedará superado al entrar en vigor el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares,36 

cuya vacatio legis concluye el 1 abril del 2027. 

 

28  Al respecto puede verse Matus Calleros, Eileen, México ante la restitución internacional de menores, cit., pp. 18 y 

ss.  
29  Tesis: I.13o.C.2 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, t. 2, mayo de 2012, p. 1827. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2000751.  
30  Tesis: I.13o.C.4 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, t. 2, mayo de 2012, p. 1828. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2000752.  
31  Tesis: 1a. CCLXXXI/2013, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, t. 2, octubre de 2013, 

página 1045. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2004673.  
32  Tesis: 1a. CCLXXXII/2013, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, t. 2, octubre de 2013, p. 

1045. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2004672.  
33  Tesis: I.3o.C.308 C, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. IV, enero de 2018, p. 2284. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2016120.  
34  Tesis: 1a./J. 169/2025, Semanario Judicial de la Federación, undécima época. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031102.  
35  Tesis: III.2o.C.69 C, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. IV, marzo de 2017, p. 2643. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2013816.  
36  Publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 7 de junio de 2023.  
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Retomando la naturaleza procesal y urgente del procedimiento —que prohíbe examinar cuestiones de 

fondo—, y al margen de la regulación actual del procedimiento en algunos Estados y los criterios de los 

tribunales federales, así como la referencia general sobre el tema, en relación con la necesidad legislar el 

procedimiento y la coordinación que debe existir entre autoridades, dispuesta en la Ley General de Derechos 

de Niñas, Niños y Adolescentes,37 y su ahora regulación en el Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares,38 próximo a entrar en vigor, el cual, en su artículo 641 hace remisión expresa a lo que dispongan 

los tratados internacionales y en los artículos 1151 al 1161 se regula el procedimiento a seguir, incorpora los 

principios y las reglas contenidas en la Convención, aunque en su artículo 1154 categóricamente indica que 

toda solicitud de restitución de una niña, niño o adolescente, proveniente del extranjero, se presentará por 

conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores y está la remitirá a la autoridad jurisdiccional competente. 

Estimo que dicha norma es contraria al artículo 29 del Convenio,39 el cual dispone que no excluye que 

cualquier persona, institución u organismo que pretenda alegar que ha habido una violación del derecho de 

custodia o visita, en el sentido previsto en los artículos 3 o 21, reclame directamente ante las autoridades 

judiciales o administrativas de un Estado contratante; tampoco el Código Nacional prevé lo señalado en el 

artículo 18, en el sentido de que las disposiciones de la citada convención no limitarán las facultades de una 

autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del menor en cualquier momento. No 

obstante, considero que la solución a esas dos cuestiones la tenemos en el artículo 641 ya citado y en el 

principio pacta sunt servanda, que implica que las normas internas no pueden invocarse para el 

incumplimiento de un tratado.40  

Siguiendo con el análisis de la naturaleza jurídica del procedimiento de restitución internacional, 

considero que, efectivamente, no es un acto prejudicial ni una medida cautelar, pero tampoco puede 

considerarse un juicio en sentido estricto desde el momento en que durante su trámite no se toca el derecho 

de custodia y ello nos lleva a determinar, conforme al catálogo de procedimientos que se contienen en las 

actuales legislaciones adjetivas estatales y la federal, con independencia del nombre que se le asigne en su 

normativa, que su naturaleza jurídica es la de un interdicto41 el cual es un procedimiento especial al que la 

ley le reconoce preferencia en su tramitación y resolución, dado que, por la naturaleza de las instituciones 

 

37  Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 4 de diciembre de 2014.  
38  Publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 4 de diciembre de 2014.  
39  Artículo 29. El presente Convenio no excluirá que cualquier persona, institución u organismo que pretenda que ha 

habido una violación del derecho de custodia o del derecho de visita en el sentido previsto en los artículos 3 o 21, 

reclame directamente ante las autoridades judiciales o administrativas de un Estado contratante, conforme o no a 

las disposiciones del presente Convenio.  
40  Artículos 26 y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 14 de febrero de 1975.  
41  “Nacieron en el derecho romano, y tuvieron los siguientes caracteres: su nombre deriva de las palabras: inter duos 

dicere, que significan decidir algo entre los litigantes. Los interdictos son procedimientos que permiten una 

actuación inmediata para que no se agudicen los problemas o no se produzcan efectos irreversibles, los efectos de 

los mismos son transitorios y se pueden eliminar como resultado de un juicio posterior”. Pallares, Eduardo, Derecho 

procesal civil, 12a. ed., México, Porrúa, 1986, p. 264.  



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

50 

 

que protegen, como sería la protección interina de los derechos de padre, madre o de hijo, existe urgencia 

de que se resuelva el interdicto,42 sin dilación alguna, sin llegar, en ningún caso, a determinar la posesión 

definitiva. 

Es decir, no se decide sobre la custodia o patria potestad, toda vez que, ello es materia de una acción 

distinta que no puede deducirse en la misma causa, por tanto, en el interdicto no opera la acumulación de 

acciones, ni es factible invocar hechos y pruebas relacionados con posibles causas que podrían justificar, en 

todo caso, en el juicio de pérdida de la patria potestad, incluyendo la custodia, porque se trata de derechos 

definitivos, no interinos, cuyo tratamiento corresponde por antonomasia a la discusión que se hace en los 

interdictos posesorios derivada, precisamente, de su privación indebida por vías de hecho, cuya sentencia 

por cierto, no opera la institución de la cosa juzgada y, en caso de que se haga valer algún recurso, se puede 

ejecutar sin necesidad de que se otorgue fianza. 

Así pues, en el supuesto de una sustracción o retención ilícita, las autoridades administrativas o judiciales 

del lugar donde la niña y/o el niño es localizado, deberán instaurar el procedimiento de urgencia, a fin de 

resolver de forma inmediata sobre su restitución, y en caso de procedencia, los temas sobre responsabilidad 

parental —patria potestad, cuidado, custodia o visitas— serán determinados por la autoridad judicial 

competente donde tiene su residencia habitual, toda vez que, por su proximidad con la residencia habitual 

de la niña y/o el niño, son las que están en una situación de preferencia en la obtención de pruebas médicas, 

escolares y de su desarrollo social, entre otras, por lo que son las que están mejor posicionadas para hacer la 

evaluación del fondo del asunto con respecto a su custodia o cuidado. 

En los artículos 16 y 19 se evita que se tome en el Estado refugio (el Estado contratante donde ha sido 

sustraído o retenido ilícitamente) una decisión sobre su cuidado. Por lo cual, si hay un proceso abierto en el 

orden doméstico sobre esa niña y/o niño, tendrá que suspenderse y, en la hipótesis de que llegue a resolverse 

en favor del sustractor, su eventual cosa juzgada no le será oponible, aunque sí podrá considerarse como 

medio de prueba.43 Por cierto, ambos aspectos están incorporados en el Código Nacional.  

Cabe aclarar que, aun cuando la persona que sustrae o retiene a la niña y/o al niño trate de conseguir 

protección en el Estado refugio, por medio de una resolución judicial que legalice su conducta o actuación, 

en la práctica no lleva a cabo dicha acción a fin de evitar que se le localice y se active el procedimiento de 

restitución, por lo cual, el sustractor suele optar por no hacerlo y mudarse constantemente para no ser 

localizado. 

 

42  Registro digital: 240506, Semanario Judicial de la Federación, séptima época, vol. 163-168, cuarta parte, p. 77. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/240506.  
43  Artículo 17. El solo hecho de que se haya dictado una decisión relativa a la custodia del menor o que esa decisión 

pueda ser reconocida en el Estado requerido no podrá justificar la negativa para restituir a un menor conforme a lo 

dispuesto en el presente Convenio, pero las autoridades judiciales o administrativas del Estado podrán tener en 

cuenta los motivos de dicha decisión al aplicar el presente Convenio. 



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

51 

 

Tal prohibición desaparece una vez que se ha resuelto la improcedencia de la solicitud de sustracción, 

declarando su no retorno o devolución. En ese momento, la autoridad judicial o administrativa del Estado 

refugio, dada la presencia del menor en su jurisdicción, tiene competencia para decidir sobre 

responsabilidades parentales a largo plazo. En consecuencia, con la orden de no retorno, el niño adquiere, 

de forma legal, su residencia habitual en el Estado refugio. 

VII. Excepciones a la restitución de niños, niñas y adolescentes 

El Convenio proporciona un mecanismo para la restitución inmediata de la niña y/o el niño a su 

residencia habitual (en caso de traslado o retención ilícita). Sin embargo, también hace referencia a casos en 

los que los órganos jurisdiccionales no están obligados a resolverla en forma favorable. Tales supuestos son 

lo que denominó excepciones o defensas de carácter restringido y disponibles para el sustractor demandado 

por el traslado o retención ilícita. 

Si se tiene en cuenta que el objetivo del Convenio es lograr la restitución inmediata de la niña y/o niño 

sustraído ilícitamente, la interpretación de las defensas debe ser restrictiva, por lo que la sustractora no podría 

expresar que han sido sustraídos al lugar de donde son nacionales, pues, cuando se está en un caso de 

sustracción de menores, su nacionalidad o la de los progenitores no es un elemento determinante, sino lo 

referente a la residencia habitual y la no existencia de alguna de las excepciones al retorno, las cuales en su 

caso, deben demostrarse mediante audiencias y como lo señala el informe explicativo “no son de aplicación 

automática”.44  

VII.1 Derechos de custodia  

Conforme al artículo 3 del Convenio, para solicitar la devolución inmediata de una niña y/o niño, el 

solicitante debe tener, según la ley del Estado donde la niña y/o el niño reside, “derechos de custodia”, el 

cual puede resultar, en particular, de una atribución de pleno derecho, de una decisión judicial o 

administrativa, o bien, de un acuerdo vigente, según el derecho de dicho Estado. 

Sobre el particular, una decisión judicial federal señaló que en las tres hipótesis previstas en el artículo 3 

señalado, lo crucial es que la convención no pretende determinar a quién corresponderá en el futuro la 

custodia, sino simplemente evitar que un cambio de circunstancias introducido unilateralmente por una de 

las partes violente el derecho de custodia ejercido de forma efectiva, ya sea separada o conjuntamente.45  

Conviene mencionar que, el artículo 5 del Convenio dispone:  

 

44  Rodríguez Jiménez, Sonia, La protección de los menores en el derecho internacional privado, cit., p. 203. 
45  Tesis: 1a. CCCXX/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, diciembre de 2018, p. 

419. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018839. 
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A los efectos del presente Convenio:  

a) el “derecho de custodia” comprenderá el derecho relativo al 

cuidado de la persona del menor y, en particular, el de decidir 

sobre su lugar de residencia;  

 b) el “derecho de visita” comprenderá el derecho de llevar al 

menor, por un periodo de tiempo limitado, a otro lugar diferente 

a aquel en que tiene su residencia habitual [...].  

Como se puede observar, no define qué se entiende por derechos de custodia. Además de que no hay un 

concepto unificado o compartido por los Estados adheridos al Convenio.  

Señala al respecto Moya Escudero: 

la patria potestad o responsabilidad paterna, es una función, un 

conjunto de derechos y deberes correlativos ejercidos por el padre 

y la madre sobre la persona del menor. No obstante, el ejercicio 

de estos derechos y deberes lleva en sí mismo numerosos 

conflictos de derechos potenciales entre padres, casados o no, y 

entre padres e hijos menores. 46  

En este sentido, en México y en España, cuando se refieren a la responsabilidad parental de los 

progenitores, se utiliza la figura legal de “patria potestad”. El hecho de la “residencia” del menor, con uno o 

con los dos progenitores, se conoce como derecho de “custodia”. La patria potestad surge para los 

progenitores por ministerio de la ley, con independencia de que estén casados o no, siendo un concepto 

amplio que engloba, entre otros aspectos, los derechos de custodia y visita. Así pues, entre los derechos y 

deberes asociados a la atribución de la patria potestad incluye el derecho a opinar sobre la salida de los hijos 

del país, sobre todo cuando se pretende su relocalización o cambio de domicilio.  

Por tanto, si uno de los progenitores traslada a una niña y/o niño a otro país, a fin de establecerse en ese 

lugar y no cuenta con la anuencia del otro titular de la “patria potestad o custodia”, ha realizado un traslado 

ilícito, pues la sustracción ha producido detrimento de los derechos de custodia del otro progenitor que, 

como se indicó, pueden atribuirse de pleno derecho o por virtud de una resolución judicial. 

 

46  Moya Escudero, M., Aspectos internacionales del derecho de visita de los menores, España, Comares, 1998, pp. 21 

y 22.  
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De modo que, basta tener la patria potestad, pues, según la interpretación de este término en el Convenio, 

significa que se es titular conforme a la ley de la residencia habitual de la niña y/o niño, sin que requiera 

habilitación administrativa o judicial para solicitar la restitución del menor.47 

Finalmente, se debe advertir que la atribución a tales derechos supone la posibilidad de pedir la custodia, 

más aún cuando se ha producido un traslado o sustracción, es importante presentar la solicitud en el plazo 

señalado en el Convenio, a fin de que llegue ante los tribunales del lugar al que el menor ha sido trasladado 

o se encuentra retenido ilícitamente, pues existe criterio de los tribunales de amparo, en el sentido de que el 

Convenio busca el restablecimiento del statu quo, mediante la restitución inmediata de los menores 

trasladados o retenidos de forma ilícita al país en donde residían, esto es, regresándolos a su entorno habitual 

donde se deberá decidir respecto a los derechos de custodia, en términos de lo establecido en el artículo 8 del 

Convenio, que señala:48  

Artículo 8 

Toda persona, institución u organismo que sostenga que un 

menor ha sido objeto de traslado o retención con infracción del 

derecho de custodia, podrá dirigirse a la Autoridad Central de la 

residencia habitual del menor, o a la de cualquier otro Estado 

contratante, para que, con su asistencia, quede garantizada la 

restitución del menor. 

La solicitud incluirá: 

a) información relativa a la identidad del solicitante, del menor y 

de la persona que se alega que ha sustraído o retenido al menor; 

b) la fecha de nacimiento del menor, cuando sea posible obtenerla; 

c) los motivos en que se basa el solicitante para reclamar la 

restitución del menor; 

d) toda la información disponible relativa a la localización del 

menor y la identidad de la persona con la que se supone que está 

el menor; 

La solicitud podrá ir acompañada o complementada por: 

e) una copia legalizada de toda decisión o acuerdo pertinentes; 

f) una certificación o declaración jurada expedida por una 

Autoridad Central o por otra autoridad competente del Estado 

donde el menor tenga su residencia habitual o por una persona 

 

47  Al respecto, en la tesis: I.4o.C.234 C se ha dispuesto que el concepto de custodia efectiva no está relacionado con la 

formalidad de contar con alguna declaración judicial de su existencia. Véase el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, t. XXXI, enero de 2010, p. 2121. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165551. 
48  Tesis: 1a. LXX/2015, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. II, febrero de 2015, p. 1417. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008499. 
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calificada con respecto al derecho vigente en esta materia de dicho 

Estado; 

g) cualquier otro documento pertinente.  

VII.2 Residencia habitual  

Al igual que con el concepto de derechos de custodia, el Convenio no define lo que se debe entender por 

residencia habitual. Sin embargo, encontramos un concepto en el párrafo 66 del informe explicativo, 49 en el 

que indica que se trata de un concepto familiar en la Conferencia de La Haya, de puro hecho que difiere en 

particular del concepto de domicilio. 

La ausencia de una definición y la interpretación de esta figura ha generado una problemática en los 

Estados parte, debido a las diferencias que recibe en cada jurisdicción. No existe uniformidad sobre si en el 

momento de determinar la residencia habitual de la niña y/o el niño, el énfasis debe estar, con carácter 

exclusivo, en el menor, aunque prestando atención a las intenciones de las personas, instituciones u 

organismos encargados de su cuidado. Cualquier valoración que se realice de su interpretación será más 

complicada, toda vez que, en cada caso, es necesario involucrar situaciones familiares complejas. 

Sonia Rodríguez, al respecto, señaló: 

La destacada falta de definición en los convenios internacionales 

consideramos que trae una carga de beneficios, así como de 

desventajas que no cabe desconocer. Entre las ventajas 

destacamos que es un concepto que se irá adecuando a las nuevas 

realidades y demandas sociales; se irá adaptando y redefiniendo en 

cada caso y en cada época, permitiendo que el convenio en el que 

está inserto no quede obsoleto rápidamente y superado con 

nuevas concepciones que puedan llegar a surgir. 50  

Como consecuencia estimamos que implica un renvío al concepto 

que cada uno de los Estados implicados tiene en su norma civil, 

material, de “residencia habitual”; de tal suerte que estaremos a lo 

que cada Estado disponga para la determinación legal de este 

concepto.51 

Al respecto, en México un precedente judicial establece que la residencia habitual debe determinarse a 

partir de los elementos fácticos particulares de cada caso, en los que se debe evaluar el tiempo y la 

 

49  Vera Pérez, Elisa, Offprint from the Acts and Documents of the Fourteenth Session, t. III, 1980. Editado por la 

Oficina Permanente de la Conferencia de La Haya. Versión en español en la página oficial de la Conferencia de La 

Haya de Derecho Internacional Privado, https://assets.hcch.net/docs/43df3dd9-a2d5-406f-8fdc-80bc423cdd79.pdf.  
50  Rodríguez Jiménez, Sonia, Sustracción internacional de menores por sus propios padres. Su destipificación en 

México, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2012, pp. 277 y 278.  
51  Rodríguez Jiménez, Sonia, Sustracción internacional de menores por sus propios padres, cit., p. 278.  
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continuidad de la estancia en el país, su adaptación social, familiar y comunitaria, así como la intención de 

los progenitores de establecerse en el país. Por oposición, no puede considerarse como el lugar de residencia 

habitual de una menor de edad aquel en el que lleva una vida inestable, permanece durante un corto periodo 

de tiempo, se encuentra de forma transitoria por vacaciones o al que acude en cumplimiento del régimen de 

convivencias con el progenitor con quien no habita regularmente. 

De igual forma, no es suficiente alegar que el menor reside habitualmente en un país, sólo porque cuenta 

con la nacionalidad de dicho Estado, ya que el estatus migratorio de nacional solo es un elemento indicativo 

que puede o no coincidir con dicho lugar.52 

Los pasos a seguir para identificarla consisten en evaluar y ponderar un conjunto de aspectos objetivo y 

subjetivos, cuantitativos y cualitativos, temporales e intencionales.  

La situación de una persona que, desde un principio, se marcha de un Estado para instalarse en otro y allí 

vivir de forma permanente, no es la misma que la de una persona que, en un primer momento, establece su 

residencia simple —y temporal— en un Estado miembro, pero que, pasado un tiempo, acaba instalándose 

en él. En la primera hipótesis, la pérdida de la residencia habitual y la adquisición de la nueva son hechos 

simultáneos. En la segunda, la adquisición de la residencia habitual en el nuevo Estado miembro no podrá 

considerarse efectiva hasta pasado cierto tiempo y siempre que haya estabilidad o permanencia en el lugar.  

VII.3 Integración  

El artículo 12 del Convenio dispone: 

Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilícitamente en 

el sentido previsto en el artículo 3 y, en la fecha de la iniciación del 

procedimiento ante la autoridad judicial o administrativa del 

Estado contratante donde se halle el menor, hubiera transcurrido 

un periodo inferior a un año desde el momento en que se produjo 

el traslado o retención ilícitos, la autoridad competente ordenará 

la restitución inmediata del menor[...] 

La autoridad judicial o administrativa, aun en el caso de que se 

hubieren iniciado los procedimientos después de la expiración del 

plazo de un año a que se hace referencia en el párrafo precedente, 

ordenará asimismo la restitución del menor, salvo que quede 

demostrado que el menor ha quedado integrado en su nuevo 

medio. 

 

52  Tesis: 1a. LI/2025, Semanario Judicial de la Federación, undécima época. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031119.  
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En México, en relación con la integración de la niña y/o el niño, los tribunales judiciales han señalado 

que la integración al nuevo entorno familiar es una excepción claramente extraordinaria y que la carga de la 

prueba para demostrar plenamente su actualización recae, exclusivamente, en quien se opone a la 

restitución, pues existe una presunción de que el interés superior del menor es protegido mediante la 

restitución a su lugar de origen53 y también ha dispuesto que son muchos los casos en los que la actividad 

procesal de las partes tiene por finalidad la dilación del procedimiento, a fin de poder argumentar la 

integración del menor; o en los que el sustractor permanece oculto con la finalidad de que transcurra el plazo 

de un año para legalizar su actuación irregular.  

Por otra parte, los informes explicativos de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado 

señalan que la intención de los Estados contratantes es que dicho plazo no se contara hasta que la autoridad 

judicial o administrativa correspondiente reciba la solicitud. Lo anterior es así porque el posible retraso en la 

acción de las autoridades no debe perjudicar los intereses de las partes amparadas por el Convenio.54 En 

consecuencia, la consideración acerca de si la niña y/o el niño ya está adaptado al nuevo ambiente, solo cabe 

cuando el trámite hubiera iniciado después del plazo de un año. 

VII.4 Consentimiento y/o conformidad  

Según el artículo 13 a del Convenio: 

No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, la autoridad 

judicial o administrativa del Estado requerido no está obligada a 

ordenar la restitución del menor si la persona, institución u otro 

organismo que se opone a su restitución demuestra que: a) la 

persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo de 

la persona del menor no ejercía de modo efectivo el derecho de 

custodia en el momento en que fue trasladado o retenido o había 

consentido o posteriormente aceptado el traslado o retención; o 

[...]. 

Al respecto, en el párrafo 28 del informe explicativo,55 sobre ambos aspectos expone que, el artículo 13, 

inciso a) reconoce que las autoridades judiciales o administrativas del Estado requerido no están obligadas a 

ordenar el retorno del menor cuando el demandante, con anterioridad al traslado supuestamente ilícito, no 

 

53  Tesis: 1a./J. 6/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. I, marzo de 2018, p. 807. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2016310.  
54  Tesis: 1a. XXXIX/2015, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. II, febrero de 2015, p. 1422. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008421.  
55  Vera Pérez, Elisa, Offprint from the Acts and Documents of the Fourteenth Session, cit.  
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ejercía de forma efectiva la custodia que ahora invoca o cuando dio su conformidad posteriormente56 a que 

se produjera la acción que ahora denuncia.  

Por consiguiente, se trata de situaciones en las que, o las condiciones previas al traslado no comportaban 

alguno de los elementos esenciales de las relaciones que el Convenio pretende proteger (el del ejercicio 

efectivo de la custodia) o el comportamiento posterior del progenitor desposeído muestra una aceptación de 

la nueva situación creada, lo que la hace más difícilmente impugnable. 

VII.5 Grave riesgo  

Según el artículo 13 del Convenio: 

No obstante, lo dispuesto en el artículo precedente, la autoridad 

judicial o administrativa del Estado requerido no está obligada a 

ordenar la restitución del menor si la persona, institución u otro 

organismo que se opone a su restitución demuestra que: [...] b) 

existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga 

a un peligro físico o psíquico o de cualquier otra manera ponga al 

menor en una situación intolerable. 

El grave riesgo es definido, como vemos, de manera muy genérica, lo cual puede permitir hacer una 

evaluación caso por caso de los daños que podría sufrir el menor a su regreso. 

La excepción de grave riesgo implica que este sea de tal magnitud que el menor no pueda soportarlo. No 

requiere que sea la víctima directa: si el daño afecta gravemente al padre o madre sustractor y eso repercute 

en su bienestar. Son tres los tipos de riesgo contemplados, a saber: (i) peligro físico; (ii) peligro psíquico y, 

(iii) situación intolerable (abandono, pobreza extrema, violencia doméstica). 

En el Convenio la no restitución se justifica por el peligro físico o psíquico o de cualquier otra clase que 

lo exponga a una situación intolerable tras su regreso a su residencia habitual. Pero esta definición genérica 

que ofrece, unida al hecho de que no hay unas pautas mínimas que permitan identificar las circunstancias 

que causan dichos peligros graves, hace que su apreciación sea difícil.57 

 

56  “20... Solicitar o ejercer derechos de visita o contacto de manera provisoria no debería ser interpretado como 

consentimiento o consentimiento posterior al traslado o retención ilícitos y tampoco debería provocar demoras 

adicionales en el procedimiento de restitución. En las conclusiones y recomendaciones de la Comisión Especial 

sobre el funcionamiento práctico de los Convenios de La Haya de 1980 y 1996 (10 – 17 de octubre de 2017). 

https://assets.hcch.net/docs/b50c61b7-50a2-495c-b004-36e9000646df.pdf.  
57  Al respecto puede verse Chéliz Inglés, Ma. del Carmen, La sustracción internacional de menores y la mediación 

retos y vías prácticas de solución, Valencia, Tirant lo Blanch, 2019, p. 95.  
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Al respecto, en México existen decisiones de los tribunales federales acerca de esta excepción, señalado 

que el artículo 13, inciso b), del Convenio, autoriza al Estado requerido a denegar el traslado del menor 

cuando exista un grave riesgo que lo exponga a un peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera 

ponga al menor en una situación intolerable, lleva a establecer que no basta un simple riesgo indeterminado, 

hipotético o de carácter general, sino que es necesario que existan indicios que soporten esa presunción y, 

con base en ésta, la autoridad puede recabar oficiosamente pruebas;58 igualmente, han señalado que estas 

excepciones no están sujetas a una condición temporal, por lo que pueden ser alegadas en cualquier 

momento del trámite de restitución59 y mediante jurisprudencia ha determinado que la violencia familiar 

afecta a todos los miembros del núcleo, independientemente de que se ejerza de forma directa contra los 

niños, las niñas y los adolescentes o cuando se encuentran inmersos en un entorno de violencia, de 

desigualdad y de poder. El atestiguamiento de estos actos no solo afecta su bienestar y su desarrollo 

psicoemocional, sino también influye en su visión sobre el género y cómo reaccionan frente a estas 

situaciones.  

En ese sentido, la excepción de grave riesgo prevista en el artículo 13, inciso b), del Convenio, no requiere 

que el menor sea la víctima directa o principal del daño físico, si existe prueba suficiente de que, como 

consecuencia del riesgo de daño dirigido al padre o a la madre sustractora, existe un grave riesgo para el 

menor. Cuando la progenitora sustractora opone la excepción de grave riesgo ante una solicitud de 

restitución, bajo el argumento de que el solicitante ejerce violencia familiar en su contra, la autoridad debe 

identificar el riesgo y su nivel de gravedad. Esta excepción solo se actualiza cuando el riesgo es serio, real, 

actual y directo. 

Una vez analizados los antecedentes fácticos e identificado el posible riesgo existente, la autoridad debe 

evaluar la totalidad de pruebas presentadas y, en caso de que considere que el material probatorio es 

insuficiente, debe allegarse de todos los medios probatorios necesarios para determinar si la violencia puede 

o no configurar un grave riesgo en caso de ordenar la restitución. En este tipo de tramites, la opinión del 

menor y el desahogo de pruebas periciales psicológicas cobran especial relevancia. Además de observar los 

lineamientos que rigen el derecho de participación, la autoridad debe valorar si existe una oposición 

consistente y sólida por parte de la menor de edad frente a su restitución, y en qué medida ésta puede estar 

influenciada de forma indebida. Las pruebas periciales, por su parte, permiten conocer su estado emocional; 

la relación que mantienen con ambos progenitores y sus cuidadores, así como su posible adaptación al nuevo 

entorno. 

Finalmente, en caso de considerar procedente la restitución internacional, los tribunales deben tener en 

cuenta la disponibilidad, la idoneidad y la efectividad de las medidas de protección necesarias para proteger 

al niño o a la niña de dicho riesgo en el lugar de residencia habitual. Cuando éstas no sean suficientes para 

 

58  Tesis: II.3o.C.79 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXXI, marzo de 2010, p. 2959. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165070.  
59  Tesis: 1a. XXXVIII/2015, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, t. II, febrero de 2015, p. 

1421. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2008420.  
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alcanzar dicho umbral de protección, la autoridad no estará obligada a ordenar la restitución. Sin embargo, 

al atender todos estos lineamientos, deberá tener presente que se trata de un procedimiento de urgencia, por 

lo que debe privilegiarse el principio de expedites.60 

Por otra parte, en relación con las excepciones contenidas en el artículo 13, inciso b). de la Conferencia 

de La Haya, se ha desarrollado una Guía de Buenas Prácticas61 con el objetivo de evitar interpretaciones 

excesivamente amplias que puedan desvirtuar el objetivo del Convenio: la restitución rápida del menor. 

VII.6 Objeción del menor  

Uno de los objetos del Convenio es asegurar la pronta restitución de la niña y/o el niño, cuando este haya 

alcanzado una edad y grado de madurez suficiente, es decir, que aconsejen tener en cuenta su opinión, y 

siempre que la defensa sea sobre este aspecto, la autoridad podrá, según su discreción, decidir sobre la 

conveniencia o no del retorno, y, en consecuencia, ordenarlo o no.  

Al respecto, un precedente en nuestro país señala que las niñas y los niños, como titulares de derechos 

humanos, los ejercen progresivamente y a medida en que se desarrollan van adquiriendo un mayor nivel de 

autonomía; sin embargo, no todos se desarrollan y adquieren madurez en el mismo grado y medida, por lo 

que su participación en el juicio no depende de una edad específica, ni puede predeterminarse por una regla 

fija. Luego, el derecho que tiene para expresar su opinión en aquellos asuntos que le conciernen o le afectan 

no necesariamente conlleva a que el juez acepte sus deseos o acate indefectiblemente lo expresado por él, 

pues aunque su opinión es de suma importancia en la resolución del asunto, no tiene fuerza vinculante, 

porque precisamente, en aras de proteger su interés superior, el juez tiene la obligación de evaluar la opinión 

de conformidad con su autonomía o su grado de madurez y ponderando todas las circunstancias del caso.  

Esta situación que cobra relevancia en los asuntos de restitución internacional, pues, cuando un menor 

es separado de uno de sus progenitores y pierde todo contacto con él, por un largo tiempo, es natural que 

presente más apego con la progenitora con quien convive, por tanto, la autoridad debe ser cuidadosa al 

valorar su opinión y que encontrándose en esas circunstancias, manifiesta querer permanecer al lado del 

progenitor con quien convive (sustractor), pues cuando esa separación obedece a una sustracción o 

retención, el progenitor que perdió contacto con su hija y/o hijo presentará una clara desventaja frente al 

que lo sustrajo o retiene en la preferencia del menor, sobre todo porque la sustracción o la retención ilegal, 

por sí misma, pone en evidencia que el deseo del sustractor o retenedor es que el menor permanezca a su 

lado.  

 

60  Tesis: 1a. XXXVIII/2015, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, cit.  
61  Oficina Regional para América Latina y el Caribe (ROLAC) de la Oficina Permanente de la HCCH, 2021. Guías de 

buenas prácticas. Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980. Parte VI. Artículo 13(1)(b). Países Bajos. Publicado 

por la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado – HCCH Oficina Permanente. 

https://assets.hcch.net/docs/6de308cc-a588-4154-acc0-bf8c15c51b12.pdf.  
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Por tal motivo, cuando ello ocurre, la autoridad, al momento de valorar la opinión del menor, no solo 

debe verificar que éste tiene la madurez suficiente para entender la problemática que presenta el caso y emitir 

su opinión, sino que, además, debe cerciorarse que ésta no es manipulada por el sustractor, a fin de asegurarse 

que la opinión que emite realmente obedece a un juicio propio, tal y como lo ordena el artículo 12 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño.62 

VII.7 Libertades humanas y derechos fundamentales  

De acuerdo con el artículo 20 del Convenio, “la restitución del menor[...] podrá denegarse cuando no lo 

permitan los principios fundamentales del Estado requerido en materia de protección de los derechos 

humanos y de las libertades fundamentales”.63 Al revisar el párrafo 31 del informe explicativo,64 encontramos 

que estamos ante una disposición poco habitual en los convenios en materias de derecho internacional 

privado y cuyo alcance exacto es difícil de determinar, y agrega en el párrafo 32 que la reserva que se acababa 

de aceptar implicaba que se admitía la posibilidad de denegar el retorno de un niño sobre la base de 

argumentos puramente jurídicos, sacados del derecho interno del Estado requerido. 

VIII. La mediación en la restitución internacional de niños, niñas 
y adolescentes 

La mediación es una materia emergente, actual y de notoria trascendencia social y jurídica que favorece 

la autocomposición en los conflictos en general y, en particular, en los de familia. En casos de sustracción 

internacional de niñas y/o niños, es una excelente herramienta para resolver conflictos familiares 

transfronterizos de forma más humana, rápida y centrada en el bienestar del menor. Aunque estos casos 

suelen ser altamente conflictivos, la mediación ofrece una vía alternativa al litigio que puede evitar procesos 

judiciales largos y tensiones innecesarias. 

La mediación es un mecanismo que posibilita el treaty 

compliance, no sólo en cuanto a la inmediatez con la que se debe 

realizar la restitución internacional, sino además, para cumplir 

con el principio del interés superior del menor reconocido por los 

principales tratados de los que el Estado mexicano es parte; de 

acuerdo con Vigers, existe un creciente interés de utilizar a la 

mediación como una forma de resolver los casos relacionados con 

restitución internacional de menores de conformidad a lo 

 

62  Oficina Regional para América Latina y el Caribe (ROLAC) de la Oficina Permanente de la HCCH, 2021. Guías de 

buenas prácticas. Convenio sobre Sustracción de Niños de 1980. Parte VI. Artículo 13(1)(b), cit. 
63  González Martín, Nuria, “Sustracción internacional parental de menores y mediación...”, cit., p. 11.  
64  González Martín, Nuria, “Sustracción internacional parental de menores y mediación...”, cit., p. 11. 
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señalado por la Convención de la Haya, sin embargo, señala que 

han sido pocos los casos resueltos utilizando la mediación.65  

 

Su desarrollo es compatible con la vía judicial para el acceso la justicia, consecuentemente, debe hacerse 

hincapié en que el deber del mediador es garantizar que se satisfagan los intereses de la niña y/o el niño 

sustraído, para que los involucrados no tengan que sufrir el estrés emocional y psicológico que se deriva de 

los largos y complejos procedimientos judiciales. Varias organizaciones, entre ellas, la Oficina Permanente 

de la Conferencia de La Haya han fomentado la mediación en materia de sustracciones de menores; esta 

última lo ha hecho por medio de la elaboración de una Guía de Buenas Prácticas.66  

En este contexto ha surgido la mediación familiar internacional, la cual, nos señala Nuria González 

Martin,67 además de tener un fin de complementariedad al proceso judicial, cumple con una función 

preventiva, que podemos visualizar desde dos vertientes: 1) prevenir repercusiones dolorosas para los 

menores afectados por una separación familiar transfronteriza y 2) prevenir los riesgos de ruptura del vínculo 

con uno de los padres. Sin duda la mediación puede facilitar la restitución voluntaria del niño, al establecer 

el tiempo de regreso, si será acompañado del progenitor que lo sustrajo u otra transacción.68  

IX. Consideraciones finales 

El fenómeno de la sustracción internacional de menores exige una respuesta integral, ágil y centrada en 

su interés superior. La parte más importante es el niño, la niña o el adolescente, y es por ello debe buscarse 

la prevención o el camino que mejor se adecue a su protección cuando se le ha sustraído, como podría ser la 

mediación. Dicho interés superior debe ser considerado en todo momento por los operadores jurídicos, 

asegurando una protección integral del bienestar del infante. Además, conviene tener presente que no se 

debe poner como excusa la nacionalidad de la sustractora para legitimar conductas que atenten contra el 

bienestar del niño, niña o adolescente y, ante la reforma legislativa y judicial, se debe reforzar la coordinación 

entre las instituciones para resolverlo oportunamente. 

  
 

65  Olguín-Torres, Antonio, “Mediación en la restitución internacional de menores: Caso Guanajuato, México”, Ubi 

Societas Ibi Ius en Línea, vol. III, núm. 1, julio-diciembre de 2025, p. 23. https://doi.org/10.54167/usiil.v1i3.1629. 
66  Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado - Oficina Permanente, Guía de Buenas Prácticas en virtud 

del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 

Menores. Mediación, Países Bajos, Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, 2012. 

https://assets.hcch.net/docs/b9315187-a07c-4f4f-a6c4-f764701bd80a.pdf. 
67  González Martín, Nuria, “Sustracción internacional parental de menores y mediación...”, cit., p. 7. 
68  Colmenares Sánchez, Blanca, La restitución internacional de menores, como crisis familiar y su tratamiento en 

México, México, Poder Judicial del Estado de México; Flores Editor y Distribuidor, 2018, p. 211. 
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LAS SUCESIONES TRANSFRONTERIZAS EN EL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FAMILIARES: UN PANORAMA DE LUCES Y 

SOMBRAS 1 

 Jorge Orozco González 2 

 

Sumario: I.- Generalidades del Código II.- Aspectos procedimentales – III. Aspectos 

relacionados con la ley aplicable – IV. Aspectos relacionados con el reconocimiento y 

ejecución de resoluciones y documentos – V. Conclusión – VI. Bibliografía. 

Resumen: La publicación y progresiva entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares ha 

despertado en la gran mayoría de los abogados en México sentimientos de contento y, al mismo tiempo, de inquietud. 

Lo anterior obedece a que, si bien existieron varias entidades y agrupaciones que participaron en su preparación, entre 

ellas la Academia Mexicana de Derecho Internacional Privado y Comparado, la elaboración seccionada del proyecto en 

ocasiones ha generado la aparición de antinomias o de criterios ambiguos en algunas materias. El derecho sucesorio, 

particularmente el de tipo conflictual, no está exento de ello. Con independencia de ello, creo que el esfuerzo es enorme 

 

1  Este texto se presentó como Discurso de ingreso como miembro de número de la Academia Mexicana de Derecho 

Internacional Privado y Comparado (AMEDIP), sitial 26, durante el 48 Seminario Nacional de AMEDIP, 

“Reflexiones en torno al sistema interamericano en el 50 aniversario de la CIDIP-I y la actualidad del derecho 

internacional privado en México”, en Querétaro, el 23 de octubre de 2025 y que ha sido publicado previamente en 

Orozco González, Jorge, “Las sucesiones transfronterizas en el Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares. Un panorama de luces y sombras” en González Martín, Nuria (ed.) Sistema interamericano en el 50 

aniversario de la CIDIP-I y la actualidad del derecho internacional privado en México, UNAM-IIJ-AMEDIP, 2026 

(en prensa). La réplica de su discurso fue por parte del Maestro Elí Rodrígiuez, texto que se publica en este mismo 

número de la Revista de Derecho Internacional Privado. 
2  Notario 139 de la Ciudad de México. Miembro supernumerario y Tesorero de la Academia Mexicana de Derecho 

Internacional Privado y Comparado. Abogado por la Escuela Libre de Derecho. Autor del libro “Las Sucesiones 

Internacionales e Interestatales. Perspectiva Judicial, Notarial y Consular”, editorial Tirant Lo Blanch, así como de 

diversos estudios en materia de sucesiones transfronterizas. 
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y el resultado satisfactorio, solamente queda en nosotros, como abogados y a veces operadores jurídicos, la clarificación 

de dichos enunciados normativos a través de la interpretación. Este artículo tiene como finalidad coadyuvar con tal 

propósito. No omito mencionar que, durante el desarrollo del presente, se podrá apreciar que algunas disposiciones de 

contenido sucesorio conflictual son aplicables al Derecho Internacional Privado y/o al Derecho Interestatal Privado, 

por lo que se invita al lector a analizar su posible utilidad en otras materias, según su interés. 

Palabras clave: Sucesiones internacionales, sucesiones interestatales, sucesiones transfronterizas, Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares y derecho sucesorio. 

Abstract: The publication and gradual entry into force of the National Code of Civil and Family Procedure has aroused 

feelings of both satisfaction and concern among the vast majority of Mexican lawyers. This is due to the fact that, 

although several entities and groups participated in its preparation, including the Mexican Academy of Private and 
Comparative International Law, the fragmentation of the draft has occasionally led to the emergence of contradictions 

or ambiguous criteria in some areas. Inheritance law, particularly conflict-based inheritance law, is no exception. 

Regardless, I believe the effort is enormous and the outcome satisfactory. It is up to us, as lawyers and sometimes legal 

practitioners, to clarify these normative statements through interpretation. This article aims to contribute to this goal. 
I must not fail to mention that, during the development of this document, it may be seen that some provisions of 

conflicting succession content are applicable to others pertaining to Private International Law and/or Private Interstate 

Law, so the reader is invited to analyze their possible usefulness in other matters, according to their interest. 

Keywords: International successions, interstate successions, cross-border successions, National Code of Civil and 

Family Procedures and inheritance law. 

I. Generalidades del Código  

I.1 Publicación y entrada en vigor 

La publicación del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares (en lo sucesivo CNPCyF) en 

el Diario Oficial de la Federación, el día 7 de junio de 2003, fue seguida con interés y, con la finalidad de 

adelantarse a su aplicación límite, fijada el día 1 de abril de 2027, algunas entidades, como la Ciudad de 

México, han previsto su aplicación anticipada de manera gradual. A la fecha de la redacción del presente 

artículo, la materia sucesoria está programada para su aplicación el día 15 de noviembre de 2026 en dicha 

entidad. 

Para nuestros efectos, el CNPCyF no prevé elementos importantes de novedad, pero clarifica algunos que 

eran ambiguos y me parece establece de manera técnica varios puntos relacionados con el derecho 

conflictual, mismos que serán desarrollados más adelante. 

Aunado a ello, simplifica la tramitación de sucesiones – sean o no transfronterizas – a través de la creación 

de un procedimiento no controvertido vía judicial, que viene a sumar esfuerzos a la labor no contenciosa 

que los notarios hemos realizado en las últimas décadas. 
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I.2 Exposición de motivos 

Si bien existen robustas justificaciones a lo largo de los diversos documentos que forman parte del proceso 

legislativo, en la materia que nos ocupa, son prácticamente nulas las referencias útiles para el derecho 

conflictual sucesorio.3 

I.3Naturaleza jurídica 

La naturaleza procesal del CNPCyF es acusada y deriva de la fracción XXX del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que faculta al Congreso de la Unión para “expedir la 

legislación única en materia procesal civil y familiar…”, pero no debemos perder de vista que, a lo largo de 

su articulado, existen disposiciones con contenido sustantivo o notarial que son ajenas al concepto procesal 

familiar.  

En el primer caso, esto ocurre naturalmente por la oposición existente entre los conceptos de derecho 

adjetivo y sustantivo y, en el segundo, por no tramitarse ante los notarios de la República Mexicana procesos, 

mismos que tienen su origen exclusivamente cuando se ventilan ante operadores jurídicos de naturaleza 

judicial, aunado a que la materia local es contundentemente local.  

Partiendo de lo anterior, queda preguntarnos ¿qué es lo que debemos hacer ante los diversos escenarios 

que en materia sucesoria se encuentran dirigidos a la determinación de normas de derecho sustantivo o a la 

regulación de la función notarial, que es reservada a las entidades federativas? 

Considero que, para efectos de lo anterior, el propio Código es claro en el sentido de su no aplicación, 

siendo más bien una fuerza inspiradora para reformas locales que, en acatamiento al artículo décimo 

transitorio de dicho cuerpo normativo, deberán adecuar sus normas. A continuación, se transcribe la 

disposición referida: 

Artículo Décimo. El Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como las Legislaturas de las Entidades Federativas, 

contarán con un plazo máximo de 180 días naturales posteriores a 

la publicación del presente Decreto, para expedir las 

actualizaciones normativas correspondientes para su debido 

cumplimiento. 

 

3  Originalmente fueron presentadas en la cámara de senadores 6 propuestas legislativas, siendo la última de ellas, 

presentada el día 12 de abril de 2023, de autoría de diversos grupos parlamentarios, la que recoge el contenido 

prácticamente definitivo del “Código”. Durante el dictamen y discusión en dicha cámara, así como durante la 

revisión, dictamen y discusión de este en la cámara de diputados, no pude advertir elemento de discusión relevante 

en materia conflictual para efectos sucesorios.  
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Estimar lo contrario sería vulnerar la competencia legislativa de las entidades federativas y, además, dejar 

sin materia las reformas requeridas por el propio Código, al no tener, en este supuesto hipotético, contenido. 

Considerar que sí lo tendrían sería todavía más complejo, porque develaría una concurrencia competencial 

para legislar en materia civil y notarial que carece de toda base legal.4 

Lo anterior quiere decir que, en tanto las disposiciones locales no expidan las correspondientes 

actualizaciones normativas, las disposiciones sustantivas y notariales del CNPCyF serán utilizadas 

únicamente como criterio de lege ferenda.5 

II. Aspectos Procedimentales 

Es sobre el aspecto competencial donde existen mayores cuestionamientos, por lo menos por quien 

escribe, ya que parecieran coexistir 2 regímenes sucesorios de distinta inspiración, al estar ubicados en 

distintos libros del CNPCyF. Únicamente haré referencia a los puntos de mayor interés. 

II.1 Competencia territorial 

Por lo que se refiere a la competencia territorial del juez6 existen 2 disposiciones jurídicas, completamente 

alejadas de sí, que regulan distintos supuestos, mismas que transcribo a continuación: 

Artículo 89. Es autoridad jurisdiccional competente: … 

V. En los juicios sucesorios, la autoridad jurisdiccional en cuya 

jurisdicción haya tenido su último domicilio el autor de la 

sucesión. A falta de ese domicilio, lo será el de la ubicación de los 

bienes inmuebles que forman la herencia y si estuvieren en varias 

jurisdicciones, el de aquel en que se encuentre el mayor número; 

 

4  Considero que el legislador estaba perfectamente consciente de este punto, y es por ello que, en artículos como el 

725, señala que la administración hereditaria a que se refiere el artículo 751 (aspecto sustantivo), depende de la 

última decisión de las entidades. Veamos su contenido. 

Artículo 725. Al albacea se le entregarán los bienes sucesorios, así como los libros, archivos electrónicos y papeles, 
debiendo rendirle cuentas el interventor, con la finalidad de que el primero pueda realizar el inventario de la masa 

hereditaria, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Civil de cada Entidad Federativa respecto de si la o el cónyuge, 

conviviente o concubino, conserva la posesión y administración de la misma. 
5  Veamos por ejemplo el caso de la Ley del Notariado para la Ciudad de México (en lo sucesivo LNCM) que, con 

fecha 29 de noviembre de 2024, remite explícitamente al CNPCyF y lo desarrolla en prácticamente todo lo 

ordenado. No así, por ejemplo, en la posibilidad de otorgar divorcio ante notario. En este último caso es claro que, 

con independencia del facultamiento en la norma federal, el notario local deberá abstenerse de lo anterior, en tanto 

no esté regulado en su norma interna, máxime que fue deliberadamente suprimido en el decreto de reformas. 
6  Y del notario de la Ciudad de México en sucesiones intestamentarias, por remisión del artículo 181 de la LNCM. 
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y a falta de domicilio y bienes inmuebles, el del lugar del 

fallecimiento de la persona autora de la herencia, sin que pueda 

alterarse el orden anterior. Lo mismo se observará en casos de 

declaración especial de ausencia por desaparición o presunción de 

muerte. En los supuestos de la presente fracción no procede 

sometimiento expreso o tácito alguno;  

Artículo 1118. Son reglas especiales de competencia tratándose de 

sucesiones en el ámbito internacional, las siguientes:  

I. Es competente para conocer de una sucesión, incluida su 

liquidación y tutela testamentaria, la autoridad jurisdiccional de la 

última residencia del causante de la misma al momento de su 

fallecimiento, ausencia o desaparición. Si no hubiera tenido 

domicilio o se desconociera, lo será la del lugar de la ubicación de 

los bienes inmuebles, en su defecto, la del lugar del fallecimiento, 

y  

II. Si la persona hubiese tenido domicilio en el territorio nacional 

y falleció en el extranjero y no se hubiese iniciado en el extranjero 

la sucesión dentro de los siguientes tres meses a partir de la fecha 

de su fallecimiento, será competente la autoridad jurisdiccional 

nacional. 

Del texto de ambas disposiciones, podemos desprender las siguientes diferencias: 

a) El artículo 1118 solamente es aplicable a las “sucesiones en el ámbito internacional”, sin que este 

concepto sea descrito en sitio alguno. La complicación no es menor y ha alcanzado inclusive al Reglamento 

(UE) nº 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a la competencia, la 

ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los 

documentos públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio 

europeo, mismo que solo aplica a herencias de este tipo, reservando sus disposiciones locales para las 

herencias “domésticas”. 

¿Una sucesión en donde el autor de la sucesión es extranjero y, como consecuencia, deban darse avisos a 

las autoridades consulares en términos del artículo 696 del indicado código, cabrá en este supuesto? ¿El lugar 

de fallecimiento es suficiente para justificar la aplicación de este supuesto? 

En mi opinión, una sucesión es internacional solamente cuando hay una pluralidad de bienes en distintos 

países, distintas leyes con vocación de aplicación o varios operadores jurídicos con competencia razonable 

en el mismo asunto. 

b) En ambos, el primer punto de conexión está asociado a la residencia del autor de la sucesión, bajo 

conceptos semánticamente distintos (domicilio contra última residencia), pero considero que, al amparo de 
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las disposiciones que actualmente rigen el domicilio de las personas físicas en territorio nacional7, en la mayor 

cantidad de los supuestos se tratará del mismo caso8. Véase inclusive como la fracción II del artículo 1118 

utiliza indistintamente el término domicilio, remitiendo a lo expresado en la fracción I. 

En segundo lugar, ambas disposiciones remiten a la ubicación de los bienes inmuebles, privilegiando el 

artículo 89 su número y el 1118 no distinguiendo, lo que me parece correcto, pues el número de inmuebles 

no necesariamente implica un mayor acercamiento al foro patrimonial9. En este segundo caso, el juez podrá 

arrogarse competencia en atención a las particulares circunstancias del caso. 

Interesante resulta considerar además que, el primero de los artículos hace aplicable el foro patrimonial, 

como punto de conexión, a falta de domicilio, mientras que el segundo lo refiere a los supuestos de su falta 

o desconocimiento, lo que me parece más efectivo. 

c) Los 2 coinciden, como criterio residual, en la posibilidad de utilizar como criterio subsidiario, el lugar 

de fallecimiento10.  

No es recomendable denunciar la sucesión considerando este punto de conexión, al ser visto usualmente 

en derecho comparado como un criterio exorbitante que puede implicar el no reconocimiento de las 

resoluciones dictadas.  

d) En ambos casos, considero aplicable como último criterio, el foro de necesidad a que se refiere el 

artículo 1125 del CNPCyF. 

 

7  Especialmente desde la interiorización de los términos prescritos en la Convención Interamericana sobre Domicilio 

de las Personas Físicas en el Derecho Internacional Privado. Por ejemplo, el artículo 29 del Código Civil vigente en 

la Ciudad de México precisa que “El domicilio de las personas físicas es el lugar donde residen habitualmente, y a 

falta de éste, el lugar del centro principal de sus negocios; en ausencia de éstos, el lugar donde simplemente residan 
y, en su defecto, el lugar donde se encontraren. Se presume que una persona reside habitualmente en un lugar, 

cuando permanezca en él por más de seis meses.” 
8  En muchos otros países, o para efectos de convenciones en específico, los conceptos son distintos. Por ejemplo, el 

antiguo artículo 13 del Código Napoleón exigía de una autorización para constituir su domicilio en Francia.  
9  Piénsese, por ejemplo, en un número determinado de cabezas de ganado que están dedicados a la explotación de 

una finca, mismos que, de cumplir dichos requisitos, son considerados inmuebles al amparo de las disposiciones 

vigentes en la Ciudad de México (artículo 750 fracción X del Código Civil vigente en la Ciudad de México). 
10  Punto de conexión bastante criticado por su poca vinculación con el autor de la sucesión. Ver RODRÍGUEZ 

JIMÉNEZ, Sonia, “La competencia judicial internacional en el sistema normativo mexicano”, en Lecciones de 

Derecho Internacional Privado Mexicano. Parte General. Nuria González Martín, coordinadora, Porrúa, México, 

págs. 139 a 219, 2007. P. 205. 
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e) Solo en el artículo 89 se establece que se trata de un foro no renunciable, lo que no sucede en el artículo 

1118, lo que nos hace preguntarnos si es posible celebrar pactos sobre ello, en este supuesto. Considero la 

respuesta es negativa. 

f) El aspecto más interesante y claramente más controversial, es el relativo a la fracción II del artículo 

1118, ya que, en este supuesto, aunque la última residencia se hubiera encontrado en territorio nacional, si 

el fallecimiento ocurrió en el extranjero, el juez mexicano será competente hasta pasados 3 meses desde el 

fallecimiento si no se hubiese iniciado en el extranjero la sucesión, situación que no me parece adecuada, 

especialmente porque ni siquiera se exige la radicación sucesoria o la prevención a través del emplazamiento. 

En mi opinión, si el último domicilio se encuentra en territorio nacional y también los bienes inmuebles, 

no se actualiza la indicada fracción, ya que no hay excepción a la competencia cuando se refiere al foro 

patrimonial. Valdrá la pena tener esto en consideración al momento de tramitar sucesiones ante juez y ante 

notario, en caso de remisión legislativa a los criterios judiciales de competencia. 

II.2 Forum non conveniens 

Nuevamente, se deja de considerar el forum non conveniens, lo que podría coadyuvar a la obtención de 

sentencias plenamente eficaces, en acatamiento del artículo 17 constitucional. La anterior prohibición tiene 

fundamento en los artículos 79, 100 y 104 del CNPCyF.  

Permanece la interrogante de si, con base en el antecitado artículo 17 constitucional y en disposiciones 

como los artículos 5 y 148 del CNPCyF, el juez podrá hacer uso de este criterio para dejar de conocer de todo 

o parte de una sucesión, asumiendo que se tiene la certeza de que su fallo no será reconocido. En contra de 

ello, vale la pena considerar el artículo 1129, que se tratará a continuación. 

Con independencia de lo anterior, es labor del abogado postulante denunciar o tramitar la sucesión ante 

el juez o notario que mayor probabilidad tendrá de obtener su resolución o instrumento reconocido en el 

extranjero. 

II.3 Unidad de procedimiento y no escisión  

El Código es contundente en cuanto a la unidad sucesoria11 y precisa que no podrá realizarse una división 

o escisión de procedimientos por materia, especialmente si se ordena su unidad, como en el caso sucesorio 

(artículos 83, tercer párrafo y 1129 del CNPCyF)12. Tampoco establece excepción alguna en cuanto a la 

 

11  Ver, por ejemplo, el artículo 700 del CNPCyF. Es precisamente por ello que el Código, tratándose de bienes 

localizados a largas distancias, modifica la mecánica para la formulación del inventario (artículo 690, segundo 

párrafo del CNPCyF).  
12  Becerra Bautista considera igualmente que la sucesión es un todo que no puede desmembrarse. Becerra Bautista, 

José, El Proceso Civil en México, 19ª ed, México, Porrúa, 2006, p. 524. Se pronuncian igualmente sobre las ventajas 

de una liquidación única Marcel Planiol y Georges Ripert en Planiol, Marcel y Ripert, Georges Tratado Práctico de 
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formulación de inventario, sobre si los bienes se encuentran en territorio nacional o no (ver artículo 739 del 

CNPCyF)13.  

Igualmente, con gran acierto, se permite la adición de bienes a través de un inventario suplementario, sin 

necesidad de juicio ordinario (artículo 748), lo que da mayor flexibilidad al incorporar bienes localizados en 

otro país. 

Debe considerarse igualmente que, en caso de liquidación de alguna comunidad conyugal, esta deberá 

liquidarse conjuntamente con la sucesión (artículo 775), lo que por regla general tendría su propia calificación 

y ley aplicable, pero, en atención a las condiciones particulares del caso, podría verse asociado a la ley 

aplicable al fondo de la sucesión14. 

Si bien la escisión de procedimientos tiene algunas ventajas, especialmente por la simplicidad para el 

reconocimiento de las resoluciones en materia inmobiliaria, presenta, entre otros, los siguientes problemas15: 

• Dificulta la resolución de aspectos extrapatrimoniales en juicio; 

• Genera resultados distintos con los mismos hechos; 

• Existirán diferentes administraciones de la herencia; 

• Dificulta la liquidación y participación del cónyuge y sus acciones para hacer valer sus derechos; 

• Escinde lo que es inescindible, la familia y la voluntad del autor de la sucesión; 

• Incrementa gastos judiciales; 

• Vuelve imposible la opción de pactar derecho aplicable; 

• Genera dificultad para pronunciarse sobre derechos incorporales o con ubicación imprecisa o 

variable; 

• Vuelve muy complicada la determinación del derecho de acrecer; 

• Abre la posibilidad a que se repudie y acepte la herencia en distintos lugares16; 

• Dificulta el acceso de los acreedores a su pago; y 

 

Derecho Civil Francés, Tomo IV, Las Sucesiones, Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, México, 2002, 

p. 36. 
13  Inclusive, el artículo 741 prevé la ampliación del plazo para el caso de bienes ubicados fuera de la entidad, pero no 

considera ampliación adicional si están fuera del país.  
14  Artículo 14.- En la aplicación del derecho extranjero se observará lo siguiente: … 

IV. Las cuestiones previas, preliminares o incidentales que puedan surgir con motivo de una cuestión principal, no 

deberán resolverse necesariamente de acuerdo con el derecho que regule a esta última; …. 
15  Este listado es una mezcla de ideas propias y de las expuestas en Azcárraga Monzonís, Carmen, Sucesiones 

Internacionales. Determinación de la norma aplicable, Valencia, Tirant Lo Blanch, 2008, pp. 363-364 y Hooft, 

Eduardo Raimundo, Sucesión Hereditaria. Jurisdicción Internacional y Ley Aplicable, Buenos Aires, De Palma, 

1981, pp-11-14.  
16  Ver Miaja de la Muela, Adolfo, Derecho Internacional Privado. Parte Especial, 7ª ed, Madrid, Atlas, 1976, p. 325.  
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• Vuelve la partición una operación sumamente impráctica. 17 

En el mismo, sentido, MAFFIA, citando a CHABOT, expone a favor de la unidad precisando que en este 

caso se logra que “los herederos, legatarios, los acreedores, todos los que tengan algún derecho, no se hallen 

expuestos a tener que litigar en una multitud de tribunales diferentes, sea en razón del domicilio de cada uno 

de ellos, sea en razón de la situación de los bienes, sea por las demandas de garantía que tendrían que 

interponerse unos contra los otros, y de esa forma es preciso que no haya más que un solo tribunal para 

decidir sobre las cuestiones relativas a la sucesión aún indivisa, y éste tribunal debe ser, naturalmente, el del 

lugar en que la sucesión se ha abierto, desde que allí los bienes y los negocios del difunto son más conocidos 

que en ninguna otra parte.”18  

II. 4 No acumulación 

Se continúa con el criterio de no acumulación de procesos extranjeros (artículos 70-IV y 698 del CNPCyF). 

II.5 Informes sobre existencia de testamento 

Me parece que a este respecto el Código no tuvo en consideración la posibilidad tuviera elementos de 

extranjería, lo que sí hizo en el libro décimo, al regular los procesos de carácter internacional. 

La crítica tiene su origen en que no se obliga al juez a solicitar informes de existencia de testamento en 

país alguno distinto del nuestro, supliéndose todo ello por la constancia que emita el Registro Nacional de 

Avisos de Testamento (artículos 705-IV y 710). Me parece que, en caso de que el último domicilio se 

encuentre fuera de territorio nacional, el juez deberá interpretar el artículo 801-I en el sentido de que dichas 

constancias podrán ser inclusive del extranjero, con independencia de obtener oficiosamente las antes 

señaladas. 

Como criterio aplicable por analogía, puede verse que la publicación relativa a la posible existencia de 

personas con igual o mejor derecho a heredar a que se refieren los artículos 720 y 722 no hacen el distingo 

que equivocadamente sí se realiza en los artículos 705-IV y 710.  

  

 

17  Este punto es particularmente acusado en García De Quevedo, Juan Manuel, “Partición”, Los Conflictos de Leyes 

en los Regímenes Matrimoniales; Los Conflictos de Leyes en las Sucesiones, Notarios del Distrito Federal de los 

Estados Unidos Mexicanos, México,1963. pp. 81-96. 
18  Maffia, Jorge O. Manual de Derecho Sucesorio, 5ª ed, Buenos Aires, De Palma, 2003, t. I, p. 57. 
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II.6  Llamamientos especiales 

De manera muy semejante a lo que se establecía en el artículo 777 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal, actualmente se prevén 2 disposiciones relativas a llamamientos especiales, solamente 

en caso de que el autor de la sucesión fuera de nacionalidad extranjera:19 los artículos 696 y 1119. 

Artículo 696. En las sucesiones de personas extranjeras, se dará a 

los cónsules o agentes consulares, la intervención que les conceda 

la Ley, los Tratados o los usos internacionales. 

En este caso, se agregaron los tratados y los usos internacionales como fuente de la obligación.  

Artículo 1119. Tratándose de sucesiones de personas extranjeras, 

las autoridades jurisdiccionales y notariales nacionales deberán 

avisar a la Secretaría de Relaciones Exteriores para todos los 

efectos legales y consulares a que haya lugar. 

En este otro supuesto, se establece una obligación diversa, además ahora también a cargo de los notarios, 

en el entendido de que el aviso se dará a la Secretaría de Relaciones Exteriores y no ante la autoridad consular. 

Considero que, en ambos casos, el procedimiento no debe suspenderse hasta que se obtenga respuesta 

alguna, al no existir fundamento para ello. Los destinatarios de las notificaciones podrán comparecer, en su 

oportunidad, a manifestar lo que a ellos corresponda. 

II.7 Notificaciones por edictos 

En acatamiento a las diversas convenciones de que México es parte en materia de cooperación procesal 

internacional, así como a los principios de publicidad y garantía de audiencia, el Código es contundente en 

negarle efectos a las notificaciones por edictos en caso de que la persona notificada tenga su domicilio fuera 

de territorio nacional, por lo que se deberá tener mucho cuidado con esta situación, a fin de evitar un proceso 

nulo (artículo 1132, segundo párrafo).  

Entre tanto se notifique a una persona cuyo domicilio se conoce, el proceso podrá seguir con el Ministerio 

Público, representándolo (artículo 732). 

 

19  Es importante comentar que, de conformidad con el primer párrafo del artículo 33 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, son personas extranjeras las que no posean la nacionalidad mexicana, por lo que en 

caso de mexicanos con doble nacionalidad, esos requisitos no son exigibles.  
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III. Aspectos relacionados con la ley aplicable 

III.1 Persistente confusión sobre cuerpo normativo regulador de normas 
conflictuales 

Si bien el CNPCyF no es el instrumento jurídico idóneo para establecer competencias legislativas, hubiera 

sido deseable no agravar la confusión relacionada sobre cuál es el cuerpo normativo regulador de normas 

conflictuales.  

En particular, el Código remite al Código Civil de cada una de las entidades en tratándose de testamento 

otorgado en el extranjero (artículo 798) mientras que remite al Código Civil Federal para supuestos de 

inaplicación de derecho extranjero (artículo 1124 inciso c).  

Como lo he expuesto previamente, a mi consideración es la autoridad federal la competente para regular 

las situaciones que deriven del tráfico jurídico internacional20. 

III.2 Tratamiento del derecho extranjero 

a) Naturaleza jurídica 

En esta temática es donde más evidente puede hacerse la diferencia de criterios sostenidos, atendiendo a 

la ubicación topográfica de la disposición. A este respecto, me permito transcribir las siguientes disposiciones 

del CNPCyF: 

Artículo 266. Sólo los hechos estarán sujetos a prueba; el derecho 

lo estará únicamente cuando se trate de normas diversas a las 

generales o cuando se funde en usos y costumbres. 

Artículo 1130. Salvo disposición derivada de este Código y de 

tratados y convenciones internacionales de que México sea parte, 

el derecho procesal aplicable al proceso es el mexicano, siguiendo, 

al efecto, las siguientes reglas: 

… 

II. Solo los hechos estarán sujetos a prueba; el derecho lo estará 

únicamente cuando se funde en usos, costumbres, tradiciones o 

valores culturales. 

 

20  Este tema se ha tratado más a fondo en Orozco González, Jorge, Las Sucesiones Internacionales e Interestatales en 
México. Perspectiva judicial, notarial y consular, México, Tirant Lo Blanch, 2020, pp. 80-85. 
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No obstante, su espíritu es el mismo y me parece pueden interpretarse armónicamente, debiendo 

privilegiar la disposición del artículo 1130, al encontrarse en un libro especial. 

En todo momento, la coexistencia de distintos derechos aplicables se hará respetando su finalidad y se 

deberá privilegiar la equidad aplicable al caso concreto (artículo 14 fracción V del Código Civil Federal y 1179 

del CNPCyF).21 

b) Fase procesal 

Con gran acierto, se establece que será en la Audiencia Preliminar, tratándose de los procedimientos 

ordinarios, en donde se debe discutir y definir lo relativo a la competencia internacional y a la ley aplicable 

(artículos 1177 y 1178). En ella misma se pueden celebrar convenios relativos a dichos aspectos y ley aplicable, 

siempre que se trate de foros renunciables (artículo 1178).  

No existe norma específica en materia de sucesiones. 

La aplicación deberá realizarse de oficio (artículo 1177), con independencia de que las partes puedan 

exhibir al juez los elementos que consideren pertinentes, para su análisis.  

c) Medios de prueba 

Los medios de prueba son enunciados y no limitados por el CNPCyF. Se encuentran regulados en los 

artículos 267 y 1173 y permiten, inclusive, exhibir constancias por medios electrónicos (artículo 1175-c)).  

Importante resulta precisar que, con gran acierto, se ha incluido a los notarios dentro de las personas 

facultadas para solicitar a la Secretaría de Relaciones Exteriores, como autoridad central, su colaboración en 

la obtención de informes de derecho extranjero (artículo 1149). 22 

Artículo 1173. El conocimiento, texto, alcance, sentido y vigencia 

del derecho extranjero, escrito o no escrito, deberá realizarse en 

forma oficiosa por la autoridad jurisdiccional nacional, pudiendo 

los interesados allegarle a la autoridad jurisdiccional datos o 

elementos para su conocimiento. Para informarse del texto, 

vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero, el que, de 

resultar aplicable se considerará derecho y no hecho; las 

 

21  En caso de que el ordenamiento remitido sea prácticamente idéntico, deberá intentar hacer uso del reenvío de 

retorno o primer grado. Carrascosa González, Javier, Prontuario Básico de Derecho Sucesorio Internacional, 

Granada, Comares, 2012, p. 31. 
22  México es parte de la Convención Interamericana Sobre Prueba e Información Acerca Del Derecho Extranjero y de 

la Convención Europea Sobre Información relativa al Derecho Extranjero, adoptada en Londres, el 7 de junio de 

1968, incluyendo su protocolo adicional. 
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autoridades jurisdiccionales mexicanas podrán valerse de 

informes oficiales al respecto, pudiendo solicitarlos al Servicio 

Exterior Mexicano, o bien, las autoridades jurisdiccionales podrán 

ordenar o admitir las diligencias que consideren necesarias o que 

ofrezcan las partes. 

El Código, igualmente con precisión, aclara el alcance que deberá tener la información exhibida (artículo 

1174). 

En caso de considerarse útil, se encuentra expresamente prevista la figura de los Amigos del Tribunal, sea 

que lo soliciten las partes o el juez, quienes coadyuvarán en puntos muy particulares de naturaleza técnica 

(artículo 1180).23 

Hubiera resultado deseable aclarar lo que debería suceder en caso de imposibilidad parcial o total para 

demostrar el derecho extranjero, desafortunado escenario que se presenta en ocasiones en países en guerra, 

excesivamente herméticos o respecto de aquellos que ya no existen.  

Doctrinalmente se ofrecen distintas alternativas, como la desestimación de la demanda, opción no 

permitida por nuestra legislación, hasta la aplicación de la lex fori24, la búsqueda de derechos semejantes 

(misma familia jurídica) o el empleo de puntos de conexión subsidiarios25. En mi opinión, la última 

alternativa deberá ser perseguida por el juzgador. 26 

III.3 Testamento otorgado en el extranjero 

A este respecto, la normatividad federal básicamente replicó lo dispuesto por las disposiciones 

procedimentales de las entidades, aunque cada una de ellas podrá prever diferentes requisitos para el caso de 

que se trate de reconocimiento de este en sede notarial. Por su relevancia, copio la disposición 

correspondiente: 

Artículo 798. El testamento hecho en país extranjero será 

declarado válido por la autoridad jurisdiccional competente, 

cuando haya sido formulado de conformidad con las Leyes del 

país en que se otorgue y no contravenga al orden público 

 

23  Esto aunado a la posibilidad de solicitar citas presenciales con la autoridad judicial, previstas en el artículo 134 del 

Código. 
24  Postura defendida en Frisch Philipp, Walter, González Quintanilla, José Arturo y González Elizondo, José Arturo, 

Derecho Internacional Privado y Derecho Procesal Internacional, 3ª ed, México, Porrúa, 2005, pp. 87 y 90. 
25  Aguilar Benítez De Lugo, Mariano, “La ausencia de prueba del derecho extranjero”, Revista Justicia, Barcelona, 

núm. 1, 1989, p. 81. 
26  En el mismo sentido Virgós Soriano, Miguel y Garcimartín Alférez, Francisco J., Derecho Procesal Civil 

Internacional. Litigación Internacional, 2ª ed, Navarra, Aranzadi, 2007, p. 377.  
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mexicano, siguiendo las reglas de aplicación e interpretación que 

contempla la legislación sustantiva de cada Entidad Federativa. 

IV. Aspectos relacionados con el reconocimiento y ejecución de 
resoluciones y documentos 

Existen pocas novedades a nivel de derecho interestatal, pero me parece que a nivel conflictual el Código 

ha logrado vencer varios de los desafíos que existían en esta materia. Otros tantos, ya superados, se ven 

beneficiados de mayor claridad. 

Como elemento de novedad, está ahora abierta la puerta para obtener modificaciones a las resoluciones, 

en caso de algún error de forma, lo que puede ser especialmente útil si se va a ejecutar una resolución fuera 

de la entidad correspondiente y el operador de recepción requiera de alguna consideración adicional. Por su 

trascendencia, copio el fundamento del CNPCyF: 

Artículo 907. La citación errónea en la fundamentación de 

preceptos legales en la sentencia o resolución impugnada que no 

haya influido en el sentido del fallo, así como los errores de forma 

en la transcripción que no causen agravio, no anularán ni 

revocarán la resolución judicial, deberán ser subsanados de oficio 

en cuanto sean advertidos de forma inmediata por la autoridad 

que emita la resolución judicial, o a petición de parte cuando sea 

advertida por ella, con la finalidad de evitar dar trámite a algún 

recurso que represente dilaciones procesales. 

IV.1 Derecho Interestatal 

Para evitar la posibilidad de no reconocimiento de sentencias dictadas en otra entidad de la República, con 

motivo de la redacción del primer párrafo de la fracción III del artículo 121 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, se aclara que por regla general las sentencias dictadas en una entidad serán 

ejecutadas en otra, según la ley del lugar de ejecución (artículo 983 in fine).  

Los artículos 1111 y 1114-II, que podrían sugerir lo contrario, deben interpretarse en el sentido de que la 

resolución debe respetar las normas de ubicación del bien, siempre y cuando se haga referencia al estatuto 

real (lex rei sitae), ya que para inaplicar el derecho ajeno al del foro se requiere que su violación atente, no 

solamente contra el orden público, sino contra el orden público fundamental mexicano27.  

 

27  Artículo 15.- No se aplicará el derecho extranjero:  

I. Cuando artificiosamente se hayan evadido principios fundamentales del derecho mexicano, debiendo el juez 

determinar la intención fraudulenta de tal evasión; y  
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La idea es clara, pues para no reconocer un acto válidamente otorgado en otra entidad, el grado de 

reproche exigible es menor, al no poderse conocer o anticipar con la misma intensidad los efectos que este 

acto válidamente conferido podía implicar en otro. Esto no será aplicable si la afectación es a principios 

fundamentales que soportan el sistema legal del estado de recepción28. 

No obstante, difícilmente veremos la ejecución propiamente dicha de una sentencia o escritura 

relacionada con aspectos sucesorios, al contener eminentemente carácter probatorio los actos o las 

resoluciones que se van otorgando o dictando. Esto queda especialmente reservado para resoluciones en 

procedimientos contenciosos que se acumulen al principal o para resoluciones vinculadas con entregas de 

posesión, como en el caso de la adjudicación.  

IV.2 Derecho Internacional 

a) No competencia exclusiva 

Con la finalidad de clarificar que las sentencias en materia sucesoria se reconocerán, al no violar ninguna 

competencia exclusiva, el artículo 1186-II precisa que solamente son de competencia exclusiva las acciones 

reales inmobiliarias, es decir, acciones reales que van encaminadas a la persecución de uno inmueble en 

concreto y no de universalidades29.  

Este elemento de novedad despeja, sin lugar a dudas, los cuestionamientos que en su momento existieron, 

derivados de una interpretación del artículo 568 fracción I del Código Federal de Procedimientos Civiles.  

b) Litispendencia 

Continúan los criterios restrictivos de litispendencia, favoreciendo la competencia de los tribunales 

mexicanos a menos de que, válidamente, se hubiera prevenido a favor del juez extranjero (artículos 1128 y 

1186-VII). 

c) Reconocimiento simplificado de resoluciones y documentos 

El Código ha hecho un importante esfuerzo para simplificar la circulación y el reconocimiento de 

sentencias y documentos otorgados en el extranjero que no tengan el carácter de ejecutivos. Anteriormente 

este tratamiento estaba reservado para resoluciones judiciales, pero actualmente se establece igualmente a 

 

II. Cuando las disposiciones del derecho extranjero o el resultado de su aplicación sean contrarios a principios o 

instituciones fundamentales del orden público mexicano. 
28  La diferencia entre ambos conceptos de orden público puede verse en Goldschmidt, Werner, Derecho Internacional 

Privado, 9ª ed, Buenos Aires, De Palma, 2003, p. 372 y en Trabucchi, Alberto, Instituciones de Derecho Civil, 

México, Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 2007, t. I, p. 181.  
29  No obstante ello, lo anterior ya era advertido en Pereznieto Castro, Leonel y Silva, Jorge Alberto, Derecho 

Internacional Privado. Parte Especial, 2ª ed, México, Oxford, 2007, p. 397.  
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favor de documentos públicos, siempre y cuando, en ambos casos, no traigan aparejada ejecución coactiva 

sobre personas, derechos o bienes (artículos 1163, 1164, 1183 y 1184).  

Este reconocimiento no precisa ser judicial, sino deberá ser automático por cada operador jurídico, dentro 

de sus facultades y deberá calificar los requisitos necesarios para justificar que no es contraria al orden público 

fundamental mexicano y que se actualizan todos los supuestos para que sea considerada como resolución 

firme (artículo 1186). Igualmente, se sigue previendo el supuesto de inejecución por falta de reciprocidad 

(artículo 1186 in fine)30.  

Al ser gran parte de las resoluciones en materia sucesoria de carácter declarativo31, su ejecución 

extraterritorial se vislumbra cada vez más expedita y simple32. Esto aplica, entre otras, a la declaración de 

herederos33, inventario, partición o designación de administrador.34 

El CNPCyF va más allá e, inclusive, en caso donde sea imposible obtener la legalización del documento, 

se prevén mecanismos alternativos (artículo 1144).  

En todo momento, el procedimiento debe ser acorde al principio de equidad procesal (artículo 1189-IV).  

En caso de dificultad o imposibilidad, sigue siendo posible el incumplimiento parcial (artículo 1190-VIII). 

  

 

30  Desde 1898 el legislador alemán ya distinguía entre el reconocimiento de una sentencia (“Anerkennung”) y su 

ejecución (“Vollstreckung”). Rentería Arocena, Alfonso, “Reconocimiento de decisiones extranjeras y las sucesiones 

“mortis causa”, el certificado sucesorio europeo” 
http://www.forulege.com/dokumentuak/Ponencia_de_Alfonso_Renteria%20Arocena.pdf.  

31  La función judicial en procedimientos sucesorios es materialmente administrativa y no jurisdiccional. Ver Couture, 

Eduardo J. Fundamentos del Derecho Procesal Civil, 4ª ed, Montevideo - Buenos Aires, B de F, 2005, pp. 39.43. En 

el mismo sentido López Hernández, Eutiquio, “El Convenio Notarial. Su contribución en la solución de problemas 

vinculados con la tramitación hereditaria”, Alternativas Legales para la Transmisión Hereditaria, México, Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, 2012, pp. 21-47, y Neri, Argentino I. Tratado teórico y práctico de derecho notarial. 

Volumen 1. Parte General, Buenos Aires, Ediciones De Palma, 1969, p. 436. 
32  No se requiere homologación ni exhorto. Ver Silva, Jorge Alberto, Derecho Internacional sobre el Proceso, 3ª ed, 

México, Porrúa, 2011, p. 341.  
33  En el mismo sentido Espiñeira Soto, Inmaculada, “Reflexiones prácticas sobre la Unidad de la Sucesión en nuestro 

Derecho Internacional Privado”, 

http://www.notariosyregistradores.com/LEYESEXTRANJERAS/unidadsucesoriaendipr.htm y Medina, Graciela, 

Proceso Sucesorio, Santa Fe, Rubinzal – Culzoni, 1996, t.I, p. 240.  
34  Champcommunale, M.J., La Sucesión Ab-Intestato en Derecho Internacional Privado, trad de Alejo García 

Góngora, Madrid, La España Moderna, 1867, p. 480.  
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V. Conclusión  

Aunque existen aún desafíos pendientes de resolver, la inminente entrada en vigor del Código Nacional 

de Procedimientos Civiles y Familiares es un gran avance hacía la correcta implementación de políticas 

razonables de derecho conflictual que favorezcan la circulación extraterritorial de personas y capitales. 35  
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Sumario: I. Introducción - II. Herramientas e infraestructuras que facilitan la digitalización de la 

cooperación judicial transfronteriza y el acceso efectivo de los ciudadanos a la justicia en la UE - III. 

Principios clave para digitalizar la cooperación judicial transfronteriza y el acceso a la justicia en la 

UE - IV. Conclusiones- V. Bibliografía. 

 

Resumen: Europa impulsa desde hace décadas la digitalización de la Justicia para construir un modelo más sostenible, 

centrado en las personas y respetuoso con los derechos fundamentales. Esta orientación guía la Estrategia Europea de 

Justicia en Red 2024-2028 y el paquete de Justicia Digital 2030, que establecen la hoja de ruta para la transformación 

digital de la justicia transfronteriza. Para la consecución de estos objetivos resulta imprescindible disponer de soluciones 

tecnológicas específicamente adaptadas al entorno transfronterizo, así como de un marco normativo que dé cobertura 

a su utilización a través de un diseño jurídico capaz de garantizar, de forma equilibrada, el incremento de la eficiencia 

y la salvaguarda de los derechos fundamentales. En este contexto, la Unión Europea ha adoptado diversos instrumentos 

normativos. El modelo configurado no se basa en la unificación legislativa, sino en el establecimiento de un marco 

común mínimo y en la coordinación de los sistemas judiciales. El presente estudio examina los avances realizados por 

el legislador europeo con el fin de evaluar en qué medida cumplen la promesa de digitalizar la cooperación judicial 

transfronteriza y de facilitar el acceso de la ciudadanía a la justicia, identificando sus principales fortalezas y eventuales 

deficiencias.  

Palabras clave: Cooperación judicial transfronteriza, acceso a la justicia a los ciudadanos, digitalización, normativa 

europea. 

Abstract: For decades, Europe has been promoting the digitisation of justice in order to build a more sustainable model 

that is people-centred and respectful of fundamental rights. This approach guides the European Network Justice 

Strategy 2024-2028 and the Digital Justice 2030 package, which set out the roadmap for the digital transformation of 

cross-border justice. To achieve these objectives, it is essential to have technological solutions specifically adapted to 
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the cross-border environment, as well as a regulatory framework that covers their use through a legal design capable 
of guaranteeing, in a balanced manner, increased efficiency and the safeguarding of fundamental rights. In this context, 

the European Union has adopted various regulatory instruments. The model established is not based on legislative 

unification, but on the establishment of a minimum common framework and the coordination of judicial systems. This 
study examines the progress made by the European legislator in order to assess the extent to which it fulfils the promise 

of digitising cross-border judicial cooperation and facilitating citizens' access to justice, identifying its main strengths 

and possible weaknesses. 

Key words: Cross-border judicial cooperation, access to justice for citizens, digitisation, European regulations. 

I. Introducción 

La transformación digital constituye un paso esencial para mejorar el acceso a la justicia, la eficiencia, 

calidad y transparencia de los sistemas judiciales de los Estados miembros de la Unión Europea (en adelante, 

UE)1. Es indiscutible que las herramientas tecnológicas facilitan el acceso a la justicia, eliminan barreras 

geográficas y temporales, reducen los costes procesales y optimizan el trabajo de los profesionales del ámbito 

judicial, brindando a la ciudadanía servicios de mayor calidad. Además, favorece el logro del objetivo número 

16 de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (en adelante, ODS2). 

Hasta ahora han sido numerosos los instrumentos normativos adoptados al amparo del artículo 81.2º del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (en adelante, TFUE3). La pandemia del Covid-19 ha 

constituido un factor de aceleración en la búsqueda de una justicia más eficiente. La “desmaterialización” de 

 

*  Catedrática de Derecho Internacional privado de la Universidad de Granada. Trabajo realizado en el marco del 

Proyecto de Investigación Proyecto de Ministerio de Ciencia e Innovación Proyectos de Transición Ecológica y 

Digital 2021. Referencia: TED2021-131127B-I00; y la Unidad de Excelencia “Sociedad Digital: Seguridad y 

protección de derechos” (UCE2018-03) de la Universidad de Granada. 
1  Esteban de la Rosa, Fernando, “Obligaciones, derechos y garantías frente a las brechas digitales en la vertebración 

de la justicia en línea”, en Rodríguez Ayuso, Juan Francisco (coord.), Nuevos retos en materia de derechos digitales 

en un contexto de pandemia: perspectiva multidisciplinar, Pamplona, Thomson Reuters/Aranzadi, 2022, pp. 439-

470. 
2  Disponible en: https://www.pactomundial.org/que-puedes-hacer-

tu/ods/?gad_source=1&gad_campaignid=21296951996&gbraid=0AAAAA9e9AzhS9dVAENn9kfxqacBMYUarm

&gclid=EAIaIQobChMIsYajmLmDkwMVbPp5BB3GriwLEAAYASAAEgKPsvD_BwE. Fecha de consulta: 1 de 

marzo de 2026. 
3  DOUE núm. 83, 30 de marzo de 2010. 

https://www.pactomundial.org/que-puedes-hacer-tu/ods/?gad_source=1&gad_campaignid=21296951996&gbraid=0AAAAA9e9AzhS9dVAENn9kfxqacBMYUarm&gclid=EAIaIQobChMIsYajmLmDkwMVbPp5BB3GriwLEAAYASAAEgKPsvD_BwE
https://www.pactomundial.org/que-puedes-hacer-tu/ods/?gad_source=1&gad_campaignid=21296951996&gbraid=0AAAAA9e9AzhS9dVAENn9kfxqacBMYUarm&gclid=EAIaIQobChMIsYajmLmDkwMVbPp5BB3GriwLEAAYASAAEgKPsvD_BwE
https://www.pactomundial.org/que-puedes-hacer-tu/ods/?gad_source=1&gad_campaignid=21296951996&gbraid=0AAAAA9e9AzhS9dVAENn9kfxqacBMYUarm&gclid=EAIaIQobChMIsYajmLmDkwMVbPp5BB3GriwLEAAYASAAEgKPsvD_BwE
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los procesos europeos –monitorio europeo4 y de escasa cuantía5–6 y la implantación de la Plataforma Europea 

ODR (Online Dispute Resolution7) constituyen los primeros pasos del legislador europeo en esta dirección. 

En la última década se han intensificado los esfuerzos para proporcionar un marco normativo propicio que 

facilite la digitalización de la justicia en la cooperación. A tales efectos, han sido adoptados el Reglamento 

sobre obtención de pruebas8, el Reglamento sobre notificaciones de documentos al extranjero9 y el 

Reglamento de Digitalización10. Estos instrumentos han supuesto un avance muy importante en la definición 

del modelo europeo para digitalizar la cooperación judicial transfronteriza en materia civil y facilitar el acceso 

de la justicia a los ciudadanos, lo que ha requerido de la creación de la infraestructura europea destinada a 

servir a esta finalidad11.  

No obstante, todavía nos encontramos en el proceso de implantación del sistema digital europeo, que por 

su complejidad requiere de fases para su puesta en marcha definitiva. Esto se debe a que el modelo europeo 

no ofrece una regulación exhaustiva, debiendo completarse con la normativa procesal de cada Estado 

 

4  Reglamento (CE) núm. 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que 

se establece un proceso monitorio europeo, DOUE núm. 399, de 30 de diciembre de 2006. 
5  Reglamento (CE) núm. 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, por el que se 

establece un proceso europeo de escasa cuantía, DOUE núm. 199, de 31 de julio de 2007. 
6  Ambos Reglamentos fueron reformados en el Reglamento (UE) núm. 2915/2421 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 16 de diciembre de 2015,  

DOUE núm. 341, de 24 de diciembre de 2015. 
7  Dicha Plataforma ha dejado ya de estar operativa en virtud de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2024/3228 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de diciembre de 2024, por el que se deroga el Reglamento (UE) n.º 

524/2013 y se modifican los Reglamentos (UE) 2017/2394 y (UE) 2018/1724 en lo que respecta a la interrupción de 

la Plataforma Europea de Resolución de Litigios en Línea (DOUE núm. 3228, de 30 de diciembre de 2024). 
8  Reglamento (UE) núm. 2020/1783 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la 

cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en 

materia civil o mercantil (obtención de pruebas) (versión refundida) –en adelante Reglamento de obtención de 

pruebas–, DOUE núm. 405, de 2 de diciembre de 2020. 
9  Reglamento (UE) núm. 2020/1784 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 relativo a la 

notificación y traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil o 

mercantil (notificación y traslado de documentos) (versión refundida) –en adelante, Reglamento de notificaciones–

, DOUE núm. 405, de 2 de diciembre de 2020. Para un análisis del mismo, véase Richard, Vicent, “A refonte du 

règlement sur la notification des actes judiciaires et extrajudiciaires”, Revue critique de droit international privé, 

2021, 2, pp. 349-360. 
10  Reglamento (UE) núm. 2023/2844 sobre la digitalización de la cooperación judicial y del acceso a la justicia en 

asuntos transfronterizos civiles, mercantiles y penales, por el que se modifican determinados actos jurídicos en el 

ámbito de la cooperación judicial (en adelante, Reglamento de Digitalización), así como la Directiva (UE) 2023/2844 

que lo acompaña,  

DOUE núm. 2844, de 27 de diciembre de 2023.  
11  Para un análisis del modelo europeo, véase Marchal Escalona, Nuria, “Avances en la Unión Europea en la 

digitalización de la cooperación judicial civil: ¿un modelo a seguir en el ámbito iberoamericano?” en por Palao 

Moreno, G., Raizer Borges Moschen, Valesca (coords.) y Moura Vicente, Dario (pr.), A Digitalização da Cooperação 

Judiciária Civil, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2025, pp. 249-270. 
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miembro, que han integrado las tecnologías de la información y la comunicación (en adelante, TICs) en sus 

sistemas judiciales de manera desigual. Esta disparidad constituye, de hecho, una de las principales 

debilidades del sistema normativo europeo y uno de los mayores obstáculos para la implementación efectiva 

de la vía digital en los procesos transfronterizos, así como para la construcción de un derecho procesal común 

europeo. 

En respuesta a esta situación, en los últimos años la UE ha intensificado sus esfuerzos por impulsar la 

digitalización de la justicia, con el objetivo de consolidar un modelo de justicia digital que refuerce la 

dimensión humana y garantice el respeto de los derechos fundamentales. Así lo establece la Estrategia 

Europea de e-Justicia 2024-2028, adoptada por el Consejo de la Unión Europea12, la cual busca integrar 

tecnologías avanzadas para optimizar el acceso a la justicia, mejorar su eficacia y fortalecer la transparencia 

institucional, siempre bajo un enfoque centrado en la persona, la protección de los derechos fundamentales 

y la sostenibilidad del sistema judicial13. 

No obstante, para ello hacen falta soluciones tecnológicas adaptadas al entorno transfronterizo, así como 

un marco normativo que consiga el incremento de la eficiencia, la accesibilidad y la protección de los 

derechos fundamentales. El reto es, como queda patente en la Declaración Europea sobre los Derechos y 

Principios Digitales (Considerando 714), alcanzar un modelo de justicia digital más próspera, sostenible y 

centrada en el ser humano15. Se trata de digitalizar lo humano y humanizar lo digital. 

Aunque se han logrado avances significativos en la digitalización de los procedimientos judiciales 

transfronterizos, la tarea sin embargo no es sencilla. Todavía no es posible tramitar íntegramente todo el 

proceso por vía digital. Persisten limitaciones, como la imposibilidad de solicitar vistas a distancia en todos 

los supuestos, de presentar pruebas documentales electrónicamente en ciertos procedimientos, o la falta de 

mecanismos para realizar cobros digitales de deudas superiores a 5.000 euros. En este contexto, la Comisión 

Europea presentó el 20 de noviembre de 2025 el paquete Justicia Digital 203016, destinado a modernizar los 

sistemas judiciales de la UE y dotar a los profesionales de herramientas adaptadas a la era digital. Incluye dos 

estrategias: Justicia Digital@2030 y la Estrategia Europea de Formación Judicial 2025-2030, con la que se 

pretende impulsar la transformación digital en los Estados miembros de la UE mediante tecnologías 

 

12  DOUE C 2025, de 16 de enero de 2025.  
13  Marchal Escalona, Nuria, “Hacia una justicia digital europea centrada en el ser humano, garante de derechos y 

sostenible”, Anuario Español de Derecho internacional privado, 2024, t. XXIV, pp. 199-219. 
14  Disponible en: https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/library/european-declaration-digital-rights-and-principles. 

Fecha de consulta: 25 de febrero de 2026. 
15  Lazari, Antonio, “La protección de los derechos digitales: Una cuestión identitaria europea”, Cuadernos de Derecho 

Transnacional, 2024, Vol. 16, núm. 1, pp. 295-318, p. 316. En este sentido, véase OECD, “Recommendation on 

Access to Justice and People-Centred Justice Systems”, 2023, 

https://legalinstruments.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0498. Fecha de consulta: 25 de febrero de 2026. 
16  https://ec.europa.eu/newsroom/comm_rep_es/items/909815/. Fecha de consulta: 25 de febrero de 2026. 

https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/library/european-declaration-digital-rights-and-principles
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avanzadas, como la inteligencia artificial, con el objetivo de mejorar la eficiencia, reducir costes y facilitar el 

acceso a la justicia. 

En particular, la Estrategia de Justicia Digital @2030, articulada en catorce medidas, subraya la necesidad 

de avanzar en la digitalización de los procedimientos transfronterizos civiles y mercantiles, con el fin de 

agilizar la cooperación judicial transfronteriza y facilitar el acceso a la justicia. 

El objetivo del presente capítulo es analizar las diferentes Estrategias que la Unión Europea ha aprobado 

en los últimos tiempos para impulsar la digitalización en el ámbito de la cooperación judicial transfronteriza 

y reforzar el acceso de los ciudadanos a la justicia. Asimismo, se revisan las innovaciones del sistema europeo 

con el fin de evaluar en qué medida responden a las expectativas generadas por la transformación digital en 

este ámbito. Para ello, se examinan los elementos que configuran el nuevo sistema digital europeo en materia 

civil y su potencial para garantizar un acceso más eficaz de los ciudadanos a la justicia. Finalmente, se 

formulan propuestas de mejora, así como recomendaciones para orientar futuros desarrollos.  

II. Herramientas e infraestructuras que facilitan la digitalización 
de la cooperación judicial transfronteriza y el acceso efectivo de 
los ciudadanos a la justicia en la UE 

Las herramientas tecnológicas son fundamentales para mejorar el acceso a la justicia y permitir una 

gestión judicial más eficiente. Para ello, tanto autoridades como ciudadanos deben disponer de 

infraestructuras que garanticen comunicaciones seguras, rápidas, confidenciales y accesibles17. La 

interoperabilidad entre los sistemas judiciales es esencial, y en el ámbito europeo se sustenta en tres pilares: 

el sistema descentralizado, el e-Codex y el punto electrónico europeo cada uno de los cuales cumple una 

función específica, como se verá a continuación. Y ello, sin perjuicio de la posibilidad de utilizar, dentro de 

los límites establecidos, las herramientas electrónicas previstas en los sistemas procesales de los distintos 

Estados miembros, tanto para la notificación directa al destinatario (art. 19 Reglamento de notificaciones) 

como para obtención de pruebas (art. 20 Reglamento obtención de pruebas) y la celebración de vistas orales 

a distancia (art. 5 Reglamento de Digitalización). Aunque, su aplicación varía entre los Estados miembros, 

ya que, a pesar de los avances en la digitalización de la justicia, existen importantes diferencias en la forma 

en que cada país ha integrado las tecnologías de la información y la comunicación en sus sistemas judiciales18. 

 

 17  Esteban de la Rosa, Fernando et Al., Justicia Digital. Guía para el diálogo sobre el diseño y uso eficiente, de calidad 
y ético de herramientas tecnológicas en la justicia civil, 2022, https://hdl.handle.net/10481/76835. Fecha de 

consulta 26 de febrero de 2026. 
18  Así sucede, en particular, para notificar directamente al destinatario por medios electrónicos (art. 19 Reglamento 

2020/1784). Al respecto, véase Marchal Escalona, Nuria, “La notificación electrónica en el Espacio Judicial 

Europeo: Retos y problemas”, Cuadernos de derecho transnacional, 2023, Vol. 15, núm. 2, pp. 736-766. Sobre la 

https://hdl.handle.net/10481/76835
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II.1. El sistema informático descentralizado europeo 

El legislador europeo ha previsto la creación de un sistema informático descentralizado europeo como 

herramienta de comunicación entre autoridades judiciales para obtener pruebas (art. 4 Reglamento de 

obtención de pruebas), notificar documentos judiciales en el extranjero (art. 5 Reglamento de notificaciones) 

y en los procedimientos con implicaciones transfronterizas, tal como se detalla en el Anexo I del Reglamento 

de Digitalización (procesos europeos, Derecho de familia, sucesiones, asuntos patrimoniales y asistencia 

jurídica gratuita)19.  

Este sistema busca garantizar la interoperabilidad plena de las comunicaciones entre las autoridades 

competentes. De forma que, toda comunicación e intercambio de documentos entre los organismos y 

órganos designados por los Estados miembros debe efectuarse, por regla general, a través de dicho sistema 

en el que deberán estar integrados los sistemas informáticos nacionales interconectados y técnicamente 

interoperables. No obstante, dicho sistema precisa ser implementado en un sistema informático 

descentralizado más amplio basado en e-CODEX (e-Justica Comunicación vía Online Data Exchange20), 

 

disponibilidad y empleo de tecnologías en la práctica judicial de los Estados miembros de la UE, véase, García 

Mirete, Carmen María, “El nuevo marco legislativo y tecnológico sobre digitalización de los procedimientos civiles 

y mercantiles transfronterizos en la Unión Europea”, en García Mirete, Carmen María (dir.), Justicia Digital 

Transfronteriza, Valencia, Tirant lo Blanch, 2025, pp. 31-34. 
19  Los actos jurídicos incluidos en su ámbito de aplicación son: a) los Reglamentos (CE) núm. 1896/2006 

(procedimiento monitorio); (CE) núm. 861/2007 (pequeña cuantía); b) Reglamento (CE) núm. 805/2004 (título 

ejecutivo europeo); c) procedimientos de reconocimiento, declaración de fuerza ejecutiva o denegación del 

reconocimiento establecidos en los Reglamentos (UE) núm. 650/2012 (sucesiones) y (UE) núm. 1215/2012 (Bruselas 

I bis), así como los Reglamentos (CE) núm. 4/2009 (alimentos), Reglamento (UE) 2016/1103 (régimen económico 

sobre parejas casadas), (UE) 2016/1104 (régimen económico sobre parejas registradas) y (UE) 2019/1111 del 

Consejo (Bruselas II ter); d) procedimientos relacionados con la expedición, la rectificación y la retirada de extractos 

establecidos en el de alimentos, el certificado sucesorio europeo y los certificados establecidos en el Reglamento de 

sucesiones, en el Reglamento “Bruselas I bis”, en los Reglamentos sobre régimen económico de parejas casadas y 

parejas registradas, así como en el Reglamento “Bruselas II ter”; e) la presentación de un crédito por un acreedor 

extranjero en un procedimiento de insolvencia con arreglo al artículo 53 del Reglamento (UE) 2015/848; f) la 

comunicación entre personas físicas o jurídicas o sus representantes con las autoridades centrales con arreglo al 

Reglamento (CE) núm. 4/2009 y al Reglamento Bruselas II ter o con las autoridades competentes con arreglo al 

capítulo IV de la Directiva 2003/8/CE (acceso a la Justicia). 
20  Véase Manko, Rafal, “Computerised system for communication in cross-border judicial proceedings (e-CODEX)’, 

EPRS, European Parliament, 2021, https://www.europarl.europa.eu/ 

thinktank/en/document/EPRS_BRI(2021)690667); Velicogna, Marco, “Coming to Terms with Complexity 

Overload in Transborder e-Justice: The e-Codex Platform”, en Contini Francesco y Lanzara, Giovan Francesco 

(eds.), The Circulation of Agency in E-Justice: Interoperability and Infrastructures for European Transborder 
Judicial Proceedings, Springer, Dordrecht-Heidelberg-New York-London, 2014, pp. 309-330. Actualmente, de su 

gestión se ocupa la Agencia de la Unión Europea para la Gestión Operativa de Sistemas Informáticos de Gran 

Magnitud en el Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia (en adelante, Agencia Europea eu-LISA). La Agencia eu-

LISA es la responsable de la gestión del sistema e-Codex. Creada en 2001 mediante el Reglamento (UE) 1077/2011 

(DOUE núm., 286, 1 de noviembre de 2021). 
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denominado «Sistema de Intercambio Digital en el Ámbito de la Justicia» (o «JUDEX»), para lo que es preciso 

un intercambio efectivo de información sobre los cambios que se produzcan de tipo horizontal21. 

El sistema e-Codex es la herramienta clave de la UE para el intercambio electrónico transfronterizo de 

datos, siendo fundamental para la cooperación digital en materia civil. Este sistema está regulado por el 

Reglamento (UE) 2022/850, que establece un sistema informatizado para el intercambio de datos en el 

ámbito de la cooperación judicial civil y penal, modificando el Reglamento (UE) 2018/1726 (en adelante, 

Reglamento e-Codex)22. Con este Reglamento se “comunitariza” el e-Codex, integrándolo formalmente en 

la legislación de la UE, y lo hace vinculante para todos los Estados miembros, excepto Dinamarca, que no 

está sujeto a su aplicación. Por ello, debe ser bien recibido el Reglamento de Ejecución (UE) 2024/1570, 

adoptado el 4 de junio de 202423. Este Reglamento tiene como objetivo asegurar la continuidad de la 

cooperación en materia de notificación derivada de convenios internacionales entre la UE y Dinamarca, país 

no vinculado por el Reglamento de notificaciones. Para ello, establece que Dinamarca podrá participar en el 

sistema informático descentralizado a través del e-Codex siempre que incorpore a su legislación nacional los 

preceptos clave del Reglamento e-Codex (art. 8, 9, 11. 3º, 4º y 6º, 12, 14, 15. 1º y 3º, y 20). 

A pesar de ser un avance significativo hacia la digitalización de la justicia en Europa, el sistema informático 

descentralizado enfrenta varios desafíos, como la necesidad de asegurar la compatibilidad entre los sistemas 

judiciales nacionales, lo que exige apoyo técnico y financiero para los países con infraestructuras digitales 

menos desarrolladas. Además, se requiere un diseño flexible y escalable para adaptarse a futuros avances 

tecnológicos, junto con un plan de mantenimiento a largo plazo. Aunque el sistema busca ser seguro, 

persisten preocupaciones sobre su vulnerabilidad a ciberataques. La implementación exitosa de este sistema 

no solo depende de la inversión tecnológica, sino también de la formación adecuada de jueces y personal 

judicial para garantizar su uso eficiente, lo que requerirá un esfuerzo coordinado a nivel técnico y 

organizativo. 

II.2 El punto de acceso electrónico europeo 

Por su parte, el Reglamento de Digitalización prevé la creación de un “punto de acceso electrónico 

europeo”, destinado a facilitar la interacción de los ciudadanos con las autoridades judiciales de otros Estados 

 

21  A tales efectos, tanto en el Reglamento de obtención de pruebas como de notificaciones se dispone que la Comisión 

debe crear un comité de dirección, que incluya representantes de los Estados miembros, para garantizar el 

funcionamiento y el mantenimiento del sistema informático descentralizado a fin de cumplir los objetivos del 

Reglamento. Al respecto, véase la Decisión de Ejecución (UE) 2025/921 de la Comisión, de 19 de mayo de 2025, 

por la que se crea el Comité de Dirección de la notificación y el traslado de Documentos (DOUE núm. 2025/921, 

de 21 de mayo de 2025) y Decisión de Ejecución (UE) 2025/919 de la Comisión, de 19 de mayo de 2025, por la que 

se crea el Comité de Dirección de la obtención de pruebas 

(DOUE núm. 919, de 21 de mayo de 2025). 
22  DOUE núm. 295, de 21 de noviembre de 2018. 
23  DOUE núm. 1570, de 5 de junio de 2024. 
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miembros –con excepción de Dinamarca–24. A través de esta plataforma, los usuarios podrán presentar 

escritos, recibir notificaciones y acceder a expedientes digitalizados, acercando así la justicia al ciudadano. 

Este punto de acceso, gestionado por la Comisión Europea, actuará como una ventanilla única y se regirá 

por el marco del Reglamento eIDAS25, lo que permitirá otorgar validez jurídica a los documentos 

electrónicos intercambiados en el contexto de los procedimientos judiciales. 

El punto de acceso electrónico europeo puede desempeñar un papel esencial en la transformación digital 

de la justicia en la UE, pues que permite una mayor eficiencia, acceso y seguridad en los procedimientos 

judiciales transfronterizos. Promete simplificar los procesos judiciales al ofrecer un canal único y seguro de 

comunicación. Sin embargo, su alcance territorial y material es limitado, ya que está previsto solo para ciertos 

procedimientos. Curiosamente, no se contempla su aplicación en derecho de familia, sucesiones o cuestiones 

patrimoniales. Además, Dinamarca no está vinculada por el Reglamento.  

Su éxito enfrenta varios desafíos: debe estar disponible en todos los idiomas oficiales de la UE, generar 

confianza en los usuarios y superar la brecha digital, especialmente en regiones con acceso limitado a 

tecnología e Internet. Asimismo, los usuarios pueden necesitar formación adicional para navegar por la 

plataforma y superar posibles problemas de infraestructura. Para garantizar su efectividad, la Comisión 

Europea gestionará, desarrollará, mantendrá y asegurará el sistema, ofreciendo asistencia gratuita a los 

usuarios26. Esta asistencia incluirá orientación sobre cómo presentar solicitudes y acceder a asistencia jurídica 

en otros Estados miembros.  

El alcance de dicho punto dependerá de la seguridad que ofrezca y de la inclusión digital de todos los 

actores involucrados. En este contexto, el Reglamento de Digitalización demuestra su sensibilidad hacia las 

necesidades del ciudadano. Dado que las brechas digitales pueden surgir cuando la utilización de la vía 

electrónica es obligatoria, se otorga a los ciudadanos la posibilidad de elegir el medio de comunicación con 

las autoridades competentes. Así, pueden optar por la comunicación electrónica o por otros medios 

alternativos. Esta opción favorece la protección frente a situaciones de indefensión, especialmente para las 

personas más vulnerables, como aquellas que carecen de competencias digitales o de los medios técnicos 

necesarios. Esta preocupación es bien conocida en el Derecho comparado. Algunos sistemas judiciales, como 

los de Países Bajos, Alemania y Estonia27, han adoptado enfoques similares, permitiendo la presentación de 

escritos por medios no electrónicos tras habilitar la vía digital. No obstante, esta opción de elección solo se 

reconoce a las personas físicas, mientras que a las personas jurídicas se les impone el uso obligatorio de 

medios electrónicos. En la misma línea, el sistema procesal español establece la obligación de que ciertos 

 

24  Fernández Rodríguez, Begoña, “Comunicación digital entre personas y autoridades competentes en la cooperación 

judicial en materia civil: biometría e inteligencia artificial en la gestión de la identidad digital en el punto de acceso 

electrónico”, Anuario Español de Derecho internacional privado, t. XXIV, 2024, pp. 251–272, pp. 261-262. 
25  Reglamento (UE) núm. 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la 

identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y 

por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE (DOUE núm. 257, de 28 de agosto de 2014).  
26  Art. 4.3º. 
27  Esteban de la Rosa, Fernando, cit., pp. 447-448. 
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sujetos se comuniquen exclusivamente por vía electrónica (art. 32 Real Decreto-Ley 6/202328). En cualquier 

caso, para que la digitalización beneficie efectivamente el acceso a la justicia, es necesario invertir en 

formación digital tanto para ciudadanos como para profesionales del derecho.  

En este contexto, la Comisión reconoce que, de lograrse una digitalización plena, particulares y empresas 

podrían presentar demandas y realizar el seguimiento de las actuaciones judiciales hasta la emisión de la 

sentencia, con el consiguiente ahorro de tiempo y de costes. Con este fin, propone extender el punto de 

acceso electrónico europeo a todos los asuntos civiles y mercantiles transfronterizos. Este punto de acceso 

funcionaría como una ventanilla única digital, ofreciendo a las partes la posibilidad de comunicarse con los 

órganos judiciales, presentar documentos, recibir notificaciones y consultar información sobre el 

procedimiento desde un entorno seguro y centralizado.  

Para ello, la Comisión en el paquete Justicia Digital 2030 considera conveniente aprovechar la evaluación 

del Reglamento de Digitalización con el objetivo de analizar el funcionamiento del punto de acceso europeo, 

detectar posibles brechas y evaluar los efectos de una mayor digitalización, coordinando sus actuaciones con 

los Estados miembros, el Parlamento Europeo y la comunidad judicial.  

II.3 Herramientas informáticas estatales 

Las herramientas electrónicas se están integrando cada vez más en los sistemas judiciales nacionales, y la 

UE ha buscado aprovecharlas para fortalecer la cooperación judicial transfronteriza. Por esta razón, las 

herramientas informáticas nacionales forman parte del sistema europeo. El legislador europeo ha habilitado 

su uso para la notificación internacional29 y para la celebración de vistas orales a distancia30. Sin embargo, su 

aplicación varía entre los Estados miembros debido a diferencias en el desarrollo tecnológico, las tradiciones 

jurídicas y los recursos disponibles, lo que ha dado lugar a una implementación desigual, que probablemente 

continuará por la falta de un marco jurídico europeo unificador. Por ello, es esencial que los Estados 

miembros inviertan en infraestructuras digitales, capacitación y armonización legal, para evitar que la 

digitalización cree nuevas desigualdades en el acceso a la justicia en los procesos transfronterizos.  

El legislador europeo ha autorizado su uso para la notificación internacional y la celebración de vistas 

orales, respetando la cultura y las prácticas digitales existentes en cada Estado miembro, pero siempre dentro 

de los límites y condiciones establecidos, entre los cuales destaca el propio consentimiento de las partes31. 

 

28  BOE núm. 303, de 20 de diciembre de 2023. 
29  Art. 19 del Reglamento de notificaciones. 
30  Art. 5 del Reglamento de Digitalización. 
31  Marchal Escalona, Nuria, “Avances hacia un espacio europeo de justicia digitalizado”,Revista electrónica de estudios 

internacionales, núm. 48, 2024, pp. 211-242. 
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III. Principios clave para digitalizar la cooperación judicial 
transfronteriza y el acceso a la justicia en la UE 

La Estrategia Europea de e-Justicia 2024-2028 enumera los principios sustantivos y operativos que deben 

guiar la transformación digital de los sistemas judiciales europeos. Los principios sustantivos son los valores 

fundamentales que aseguran una justicia justa, equitativa y respetuosa de los derechos humanos, mientras 

que los principios operativos se centran en las formas prácticas y métodos para implementar eficazmente la 

digitalización en el sistema judicial. 

III.1 Principios sustantivos 

a) Respeto de los derechos fundamentales 

Cualquier iniciativa pretenda la transformación digital de la justicia debe respetar la independencia judicial 

y observar el Estado de Derecho, uno de los valores esenciales en los que se fundamenta la UE (art. 2 TUE), 

y que son comunes a todos los Estados miembros. La implantación de nuevas tecnologías en el ámbito 

judicial debe diseñarse de forma que respete los derechos fundamentales, garantizando el acceso a la justicia 

de todas las personas. El marco regulatorio europeo debe ser exigente en la protección efectiva del derecho 

fundamental de acceso a la justicia, tal como se proclama en el art. 6. 1º del Convenio Europeo de Derechos 

Humanos (en adelante, CEDH32 y el art. 47 de la Carta Europea de los Derechos Fundamentales (en adelante, 

CEDF33 ).  

En este sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante, TEDH) ha validado el uso de 

notificaciones electrónicas y videoconferencias, siempre que se asegure la accesibilidad y el respeto a los 

derechos de defensa, como se evidencia en los casos Stichting Landgoed Steenbergen y otros vs. Países Bajos 

(GS), núm. 19732/1734 y Zavodnik v. Eslovenia (GS), núm. 53723/1335. 

 

32  Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de 

noviembre de 1950, y enmendado por los Protocolos adicionales números 3 y 5, de 6 de mayo de 1963 y 20 de enero 

de 1966 (BOE núm. 243, de 10 de octubre de 1979). 
33  DOUE, núm. 364, de 18 de diciembre de 2000. 
34 ECLI:CE:ECHR:2021:0216JUD001973217, https://hudoc.echr.coe.int/fre#%7B%22tabview%22:[%22notice%22], 

%22itemid%22:[%22001-208278%22]%7D. Fecha de consulta: 1 de marzo de 2026. 
35  ELI:CE:ECHR:2015:0215JUD005372313,https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-

154537%22]}. Fecha de consulta: 1 de marzo de 2026. 

https://hudoc.echr.coe.int/fre#%7B%22tabview%22:[%22notice%22], %22itemid%22:[%22001-208278%22]%7D
https://hudoc.echr.coe.int/fre#%7B%22tabview%22:[%22notice%22], %22itemid%22:[%22001-208278%22]%7D
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-154537%22]}. 
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-154537%22]}. 
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Además, debe garantizarse el cumplimiento de la normativa europea de protección de datos, tal y como 

se exige los Reglamentos (UE) núm. 2016/679 (en adelante, RGPD)36 y núm. 2018/172537 y de la Directiva 

2002/58/CE38 hasta que no se adopte el Reglamento e-Privacy39. Esta obligación implica que todo 

intercambio o transmisión de información realizado por las autoridades competentes deberá llevarse a cabo 

de conformidad con dicha normativa, es decir, respetando los principios de licitud, lealtad y transparencia; 

limitación de la finalidad; minimización de los datos; exactitud; limitación del plazo de conservación; 

integridad y confidencialidad; y responsabilidad proactiva (art. 5.2º RGPD). Además, toda información 

transmitida deberá ser utilizada por el organismo receptor únicamente para los fines para los que fue 

transmitida. De igual forma, los datos personales que no sean pertinentes para la tramitación de un asunto 

específico deberán ser eliminados de inmediato.  

b) Acceso a la justicia 

La transformación digital en el ámbito judicial tiene un gran potencial para mejorar el acceso a la justicia, 

haciendo los procedimientos más ágiles, transparentes y accesibles. No obstante, su implementación debe 

garantizar principios clave como igualdad, protección de los derechos de los ciudadanos e inclusión digital. 

Es esencial que los avances tecnológicos no generen nuevas barreras, sino que eliminen las existentes, 

asegurando que todos los ciudadanos, independientemente de su contexto social, económico o geográfico, 

puedan acceder a la justicia. 

Además, debe proporcionar los más altos niveles de ciberseguridad, asegurar el valor legal y probatorio 

de los documentos electrónicos en los procedimientos judiciales y ajustarse a la normativa europea de 

protección de datos. Es esencial asegurar el uso legítimo y limitado de los datos.  

De igual manera, los medios electrónicos en la justicia digital deben garantizar autenticidad, fiabilidad, 

exactitud y seguridad, permitiendo la identificación de los participantes y la trazabilidad de las 

 

36  Reglamento (UE) núm. 2016/679 del Parlamento y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 

las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por 

el que se deroga la Directiva 95/46/CE (DOUE L núm. 119, de 4 de mayo de 2016). 
37  Reglamento (UE) núm. 2018/1725 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2018, relativo a la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por las instituciones, órganos 

y organismos de la Unión, y a la libre circulación de esos datos, y por el que se derogan el Reglamento (CE) núm. 

45/2001 (en adelante, RGPD) y la Decisión núm. 1247/2002/CE (DOUE L núm. 295, de 21 de noviembre de 2018). 
38  Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de julio de 2002 relativa al tratamiento de los 

datos personales y a la protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas (DOCE L 201, de 

31 de julio de 2002). 
39  Fontestad Portalés, Leticia, “Evolución y avances en materia de cooperación judicial internacional a través de las 

transmisiones electrónicas”, en Llorente Sánchez-Arjona, Mercedes y Calaza López, Sonia (dirs.), Digitalización de 
la Justicia: Prevención, Investigación y Enjuiciamiento, Ciruz Menor (Navarra), Thomson Reuters/Aranzadi, 2022, 

pp. 239-268, p. 245. 
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comunicaciones40. La autenticación es clave para proteger la confidencialidad y generar confianza en el 

sistema. El Reglamento e-IDAS establece el marco legal necesario para el reconocimiento de medios de 

identificación electrónica en la UE. 

Por su parte, en los procesos civiles transfronterizos, el uso de la videoconferencia exige infraestructuras 

adecuadas y tecnología fiable que asegure una comunicación fluida y bidireccional41. Es esencial que se 

respeten los derechos de defensa y de audiencia en igualdad de condiciones, garantizando la integridad 

técnica y la seguridad del procedimiento42. 

La Estrategia de Justicia Digital @2030 reconoce asimismo la relevancia y la utilidad que posee la 

videoconferencia, especialmente en el ámbito transfronterizo. Su uso durante la pandemia de COVID-19 

demostró ser esencial para garantizar la continuidad de la actividad judicial. Por ello, considera que su 

implementación y mejora debe constituir uno de los objetivos estratégicos de la Estrategia, asegurando que 

la tecnología sirva de manera efectiva a la justicia y a los ciudadanos.  

Sin embargo, esta meta plantea un desafío considerable. En la práctica, persisten importantes problemas 

de interoperabilidad en los supuestos transfronterizos, dado que los Estados miembros emplean diferentes 

plataformas tecnológicas. Esta diversidad provoca conexiones inestables y genera riesgos relevantes para la 

protección de datos y la privacidad.  

En este contexto, la ausencia de una solución europea unificada continúa obstaculizando su desarrollo de 

forma eficaz y segura en el ámbito transfronterizo. Por ello, la Comisión en esta Estrategia plantea la 

necesidad de adoptar una solución europea común que permita superar los actuales retos técnicos y de 

interoperabilidad, reforzando así la eficacia, la coherencia y la modernización digital de los sistemas judiciales 

de la UE. 

c) El ser humano en el centro de la transformación digital 

Las personas deben estar situadas en el centro y núcleo de la transformación digital en la UE. La justicia 

centrada en las personas promueve la participación activa de los ciudadanos en los procedimientos judiciales. 

Esto incluye el uso de tribunales en línea y otras herramientas digitales que permitan a los ciudadanos 

 

40  Kramer, Xandra, “Access to Justice and Technology: Transforming the Face of Cross-Border Civil Litigation and 

Adjudication”, en Benyekhlef, Karin, Bailey, Jane, Burkell Jacquelyn & Gélinas Fabien (eds), e-Access to Justice, 

Ottawa University of Ottawa Press, 2016, pp. 351-375. 
41  Biasiotti, M. Angela, “Present and Future of the Exchange of Electronic Evidence in Europe”, en Biasiotti M. Angela 

et AL., Handling and Exchanging Electronic Evidence Across Europe, Dordrecht-Heidelberg-New York-London, 

Springer, 2018, pp.13–32; Davies, Martin, “Taking Evidence by Video-Link in International Litigation”, 

Intercontinental Cooperation Through Private International Law. Essays in Memory of Peter E. Nygh,  

Einhorn, Talia (ed.), Den Haag T.M.C. Asser Press, 2004, pp. 69–88.  
42  Esteban de la Rosa, Fernando, “Digitalización avanzada de la administración de justicia: la perspectiva de la 

protección de los derechos”, en Ramos, Paulo Roberto Barbosa – Carvalho, Márcia Haydée Porto de – Ramos, Edith 

Maria Barbosa (coords.), Direito, Novas Tecnologias e Desenvolvimento, Brasil, CRV, 2023, pp. 181-209. 
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interactuar con el sistema judicial de manera más directa y sin intermediarios, simplificando el proceso y 

reduciendo barreras. 

El enfoque centrado en las personas coloca a las personas en el centro del sistema judicial, asegurando que 

sus necesidades, derechos y perspectivas sean tenidos en cuenta en todos los aspectos del diseño, 

implementación y evaluación de los procesos judiciales y las políticas públicas. Este enfoque reconoce que 

la justicia no debe ser solo un proceso legal técnico, sino un servicio que debe ser accesible, comprensible y 

equitativo para todos los individuos, independientemente de su contexto, capacidades o recursos. Va más 

allá de respetar el derecho a un juicio justo y a un recurso efectivo, tal como se establece en los artículos 6. 

1º y 13 del CEDH.  

El uso de tecnologías innovadoras en la gestión de procedimientos judiciales debe ir acompañada de 

medidas que no dejen atrás a las personas más vulnerables ni a las personas con discapacidad, en sintonía con 

lo dispuesto en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

de 13 de diciembre de 200643 (en adelante, Convención NU), y proporcionar altos niveles de ciberseguridad.  

Abordar la brecha digital y garantizar la protección de los derechos de los ciudadanos en las interacciones 

entre seres humanos y máquinas es un aspecto fundamental para el éxito de la transformación digital en la 

justicia44. Es esencial que la digitalización no cree nuevas desigualdades, sino que, por el contrario, permita 

un acceso más equitativo a los sistemas judiciales para todos los ciudadanos, independientemente de su nivel 

de competencias tecnológicas o de los recursos disponibles. Para ello, es imperativo que se adopten medidas 

que promuevan una inclusión digital efectiva, protegiendo a las personas más vulnerables ante posibles 

barreras tecnológicas. 

Asimismo, resulta crucial asegurar un grado de digitalización armonizado de la justicia en todos los 

Estados miembros de la UE. La disparidad en los niveles de digitalización entre los distintos países podría 

generar desventajas para ciertos ciudadanos y dificultar la cooperación judicial transfronteriza. Por ello, es 

preciso promover un enfoque coherente y uniforme que favorezca la interoperabilidad y facilite la 

integración de los sistemas judiciales nacionales en un marco común europeo. 

De hecho, en el marco normativo europeo encontramos ejemplos de este “humanismo tecnológico”, 

como así sucede cuando se exige el consentimiento del ciudadano para la práctica de la notificación 

electrónica directa al destinatario, según lo establecido en el art. 19 Reglamento de notificaciones45. Por su 

 

43  BOE núm. 96, de 21 de abril de 2008. 
44  Esteban de la Rosa, Fernando, “Towards a people-centric digitalisation of justice systems: fostering empowerment, 

new rights, and fair treatment amid the digital divide”, en Esteban de la Rosa, Fernando, Cortés, Pablo y Marchal 

Escalona, Nuria (eds.), Digitalisation and Artificial Intelligence in Courts: Opportunities and Challenges, OUP, 2025, 

pp. 3-29. 
45  Este consentimiento es un requisito fundamental, que debe adaptarse a los sistemas procesales nacionales, como 

en el derecho español, donde la notificación electrónica es obligatoria para ciertos sujetos. Según el art. 19 del 

Reglamento de notificaciones, dicho consentimiento puede otorgarse de dos formas: a) bien de forma general para 
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parte, el Reglamento de Digitalización enfatiza la importancia de oír la opinión de las partes sobre el uso de 

tecnologías en los procedimientos judiciales [art. 5. 1º b]. Para ello, la autoridad competente debe elegir un 

método apropiado para recopilar estas opiniones, siguiendo el Derecho procesal interno. Además, cuando 

se disponga la grabación de las vistas en el Derecho nacional del Estado miembro en el que se celebre la vista, 

es esencial informar a las partes sobre esta práctica y su derecho a oponerse a la grabación, garantizando así 

una mayor transparencia y respeto por los derechos de los involucrados46. Tales exigencias reflejan el deseo 

del legislador europeo de promover los valores europeos en el marco de la transformación digital, colocando 

a las personas en el centro del proceso y asegurando que la tecnología digital beneficie al ser humano. 

No obstante, para evitar que la digitalización incremente las desigualdades en el acceso a la justicia, es 

crucial que los países inviertan en infraestructuras digitales y capacitación en el uso de herramientas digitales 

de funcionarios judiciales y ciudadanos. Si estos están debidamente preparados para utilizar estas tecnologías, 

se logrará una mayor transparencia, rapidez y eficacia en los procesos judiciales, lo que redundará en un 

sistema judicial más justo y confiable. Una cuestión de especial referencia, dado que el 46 % de los ciudadanos 

europeos carece actualmente de capacidades y recursos digitales básicos47. Por lo tanto, la transformación 

digital de la justicia debe incluir la capacitación digital y el desarrollo de capacidades digitales entre los 

usuarios. Debe prestarse especial atención a la formación de los profesionales de la Justicia. El fomento del 

uso de herramientas y recursos digitales entre este colectivo mejorará su capacidad para desenvolverse 

eficazmente en los marcos jurídicos nacionales y europeos. 

d) Sostenibilidad  

Todos los servicios de justicia en red deben implantarse y funcionar de manera sostenible. La 

sostenibilidad en la digitalización de la justicia se refiere a la capacidad de los sistemas de justicia digitales 

para operar de manera eficiente y perdurable a lo largo del tiempo, sin comprometer los recursos 

económicos, sociales y medioambientales, y garantizando que todos los individuos tengan acceso equitativo 

a la justicia. La sostenibilidad no solo abarca los aspectos económicos y ecológicos, sino también la capacidad 

de estos sistemas para adaptarse a las necesidades cambiantes de la sociedad, la evolución tecnológica y la 

protección de los derechos fundamentales de las personas. Para que la digitalización de la justicia sea 

 

la notificación de documentos en el marco de diferentes procedimientos judiciales, en cuyo caso los documentos 

deben enviarse y recibirse por medios electrónicos mediante servicios cualificados de entrega electrónica certificada, 

según el Reglamento eIDAS [art. 19.1º a)]; o b) para un procedimiento concreto, sin la necesidad de utilizar servicios 

cualificados de entrega electrónica, siempre que se reciba prueba de la recepción del documento, que puede ser 

confirmada por el destinatario mediante un acuse de recibo firmado electrónicamente o mediante el envío de un 

correo electrónico desde la dirección proporcionada por el destinatario [art. 19.1º b)]. En este segundo caso, los 

Estados miembros pueden imponer condiciones adicionales para garantizar la seguridad de la transmisión. Al 

respecto, véase, Marchal Escalona, Nuria, “La notificación electrónica…”, cit. pp. 743-744.  
46  Marchal Escalona, Nuria, “Avances hacia un espacio…”, cit., pp. 211–242. 
47  https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/isoc_sk_dskl_i$DV_317/default/table?lang=en 

https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/isoc_sk_dskl_i$DV_317/default/table?lang=en
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realmente eficaz y perdurable, debe ser diseñada e implementada de manera que respete la equidad, proteja 

los derechos fundamentales de los individuos, y sea capaz de adaptarse a los cambios futuros.  

III.2 Principios operativos 

A fin de conseguir tales principios, la Estrategia 2024-2028 propone utilizar una serie de principios y 

herramientas. 

a) “Once-only principle”  

La Estrategia 2024-2028 subraya la importancia de aplicar el principio de “solo una vez” en la prestación 

de servicios judiciales, con el objetivo de evitar procedimientos redundantes y cargas innecesarias para los 

ciudadanos. De manera que los ciudadanos, empresas y demás partes involucradas en procedimientos 

judiciales no estén obligados a proporcionar la misma información en diversas ocasiones ni en distintas etapas 

del proceso judicial48. Se busca instaurar el principio de no repetición de información. Este principio tiene 

como finalidad simplificar y agilizar los trámites legales, promoviendo una mayor eficiencia en el sistema de 

justicia digital. Su implementación debe permitir la reutilización de la información previamente introducida 

en el sistema, siempre que esta siga siendo válida y pertinente para el desarrollo del procedimiento. 

No obstante, la aplicación de este principio debe realizarse con pleno respeto a los derechos fundamentales 

de los ciudadanos, especialmente en lo que respecta al derecho a la privacidad de los datos personales y el 

derecho al olvido. En consecuencia, se deberán implementar medidas adecuadas de seguridad y protección 

de la información para garantizar que el uso de los datos no contravenga estos derechos y se realice de 

manera proporcional y conforme a la legislación vigente en materia de protección de datos. 

b) El principio “digital by default” ¿Y el de equivalencia funcional? 

Una de las claves para garantizar la efectiva implantación y el éxito de la justicia digital es la sanción por 

parte del legislador europeo del principio “digital by default”. En virtud este principio, se erige al sistema 

descentralizado informático49, previsto en el marco normativo europeo, en un sistema de uso obligatorio y 

preferente a cualquier otra vía de comunicación existente entre las autoridades competentes. En concreto, 

 

48  Este principio se formula en el Reglamento (UE) 2018/1724 relativo a la creación de una pasarela digital única de 

acceso a información, procedimientos y servicios de asistencia y resolución de problemas (DOUE L 295 de 21 de 

noviembre de 2018). Su objetivo es facilitar las actividades transfronterizas de los ciudadanos y las empresas al 

ofrecerles un fácil acceso, a través de un único portal digital, a la información, procedimientos y servicios de 

asistencia y resolución de problemas que requieren para ejercer sus derechos en el mercado interior. A este respecto, 

la Propuesta representa una iniciativa importante de la Comisión para desarrollar un mercado interior más profundo 

y equitativo, así como un Mercado único Digital. 
49  Al respecto, véase Marchal Escalona, Nuria, “Facilitation of digital access to justice in cross-border environments: 

the new system of European judicial cooperation in civil matters”, Esteban de la Rosa, Fernando, Cortés, Pablo y 

Marchal Escalona, Nuria (Eds.), en Digitalisation and Artificial Intelligence in Courts: Opportunities and Challenges, 

OUP, 2025, pp. 225-249. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=celex:32018R1724
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=celex:32018R1724
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la proclamación de dicho principio en el ámbito de la notificación de documentos judiciales supone el 

reconocimiento de una jerarquía –inexistente hasta ahora– entre las distintas vías de notificación establecidas 

en el Reglamento de notificación (vía postal, consular, etc.). De forma que, el sistema informático 

descentralizado será la vía de notificación preferente y excluyente frente a las demás en la UE; modificando 

así la anterior doctrina establecida por el Tribunal de Justicia de la UE (en adelante, TJUE), por medio de la 

que se consideraban todos los medios de comunicación como alternativos y sin que existirá una jerarquía 

entre los mismos, como sí se establece en el nuevo Reglamento50.  

No obstante, es preciso reconocer que, en ciertas situaciones, la utilización de las tecnologías en los 

procesos puede ser inviable o inapropiada, por lo que se deben mantener alternativas no digitales para 

asegurar un acceso efectivo a la justicia. El Reglamento de Digitalización como el notificaciones y obtención 

de pruebas permiten el uso de vías de comunicación no digitales cuando el sistema habilitado para la 

transmisión de datos por vía digital no pueda usarse, como sucede en casos de alta carga administrativa o 

cuando sea necesario verificar la autenticidad de documentos en formato papel (Considerando 15 

Reglamento de notificaciones). En particular, cuando las autoridades competentes necesitan entablar una 

comunicación personal y directa, como así establecen el Reglamento núm. 2015/84851 y el núm. 2019/111152. 

En tales casos, las autoridades competentes podrán utilizar medios de comunicación menos formales, como 

el correo electrónico (Considerando 25 Reglamento de Digitalización).  

Con todo, la Estrategia olvida que, para garantizar la operatividad y el éxito de todo sistema de 

comunicación digital, es fundamental la obligada sanción del principio de “equivalencia funcional”53 (ex arts. 

6 Reglamento de obtención de pruebas y 8 Reglamento de Digitalización)54. Este principio establece que los 

documentos transmitidos electrónicamente tienen el mismo valor y eficacia jurídica que los documentos 

tradicionales en papel, evitando que se les deniegue efectos jurídicos o se les considere inadmisibles como 

prueba por el simple hecho de ser electrónicos. Sin embargo, este principio se aplica respetando la normativa 

nacional sobre la valoración y admisibilidad de estos documentos como prueba. (Considerando 16 

Reglamento de notificación y 30 Reglamento de Digitalización).  

  

 

50  Sent. dictada el 9 de febrero de 2006 C- 473-04: “Plumex v Young Sports NV” (ECLI:EU:C:2006:96). 
51  Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015 sobre procedimientos de 

insolvencia (DOUE L 141, 5 de junio de 2025). 
52  Reglamento del Consejo, de 25 de junio de 2019, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de 

resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de menores] 

(DOUE L 178, de 2 de julio de 2019). 
53  Palao Moreno, Guillermo, “El Reglamento (UE) núm. 2020/1784 y su contribución al impulso de la digitalización 

de la cooperación judicial en materia civil y mercantil en la Unión Europea”, Actualidad Jurídica Iberoamericana, 

2024, 21, pp. 190-223, p. 212. 
54  Hess, Burkhard, “Article 6. Legal effects of electronic documents”, en Anthimos, Apostolos y Requejo Isidro, Marta 

(eds.), The European Service Regulation. A comentary, Chelthenham, Edward Elgar Publishing, 2023, pp. 76-78. 
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c) Interoperabilidad y ciberseguridad 

En un mundo en el que la información circula libremente, es fundamental garantizar la interoperabilidad 

entre los sistemas judiciales. Las autoridades judiciales y los ciudadanos deben contar con infraestructuras y 

herramientas adecuadas que permitan que la comunicación a distancia tenga lugar de forma rápida, directa, 

segura, confidencial, fiable y accesible tanto para los órganos jurisdiccionales como para los ciudadanos. Ni 

el Reglamento de Digitalización ni el Reglamento de notificaciones y obtención de pruebas permanecen 

ajenos a esta necesidad. El marco normativo europeo establece un sistema informático descentralizado para 

facilitar el intercambio electrónico transfronterizo entre autoridades competentes de manera segura y 

eficiente (arts. 2 Reglamento de obtención de pruebas y de notificaciones y art. 3 Reglamento de 

Digitalización) a través del e-CODEX, gestionado por la agencia eu-LISA. El sistema e-CODEX es la 

herramienta más importante que se ha desarrollado en la UE para garantizar un intercambio electrónico 

transfronterizo de datos. Constituye, como henos apuntado, la piedra angular de la cooperación digital de la 

UE en materia civil55. 

IV. Conclusiones 

La Unión Europea lleva décadas desarrollando una estrategia orientada a la digitalización de la justicia. En 

particular, la Estrategia 2024-2028 para la Justicia en Red tiene como objetivo integrar tecnologías digitales 

avanzadas en los sistemas judiciales de la Unión Europea con el fin de mejorar el acceso, la eficacia y la 

transparencia de la administración de justicia, mediante un enfoque centrado en las personas, el respeto de 

los derechos fundamentales y la sostenibilidad del sistema judicial. 

Sin lugar a dudas, la UE enfrenta aún diversos retos para lograr la plena digitalización de la justicia 

transfronteriza. Sin embargo, estos desafíos también representan una importante oportunidad. Es esencial 

que los Estados miembros continúen avanzando en la modernización de sus sistemas judiciales. El sólido 

marco jurídico existente y la creciente madurez digital de los sistemas judiciales nacionales son claves 

fundamentales para alcanzar este objetivo. No obstante, la exclusión de Dinamarca del Reglamento e-Codex 

y del Reglamento de Digitalización crea una brecha significativa en la implementación de la digitalización 

judicial en la UE. Esta situación contribuye a una desigualdad en el progreso de la digitalización entre los 

Estados miembros. En este contexto, sería altamente deseable que Dinamarca se uniera a los esfuerzos de 

digitalización de la justicia en la UE, con el fin de garantizar una mayor cohesión y eficiencia en el sistema 

judicial europeo. 

Con todo, para lograr con éxito la plena digitalización de la justicia europea transfronteriza, es 

fundamental contar con infraestructuras y equipamientos técnicos adecuados que faciliten la cooperación 

 

55  Véase Aguilar Moreno, Marien, “La cooperación judicial civil en la Unión Europea: el llamado principio Digital by 

Default,” en M. Martínez Velencoso, Luz, y Plaza Penadés, Javier (dir., Retos normativos del Mercado Único Digital 

Europeo, Valencia, Tirant lo Blanch, 2022, pp. 31-35. 
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judicial transfronteriza, así como el acceso electrónico de la Justicia a los ciudadanos. En este sentido, los 

pilares tecnológicos que sustentan el nuevo sistema europeo son el sistema informático descentralizado, el 

e-Codex y el punto de acceso electrónico, cada uno de los cuales cumple una función específica en el proceso 

de digitalización. 

La implementación del sistema descentralizado europeo basado en e-Codex representa un avance clave 

para la digitalización de la justicia transfronteriza, facilitando la conectividad y comunicación entre las 

autoridades judiciales de la UE. No obstante, este proceso requiere un esfuerzo coordinado y multinivel, 

especialmente en términos técnicos y organizativos. Los pilares de este sistema son los principios “digital by 

default” y de “equivalencia funcional”. Uno de los beneficios esperados de e-Codex es que no solo mejorará 

la eficiencia de la justicia transfronteriza, sino que también impulsará la modernización de los sistemas 

judiciales nacionales, acelerando la adopción de nuevas tecnologías. Su éxito enfrenta desafíos, tales como la 

interoperabilidad entre sistemas, la protección de datos y la capacitación de los usuarios. Para superar estos 

obstáculos, es crucial la cooperación continua entre los Estados miembros, el fortalecimiento de la 

infraestructura digital y la formación continua del personal judicial, con un enfoque inclusivo que evite 

profundizar las desigualdades entre países de la UE. No obstante, el legislador europeo reconoce que este 

sistema no es una panacea. Cuando no sea viable o adecuado utilizar esta vía de comunicación, se podrán 

emplear otras vías. 

La Estrategia de Justicia Digital @2030 reconoce asimismo la relevancia y la utilidad que el punto de 

acceso electrónico europeo puede jugar en la estrategia de la UE para modernizar y mejorar la eficiencia del 

sistema judicial transfronterizo. Este punto de acceso funcionaría como una ventanilla única digital, 

ofreciendo a las partes la posibilidad de comunicarse con los órganos judiciales, presentar documentos, 

recibir notificaciones y consultar información sobre el procedimiento desde un entorno seguro y 

centralizado, Sin embargo, su alcance es limitado, ya que se aplica solo a ciertos procedimientos y no vincula 

a todos los Estados miembros. Sin embargo, el alcance actual de la estrategia digital es limitado, ya que se 

aplica únicamente a ciertos tipos de procedimientos y no obliga a todos los Estados miembros a adoptarla de 

manera uniforme. Esta limitación reduce su efectividad, especialmente en el contexto de la cooperación 

judicial internacional, donde la heterogeneidad tecnológica puede generar retrasos, errores y dificultades en 

la protección de los derechos de los ciudadanos. Para que la digitalización cumpla plenamente su objetivo 

de mejorar el acceso a la justicia y la eficiencia judicial en toda la UE, debería extenderse a todos los 

procedimientos y ser vinculante para todos los Estados miembros.  

Con todo, su efectiva implantación enfrenta desafíos como la barreras lingüísticas, desigualdad digital y 

falta de confianza en los sistemas electrónicos. Su efectividad depende de que se superen estos obstáculos y 

de garantizar que todos los usuarios, incluidos aquellos con habilidades tecnológicas limitadas, puedan 

beneficiarse de él. Es esencial promover su conocimiento entre los ciudadanos y asegurar que se cuente con 

las competencias digitales necesarias, además de implementar soluciones para personas vulnerables, como 

aquellas con discapacidades, mediante el uso de tecnologías asistivas. 

En suma, con la aprobación de ambas Estrategias, el legislador europeo busca sentar las bases de un 

espacio judicial digital cohesionado y seguro en toda la Unión Europea, en el que los Estados miembros 
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puedan coordinar sus sistemas, reducir retrasos y superar las limitaciones técnicas que obstaculizan la 

cooperación judicial internacional y el acceso de los ciudadanos a la justicia. Su éxito dependerá, no obstante, 

de la capacidad de armonizar los sistemas, garantizar la inclusión digital y proteger los derechos de la 

ciudadanía, especialmente de las personas más vulnerables, asegurando que las innovaciones tecnológicas 

no generen desigualdades ni exclusión. En este contexto, la digitalización debe estar siempre al servicio de 

las personas, priorizando la equidad, la justicia y la confianza en la justicia digital europea. Por ello, una de 

las principales asignaturas es armonizar la tecnología judicial en la UE para la celebración de 

videoconferencias, garantizando que la digitalización sea segura, eficiente y coherente entre los Estados 

miembros. Esto no solo facilitaría los procedimientos transfronterizos, sino que también fortalecería la 

confianza de los ciudadanos en la justicia digital europea. 
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27, QUERÉTARO, 23 DE OCTUBRE DE 2025 
 

Nuria González Martín1  

 

Estimados y distinguidos integrantes del presídium; distinguidas académicas y académicos de la AMEDIP; 

querido público. 

Es un verdadero honor presentar esta réplica al trabajo titulado “La sustracción internacional de menores 

en México”, elaborado por el maestro, nuestro Juez José Roberto de Jesús Treviño Sosa, como parte de su 

ingreso a nuestra Academia Mexicana de Derecho Internacional Privado y Comparado, AMEDIP. Un 

miembro activo, reconocido y generoso no solo de nuestra AMEDIP, sino al ser parte de la Red de Jueces de 

La Haya. Su personalidad afable y educada no deja impasible a nadie de quienes le rodeamos, ya sea en el 

ámbito profesional, familiar o amistoso. 

Permítanme, en primer lugar, expresar un sincero reconocimiento a la profundidad, el rigor metodológico 

y la claridad expositiva con la que el autor aborda uno de los temas más complejos y sensibles del derecho 

internacional privado contemporáneo: la sustracción parental internacional de niñas, niños y adolescentes. 

El texto destaca por su sólida estructura, su exhaustivo manejo de fuentes jurisprudenciales y doctrinales, y 

su constante referencia a la realidad normativa mexicana en relación con los instrumentos internacionales, 

 

1  Presidenta de la Junta de Gobierno de AMEDIP 2025-2026. Investigadora Titular “C” del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. PRIDE, “D”. Investigadora Nacional, SNII, Nivel 3. 

Consultora externa ad honorem de la Secretaría de Relaciones Exteriores mexicana. Premio Universidad Nacional 

Jóvenes Investigadores. Reconocimiento Sor Juana Inés de la Cruz. Profesora invitada como profesora por el 

Curatorium de la Academia de La Haya de Derecho Internacional, verano 2028. 
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particularmente el Convenio de La Haya de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional 

de Menores y la Convención Interamericana de 1989 sobre Restitución Internacional de Menores. 

I. Aciertos sustantivos 

El trabajo acierta, en primer término, al subrayar la dimensión humana del fenómeno. No se trata -como 

bien enfatiza el autor- de un problema meramente jurídico, sino de un drama familiar transnacional donde 

los intereses en conflicto deben ceder ante el principio rector del interés superior de la niñez. Esa lectura 

transversal, que combina la dogmática jurídica con una comprensión empática de las consecuencias 

psicoemocionales del conflicto, representa una de las mayores fortalezas del texto. 

De igual modo, es meritorio el énfasis en la coordinación institucional entre las autoridades centrales y 

los órganos jurisdiccionales, aspecto que suele pasarse por alto en el debate teórico y que aquí se presenta 

con ejemplos concretos y un conocimiento actualizado de la práctica judicial mexicana. 

Asimismo, el autor realiza una valiosa -y novedosa- aportación interpretativa al vincular el procedimiento 

de restitución con la figura procesal del interdicto, resaltando su carácter urgente, sumario y no declarativo 

sobre la custodia definitiva. Este enfoque procesal comparado contribuye a clarificar una de las cuestiones 

más controvertidas en la aplicación del Convenio.  

II. Reflexiones para el diálogo académico 

Con ánimo constructivo, deseo señalar algunos puntos que, a mi juicio, podrían ser objeto de ulterior 

reflexión y debate. 

Primero, aunque el autor destaca correctamente que el interés superior del menor impregna la aplicación 

del Convenio, convendría explorar más a fondo cómo este principio interactúa con las excepciones a la 

restitución previstas en sus artículos 12, 13 y 20. La doctrina y la práctica judicial recientes -particularmente 

en el ámbito europeo y latinoamericano- han venido enfatizando que la interpretación restrictiva de dichas 

excepciones no debe conducir a la invisibilización de contextos de violencia familiar o de riesgo 

psicoemocional. Un análisis más detenido de la tensión entre la “restitución inmediata” y la “protección 

efectiva” enriquecería la lectura del caso mexicano. 

Segundo, en el apartado relativo a la residencia habitual, el texto señala con acierto la falta de definición 

en el Convenio de La Haya de 1980 y en las normas mexicanas. Sin embargo, podría profundizarse en la 

evolución reciente de la jurisprudencia internacional -como la sentencia Monasky v. Taglieri (EE. UU., 2020) 

o los criterios del Tribunal de Justicia de la Unión Europea-, que insisten en una apreciación del centro de 

vida del menor y no la intención de los progenitores. Esta línea de desarrollo comparado ayudaría a 

contextualizar los precedentes nacionales. 
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Tercero, en cuanto al nuevo Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, el autor advierte 

correctamente posibles tensiones con el artículo 29 del Convenio de La Haya de 1980. Tal observación es 

pertinente y oportuna. No obstante, sería deseable ampliar la reflexión sobre cómo el principio de pacta sunt 

servanda operará en la práctica judicial mexicana y qué mecanismos concretos podrían asegurar la 

prevalencia de las normas convencionales sobre las procesales internas. 

III. Valor agregado y aportaciones doctrinales 

Uno de los aspectos más valiosos del trabajo de ingreso como miembro de número de AMEDIP, reside 

en el espacio dedicado a la mediación internacional en casos de sustracción de niñas, niños y adolescentes. 

Aquí el autor coincide con la doctrina al concebir la mediación no sólo como un mecanismo alternativo -

adecuado-, sino como una herramienta de prevención y humanización del conflicto transfronterizo. En 

tiempos en que la cooperación judicial internacional enfrenta desafíos de saturación y lentitud, la apuesta 

por la mediación transnacional representa una contribución de enorme actualidad y proyección. 

Cabe celebrar, además, la forma en que el autor armoniza la perspectiva internacional con la realidad 

jurídica mexicana, reconociendo tanto los avances normativos como las carencias institucionales. Esa mirada 

crítica pero equilibrada refleja el espíritu mismo de nuestra Academia: el estudio comparado al servicio de la 

mejora de nuestro propio sistema jurídico. 

IV. Consideraciones finales 

En definitiva, el trabajo que hoy se replica es un aporte absolutamente sólido, claro y pertinente para el 

estudio del derecho internacional privado contemporáneo. Su lectura deja ver no sólo el dominio técnico 

del autor, sino también su compromiso ético con la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Estimado maestro Treviño, juez Treviño, reciba mi más cordial enhorabuena por este trabajo riguroso, 

sensible y comprometido, que honra tanto su trayectoria como los objetivos de esta Academia. En esta 

réplica, de diez minutos, he querido exponer no solo lo excepcional del fondo y forma de su discurso/trabajo 

de ingreso, sino la persona que está detrás, -o delante- de cada contribución, de ésta concretamente, al 

destacar la bella personalidad que le caracteriza, desde la bondad, actitud y aptitud ante la vida con sus 

colegas, amigos y familia. 

Muchas felicidades por su ingreso como miembro de número a la AMEDIP, con el sitial 27. Y que su 

incorporación, sin duda, siga fortaleciendo el diálogo jurídico y humano que nuestra comunidad cultiva 

desde hace más de cinco décadas.
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RESPUESTA AL DISCURSO MAGISTRAL: “LAS SUCESIONES 
TRANSFRONTERIZAS EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES Y FAMILIARES. UN PANORAMA DE LUCES Y SOMBRAS”, CON 
MOTIVO DEL INGRESO DEL LICENCIADO JORGE OROZCO GONZÁLEZ 

COMO MIEMBRO DE NÚMERO DE LA ACADEMIA MEXICANA DE 
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO Y COMPARADO (AMEDIP) 

 

Elí Rodríguez Martínez1  

 

Quiero agradecer a la Academia Mexicana de Derecho Internacional Privado y Comparado, A.C. 

(AMEDIP) el honor que me concede de responder el Discurso Magistral de Ingreso del Licenciado Jorge 

Orozco González como Miembro de Número de esta Academia. 

Conocí al Licenciado Jorge Orozco González siendo él muy joven, estando terminando su carrera de 

abogado en la Escuela Libre de Derecho (ELD) y trabajando en su tesis de licenciatura cuyo tema era 

precisamente el que hoy nos ocupa, el de las sucesiones transfronterizas. Tema que en su momento me 

generó cierta extrañeza porque en ese entonces no había literatura jurídica escrita en México, pero además, 

en ese mismo momento, la AMEDIP estaba trabajando un proyecto de Ley Modelo de Derecho 

Internacional Privado, cuya parte procesal, por cierto, fue inspiración para el Código Nacional de 

 

*  Discurso pronunciado el 23 de octubre de 2025, en la ceremonia de ingreso como Miembro de Número del Lic. 

Jorge Orozco González, durante el XLVIII Seminario Nacional de Derecho Internacional Privado y Comparado, 

celebrado en la Universidad Autónoma de Querétaro (UAQ) los días 22-24 de octubre de 2025. 
1  Egresado de la Escuela Libre de Derecho (ELD). Master en Derecho de la Unión Europea por la Universidad 

Nacional de Educación a Distancia (UNED). Maestro en Derecho Internacional y Relaciones Internacionales por el 

Instituto Universitario de Investigación Ortega y Gasset. Doctor en Derecho por la Escuela Libre de Derecho (ELD). 

Doctor en Cultura de los Derechos Humanos por el Centro Universitario Columbia. Miembro de Número, Sitial 

13, de la Academia Mexicana de Derecho Internacional Privado y Comparado, A.C. (AMEDIP). 
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Procedimientos Civiles y Familiares (CNPCyF), y él se acercó a algunos miembros de esta Academia quienes 

trabajábamos la parte sucesoria para que lo asesoráramos en su tesis.  

Desde aquél entonces, vi en él a un joven talentoso, inquieto, muy estudioso y con esa curiosidad 

académica que lo ha llevado a estudiar y profundizar en el tema, viniendo a llenar aquella laguna doctrinal 

de la que les comenté hace unos instantes. Sus estudios los ha escrito no sólo desde la óptica de un académico 

sino también desde la visión de un notario desde cuya práctica cotidiana lo ha llevado alcanzar un expertiz 

en la materia.  

Hoy, “Jorge”, a quien simplemente llamo así por el gran afecto y aprecio que le tengo, nos presenta un 

interesante estudio sobre las sucesiones de naturaleza transfronteriza con motivo de la próxima entrada de 

vigor del nuevo CNPCyF. 

Primeramente, quiero resaltar tres aspectos de su trabajo de ingreso: 

• Su bibliografía. La cual es extensa, actualizada, pero, sobre todo, de enorme peso académico. 

• Su visión. El autor tiene una óptica poco común, pues analiza el Código Nacional no desde la 

perspectiva de un juzgador, si no desde la visión particular de un notario, que también es un 

operador jurídico en las sucesiones. 

• Su propuesta. Pues es en todo momento es propositivo y reflexivo, tratando de dar una 

interpretación, desde su peculiar óptica.  

Inicia su estudio analizando la constitucionalidad del Código Nacional, en especial de su Artículo Décimo 

Transitorio, para luego pasar al análisis de las principales disposiciones del Código relacionadas con las 

sucesiones internacionales. Y fiel al título del trabajo que presenta, y haciendo gala de todo el conocimiento 

y bagaje jurídico que tiene y que su experiencia notarial le ha dado, Jorge nos expone “las luces y sombras” 

de este ordenamiento en materia de sucesiones internacionales. 

Entre las “luces” o aciertos que tiene el Código Nacional, menciona las siguientes: 

1.Establece por vez primera en nuestra legislación nacional normas aplicables a las sucesiones 

internacionales en su Libro Décimo, de los Procesos de Carácter Internacional, llenando así una laguna 

jurídica que antes teníamos. 

 

2.Establece, en su artículo 1118, “normas especiales de competencia tratándose de sucesiones en el ámbito 

internacional”, las cuales, son armónicas con las normas de competencia para procesos de carácter 

doméstico. 

 

3.Las normas de competencia siguen la tendencia internacional en esta materia. 

 

4.El establecimiento del criterio de “unidad sucesoria” a efecto de que sea uno sólo el juez competente y 

con ello, uno sólo el procedimiento sucesorio. 



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

113 

 

 

5.La colaboración de la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Servicio Exterior Mexicano a través de sus 

agentes consulares en los procedimientos sucesorios, conforme a los tratados internacionales y usos 

internacionales. 

 

6.La colaboración de los notarios como operadores jurídicos en los procedimientos sucesorios. 

 

7.El reconocimiento de la validez del testamento hecho en país extranjero. 

 

8.El reconocimiento de las sentencias sobre derechos reales cuando los bienes se ubiquen en otra Entidad 

Federativa conforme a sus leyes; pero también reconoce la competencia exclusiva de las acciones reales 

cuando el bien se ubica en el exterior, y 

 

9.La posibilidad del cumplimiento parcial de la sentencia cuando exista dificultad o imposibilidad en el 

cumplimiento total de ésta. 

 

Entre los claroscuros del Código, Jorge menciona algunos, por ejemplo: 

 

• No se contempla el forum non conveniens pese a que esta figura procesal coadyuva a la obtención 

de sentencias plenamente eficaces. 

 

• No se establece la obligación del juez del conocimiento de solicitar informes sobre la existencia de 

un testamento en país extranjero. 

 

• Se sigue, lamentablemente, supeditando el no reconocimiento y, por tanto, la inejecución de las 

sentencias extranjeras a la falta de reciprocidad internacional. 

 

*******  

Dada la brevedad del tiempo del que dispongo, sólo haré dos comentarios a su trabajo: el primero de 

ellos, es con respecto a la constitucionalidad del Código y, el segundo, con respecto a la definición de 

“sucesión internacional o transfronteriza”. 

Él inicia su estudio cuestionando la constitucionalidad del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares so pretexto del análisis del Artículo Décimo Transitorio, del Decreto promulgatorio de 7 de junio 

de 2023, planteando dos problemas de constitucionalidad que habrá que superar. Por un lado, el Código 

Nacional contiene normas de carácter sustantivo siendo un ordenamiento adjetivo y, por el otro, dicho 

ordenamiento contiene normas en materia notarial, la cual es competencia eminentemente estatal. 

El Artículo Décimo Transitorio del Decreto promulgatorio dispone que, tanto el Congreso General como 

las Legislaturas de las Entidades Federativas, tendrán un plazo máximo de 180 días naturales para “expedir 
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las actualizaciones normativas correspondientes para su debido cumplimiento”. Redacción que genera más 

dudas que certidumbre. 

Para el autor, esta disposición pareciera reconocer una concurrencia competencial para legislar en materia 

civil y notarial que carece de toda base constitucional. Ello me ha llevado a hacer las siguientes reflexiones. 

En mi opinión, la constitucionalidad del Código por el hecho de establecer normas de carácter sustantivo, 

máxime cuando estas normas son de competencia estatal, es insalvable. 

Entonces, ¿a qué se refiere el artículo Décimo Transitorio cuando señala que la federación y los estados 

deberán “expedir las actualizaciones normativas correspondientes para su debido cumplimiento”? 

Para dar respuesta a lo anterior, debemos plantearnos las siguientes preguntas: 

Primero. ¿Qué debemos entender por esas “actualizaciones normativas”? Segundo. ¿Esas 

“actualizaciones” deben entenderse como “adecuaciones”? Tercero. ¿Cuáles son las normas o regulaciones 

que deben “actualizarse” o “adecuarse”? y Cuarto. ¿Cuál es el alcance de esas “actualizaciones”? 

Queda claro que esas “actualizaciones” no podrían entenderse como “adecuaciones”, no por lo menos, 

por lo que se refiere a las disposiciones procesales estatales pues dicho Código Nacional viene a abrogar y 

sustituir a dichos ordenamientos, a menos que, así sea mientras entre en vigor, pero eso no se dice 

expresamente en tal disposición. 

Entonces subsiste la pregunta: ¿cuáles disposiciones u ordenamientos son aquellos que deben 

“actualizarse” o “adecuarse”? 

En lo personal, me parece que esas “actualizaciones” a las que hace referencia el citado Artículo 

Transitorio se refieren más a los aspectos adjetivos o procedimentales de otros ordenamientos, ya sean 

locales o federales, íntimamente relacionados o que inciden con los procedimientos previstos en el Código 

Nacional, tal es el caso de las medidas de salvaguarda y protección de menores previstas tanto en la Ley 

General de Niñas, Niños y Adolescentes2 y las respectivas legislaciones estatales; --aunque ello conlleva otro 

problema, pues estas normas pueden llegar a considerarse normas especiales que priman sobre las generales- 

tal vez se refieran a las normas sobre cooperación y auxilio de funcionarios federales y estatales, por 

operadores no jurisdiccionales que realizan funciones de apoyo a las autoridades judiciales, tales como el 

auxilio de los miembros del Servicio Exterior Mexicano adscritos en los consulados en el exterior así como 

el de los notarios públicos en lo interior, recalcando siempre, que tales disposiciones sean de carácter adjetivo. 

 

2 Publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 4 de diciembre de 2014. 
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Por lo que considero, que la intención del legislador fue que, la federación, a través de la Ley del Servicio 

Exterior Mexicano y su reglamento, y las legislaturas estatales “armonicen” sus legislaciones, a efecto de 

evitar discrepancias y darle total efectividad al Código Nacional. 

Creo que, bajo esta visión, debemos entender la redacción del citado artículo transitorio del Código 

Nacional. Y creo también que esto es, a lo que el autor se refiere, en su ejercicio de interpretación, de que 

conforme a la disposición analizada el Código constituye en sí una “fuerza inspiradora para reformas locales, 

tratando así de salvar la constitucionalidad de dicho ordenamiento. Posición en la que no estoy muy de 

acuerdo.  

*******  

Y sabiendo que “un amigo es una persona con la que se puede pensar en voz alta”, a continuación procedo, 

si Jorge me lo permite, comentar y disentir en algunas posturas que él sostiene en su estudio, en el entendido 

que, como bien decía Oliver Wendell Holmes, un insigne Juez de la Corte Suprema de los Estados Unidos, 

“muchas ideas crecen mejor cuando se trasplantan a otra mente diferente de la que surgieron”; por tanto, 

mis palabras serán bajo la visión personal de un académico y funcionario judicial. 

Con respecto a la definición de las “sucesiones internacionales” … 

Jorge comenta que, ante la ausencia de una definición de “sucesión internacional” o “sucesión 

transfronteriza”, para él, una sucesión es internacional, cito textual, “solamente cuando hay una pluralidad 

de bienes en distintos países, distintas leyes con vocación de aplicación o varios operadores jurídicos con 

competencia razonable en el mismo asunto”. 

No coincido con tal definición pues pareciera supeditar la internacionalidad de la sucesión a la existencia 

de una pluralidad de bienes en distintas ubicaciones, lo cual justificaría la aplicación de leyes de diferentes 

países y, por lo mismo, la participación de diversos operadores con competencia razonable en dicho asunto. 

Sin embargo, disiento de esa definición pues parto de que la acción sucesoria es de naturaleza personal y 

no real, por lo que es parte del estatuto personal, por tanto, el elemento de internacionalidad debe estar más 

vinculado a la persona autor de la sucesión, es decir el de cujus, y no a sus bienes; aunque reconozco que, la 

ubicación de los bienes puede llegar a ser un punto de vinculación razonable para la determinación tanto del 

derecho aplicable como del foro competente. 

Por tanto, una sucesión es, por excelencia, internacional con total independencia de la existencia de bienes, 

muebles inmuebles, en otros países, cuando el autor de la sucesión o de cujus tiene su domicilio o residencia 

habitual en otro país o bien, sea de nacionalidad extranjera. 

Si bien, coincido plenamente en que no existe una definición clara de “sucesión internacional”, cierto es 

que, diversos instrumentos señalan como principales elementos para la determinación tanto del derecho 

aplicable como del foro competente a la nacionalidad o el domicilio, entendiendo por este, la residencia 

habitual del causante. 
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Así por ejemplo, la Convención de La Haya sobre la Ley Aplicable a las Sucesiones por causa de Muerte, 

de 19893, -de la cual México no es Parte-- señala que: “la sucesión se regirá por la ley del Estado en que el 

difunto tuviera su residencia habitual en el momento de su fallecimiento…” con algunas condicionantes: 

siempre que fuere nacional de ese Estado o que hubiere residido en dicho Estado los cinco (5) años anteriores 

al momento del fallecimiento, pero en los demás casos, la sucesión se regirá por la ley del Estado del que el 

difunto fuera nacional en el momento de su fallecimiento, salvo si en ese momento el difunto tuviera 

vínculos más estrechos con otro Estado. 

Es decir, la Convención de La Haya buscó un equilibrio entre la nacionalidad y el domicilio (o residencia 

habitual) y los vínculos más estrechos para la determinación del derecho aplicable. 

Aclaro que dicha convención no establece normas de competencia pues ésta queda fuera del ámbito de su 

regulación. 

En los trabajos preparatorios de la Convención de La Haya, a la que hacemos referencia, se señaló que 

tanto la nacionalidad como el domicilio eran puntos de conexión “prudentes y viables” ya que enfatizaban 

la pertenencia del de cujus lo cual era adecuado para la naturaleza personal y familiar de la sucesión.  

De igual manera, los trabajos preparatorios señalan que el testador -cuando existe el testamento- debe 

“poder saber, al hacer testamento, qué ley lo regirá, y solo puede estar seguro de ello si puede elegir entre la 

ley de su nacionalidad o la de su residencia habitual”. Ello justifica que el artículo 5 de la Convención permita 

al testador elegir una de las cuatro leyes potencialmente aplicables: la nacionalidad en el momento de la 

designación o, la nacionalidad en el momento del fallecimiento o, la residencia habitual en el momento de 

la designación o, del fallecimiento. 

Por otra parte, en el caso del Reglamento Europeo sobre Sucesiones4, en su artículo 21 se dispone que, 

“salvo disposición contraria… la ley aplicable a la totalidad de la sucesión será la del Estado en que el causante 

tuviera su residencia habitual en el momento del fallecimiento”, pero si excepcionalmente resultase que el 

causante mantenía “un vínculo manifiestamente más estrecho con un Estado distinto… la ley aplicable a la 

sucesión será la de ese otro Estado”. 

Solución similar es la que emplea dicho Reglamento respecto a la elección de la Ley hecha por el testador 

la cual debe limitarse a la ley de un Estado de su nacionalidad, para garantizar que exista una conexión entre 

 

3  Convención sobre la Ley Aplicable a las Sucesiones por causa de Muerte. Adoptada en La Haya, Países Bajos, el 1 

de agosto de 1989. México no es Estado Parte. 

4  Reglamento relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la 

aceptación y la ejecución de los documentos públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un 

certificado sucesorio europeo. Publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea el 27 de julio de 2012. 
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el causante y la ley elegida y para evitar que se elija una ley con la intención de frustrar las expectativas 

legítimas de los herederos forzosos. 

Como se podrá ver, la primera regla para la determinación del derecho aplicable es la ley de la residencia 

habitual. Esta fue la solución adoptada por el Reglamento Europeo pues, como se puede leer en sus 

Considerandos 23, 24 y 25, dicha solución: 

• Busca garantizar que exista un nexo real entre la sucesión y el Estado miembro en que se ejerce 

la competencia. 

• La residencia habitual, en términos generales, revela un vínculo estrecho y estable del causante 

con el Estado de que se trate. 

• No obstante, lo anterior, reconoce que la determinación de la residencia habitual del causante 

puede resultar, por las circunstancias, un tanto complejo por lo que, la nacionalidad de aquel o 

la localización de los bienes podrían constituir un factor especial para la determinación del 

derecho aplicable. 

De igual manera, por lo que respecta a la competencia jurisdiccional, así el Reglamento Europeo dispone 

que el tribunal competente será el de la residencia habitual del causante en el momento del fallecimiento y, 

en sus considerandos, señala que ésta, la residencia habitual, debe “revelar un vínculo estrecho y estable con 

el Estado de que se trate”, pues normalmente en dicho lugar se encuentra situado el centro de interés de su 

familia y su vida social. 

*******  

Por cuestión de tiempo, aquí termino mi intervención no sin dejar de invitar a la audiencia a leer con 

interés el estudio escrito por Jorge, puesto que en México existe poca o escasa literatura sobre este tema, 

siendo él sin lugar a dudas la persona quien más ha escrito sobre el tema en este país. 

Quiero también aprovechar este espacio para felicitarlo por su ingreso como Miembro de Número de esta 

Academia, distinción hecha en reconocimiento a su trayectoria y a la seriedad y profundidad de sus estudios. 

Muchas felicidades. Enhorabuena. 
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CUADERNO DE TRABAJO DE 
DERECHO INTERNACIONAL 

PRIVADO 
Gloria Esteban de la Rosa 

Editorial Colex, España, 2025,  

230 pp. 

La enseñanza del Derecho internacional 

privado ha experimentado importantes 

transformaciones metodológicas en las últimas 

décadas. Frente a modelos tradicionales centrados 

en la exposición teórica y la memorización 

normativa, las nuevas tendencias pedagógicas han 

privilegiado metodologías activas orientadas al 

aprendizaje significativo, al razonamiento jurídico 

y a la resolución de problemas complejos. En este 

contexto se inserta la obra Cuaderno de trabajo de 

Derecho internacional privado. Curso 2025-2026, 

de Gloria Esteban de la Rosa, publicada por la 

Editorial Colex en su tercera edición, la cual 

constituye una propuesta didáctica 

particularmente relevante dentro de la literatura 

jurídica especializada. 

La obra presenta una concepción pedagógica 

claramente definida: convertir al estudiante en el 

eje central del proceso de enseñanza-aprendizaje 

del Derecho internacional privado. Para ello, el 

cuaderno articula quince lecciones que abarcan 

los contenidos fundamentales de la disciplina 

mediante una metodología basada en el análisis de 

casos reales, la resolución de situaciones prácticas 

y el comentario de decisiones judiciales tanto de 

autoridades españolas como del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea. 

Desde el inicio, el texto evidencia una 

preocupación metodológica que trasciende la 

simple transmisión de contenidos dogmáticos. No 

se trata únicamente de explicar normas de 

competencia judicial internacional, ley aplicable o 

reconocimiento de resoluciones extranjeras, sino 

de desarrollar en el estudiantado capacidades 

analíticas y habilidades para identificar, 

interpretar y resolver problemas jurídicos 

derivados de relaciones privadas internacionales. 

Precisamente ahí radica uno de los principales 

méritos de la publicación. 

Tradicionalmente, el Derecho internacional 

privado ha sido percibido por el alumnado como 

una disciplina compleja debido a la pluralidad de 

fuentes normativas, la coexistencia de sistemas 

jurídicos diversos y la interacción entre normas 

nacionales, europeas e internacionales. Frente a 

ello, Gloria Esteban de la Rosa propone una 

metodología basada en el trabajo activo y 

continuo del estudiante, quien construye 

progresivamente el conocimiento jurídico a partir 

de actividades diseñadas específicamente para 
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cada tema. La obra enfatiza así dimensiones 

fundamentales de la educación jurídica 

contemporánea, como la autonomía, la 

metacognición y la responsabilidad individual en 

el aprendizaje. 

Uno de los aspectos más destacables del 

cuaderno consiste en su carácter eminentemente 

práctico. Las actividades no aparecen como 

ejercicios complementarios marginales, sino 

como el núcleo mismo del proceso formativo. La 

resolución de casos reales y el análisis de 

jurisprudencia permiten conectar 

inmediatamente la teoría con los problemas 

jurídicos concretos que enfrentan operadores 

jurídicos y tribunales en un contexto de creciente 

internacionalización de las relaciones privadas. 

Esta orientación metodológica resulta 

especialmente pertinente en una disciplina cuyo 

ejercicio profesional exige capacidades prácticas 

sofisticadas. La determinación de la competencia 

judicial internacional, la identificación de la ley 

aplicable o el reconocimiento de decisiones 

extranjeras no pueden comprenderse plenamente 

desde una perspectiva exclusivamente abstracta. 

El aprendizaje basado en problemas y casos 

facilita precisamente el desarrollo del 

razonamiento conflictual característico del 

Derecho internacional privado. 

Asimismo, el cuaderno refleja adecuadamente 

las transformaciones derivadas del proceso de 

europeización de la disciplina. La incorporación 

sistemática de decisiones del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea permite que el estudiantado 

comprenda la relevancia creciente del Derecho de 

la Unión Europea en la configuración 

contemporánea del Derecho internacional 

privado europeo. Este elemento adquiere 

particular importancia si se considera que buena 

parte de la regulación actual en materias como 

obligaciones contractuales, responsabilidad 

extracontractual, familia o sucesiones se 

encuentra profundamente influida por 

reglamentos europeos y por la interpretación 

jurisprudencial desarrollada por el TJUE. 

Otro elemento innovador de la obra es su 

integración con el portal docente 

www.derechointernacionalprivado.es, mediante 

el cual el alumnado puede acceder a normativa, 

jurisprudencia actualizada, mapas conceptuales y 

otros recursos complementarios. Esta 

articulación entre soporte impreso y recursos 

digitales constituye una fortaleza significativa en 

el contexto actual de enseñanza universitaria, 

donde los entornos virtuales de aprendizaje 

desempeñan un papel cada vez más relevante. 

La vinculación entre el cuaderno y la 

plataforma digital permite además mantener 

actualizados contenidos particularmente sensibles 

a cambios normativos y jurisprudenciales. En 

disciplinas dinámicas como el Derecho 

internacional privado, sujetas a constantes 

modificaciones legislativas e interpretativas, esta 

posibilidad resulta especialmente valiosa. 

Desde una perspectiva pedagógica, la obra 

también destaca por fomentar competencias 

transversales relevantes para la formación jurídica 

contemporánea. El análisis de casos y 

jurisprudencia favorece el pensamiento crítico, la 

argumentación jurídica y la capacidad de 

interpretar normas en contextos complejos. 

Además, el trabajo autónomo promovido por el 

cuaderno contribuye al desarrollo de habilidades 

de autoaprendizaje indispensables en el ejercicio 

profesional actual. 

En este sentido, la publicación se alinea con las 

tendencias educativas impulsadas por el Espacio 

Europeo de Educación Superior, que privilegian 
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modelos centrados en competencias, aprendizaje 

activo y participación estudiantil. Más allá de 

transmitir información jurídica, el texto busca 

formar juristas capaces de analizar problemas 

internacionales complejos mediante herramientas 

metodológicas adecuadas. 

La relevancia académica de la obra se 

encuentra reforzada por el reconocimiento 

institucional recibido. El proyecto docente 

obtuvo el Premio a la Innovación en la Docencia 

Universitaria de la Universidad de Jaén en la 

convocatoria 2022-2024, reconocimiento que 

avala tanto su originalidad metodológica como su 

impacto pedagógico. Este dato no constituye 

únicamente un elemento accesorio, sino que 

refleja la consolidación de una propuesta docente 

innovadora en el ámbito jurídico universitario. 

No obstante, desde una perspectiva crítica, 

también pueden señalarse algunos límites 

inherentes al formato elegido. La fuerte 

orientación práctica y la estructuración mediante 

actividades pueden reducir el espacio destinado al 

desarrollo doctrinal profundo de determinados 

debates teóricos complejos. Para estudiantes 

avanzados, investigadores o especialistas, el 

cuaderno probablemente requerirá 

complementarse con manuales dogmáticos y 

estudios doctrinales más exhaustivos. 

Sin embargo, esta observación no disminuye el 

valor de la obra, pues responde claramente a una 

decisión metodológica consciente. El objetivo del 

cuaderno no es sustituir tratados especializados ni 

estudios doctrinales de gran extensión, sino 

ofrecer un instrumento de trabajo diseñado 

específicamente para favorecer el aprendizaje 

activo del Derecho internacional privado. 

Precisamente por ello, uno de los principales 

aportes del texto radica en demostrar que la 

enseñanza jurídica puede desarrollarse mediante 

estrategias pedagógicas innovadoras sin sacrificar 

rigor académico. La obra consigue equilibrar 

adecuadamente claridad didáctica, profundidad 

conceptual y orientación práctica, evitando tanto 

la simplificación excesiva como el tecnicismo 

innecesario. 

También resulta relevante destacar que la 

propuesta metodológica desarrollada por Gloria 

Esteban de la Rosa posee potencial de aplicación 

más allá del contexto español. Aunque el 

contenido normativo se encuentra naturalmente 

vinculado al sistema jurídico europeo y español, 

la lógica pedagógica basada en aprendizaje activo, 

resolución de problemas y trabajo autónomo 

puede adaptarse a múltiples sistemas 

universitarios y tradiciones jurídicas. 

En el contexto iberoamericano y 

latinoamericano, donde la enseñanza del Derecho 

continúa enfrentando desafíos relacionados con 

modelos excesivamente memorísticos y 

expositivos, experiencias como esta ofrecen 

referentes importantes para la transformación de 

la educación jurídica. Particularmente en el 

ámbito del Derecho internacional privado, 

disciplina frecuentemente percibida como 

abstracta y difícil por el alumnado, metodologías 

activas como las propuestas en este cuaderno 

pueden contribuir significativamente a mejorar 

los procesos de formación. 

En conclusión, Cuaderno de trabajo de 

Derecho internacional privado. Curso 2025-2026 

constituye una aportación pedagógica valiosa 

dentro de la enseñanza contemporánea del 

Derecho internacional privado. La obra logra 

articular teoría, práctica y recursos digitales 

mediante una metodología centrada en el 

aprendizaje activo y significativo del estudiante. 

Su enfoque innovador, su sólida orientación 



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

122 

 

práctica y su capacidad para fomentar 

competencias analíticas la convierten en un 

instrumento especialmente útil tanto para 

docentes como para estudiantes de la disciplina. 

Más allá de su utilidad inmediata como 

material didáctico, el cuaderno invita a reflexionar 

sobre la necesidad de renovar las metodologías de 

enseñanza jurídica en contextos marcados por la 

complejidad normativa y la internacionalización 

creciente de las relaciones jurídicas privadas. En 

este sentido, la propuesta de Gloria Esteban de la 

Rosa representa una experiencia pedagógica 

relevante que contribuye de manera significativa 

a la innovación en la enseñanza universitaria del 

Derecho internacional privado. 

 

YARITZA PÉREZ-PACHECO 
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DERECHO INTERNACIONAL 
PRIVADO EN MAPAS 

CONCEPTUALES 
Alfonso Ortega Giménez 

España, Editorial Colex, 2025, 148 pp. 

 La enseñanza del Derecho internacional privado 

ha enfrentado históricamente una dificultad 

metodológica evidente: la complejidad de una 

disciplina caracterizada por la pluralidad de 

fuentes normativas, la coexistencia de distintos 

sistemas jurídicos y la necesidad de articular 

conceptos abstractos con problemas prácticos 

derivados de relaciones privadas internacionales. 

En este contexto, la obra Derecho internacional 

pri-vado en 

mapas 

conceptuales, de 

Alfonso Ortega 

Giménez, publi-

cada por 

Editorial Colex 

en 2025, 

constituye una propuesta pedagógica innovadora 

que merece especial atención dentro de la 

literatura jurídica contemporánea dedicada a la 

didáctica del Derecho internacional privado. 

La obra se inserta en una línea de 

investigación y práctica docente que el autor ha 

desarrollado desde hace varios años en torno al 

uso de mapas conceptuales como metodología de 

enseñanza jurídica. De hecho, la publicación 

dialoga directamente con estudios previos del 

propio Ortega Giménez sobre innovación 

docente en Derecho internacional privado, 

particularmente aquellos dedicados al valor 

pedagógico de los esquemas visuales para facilitar 

la comprensión sistemática de la disciplina. 

Desde una perspectiva formal, el libro 

presenta una estructura clara y funcional. 

Organizado por lecciones temáticas, desarrolla los 

principales contenidos del Derecho internacional 

privado mediante representaciones visuales que 

sintetizan conceptos, relaciones normativas y 

criterios de solución de conflictos jurídicos 

internacionales. El texto aborda cuestiones 

esenciales como la definición y objeto de la 

disciplina, las fuentes institucionales, 

convencionales y autónomas, las relaciones 

privadas internacionales, el reconocimiento de 

resoluciones extranjeras, las obligaciones 

contractuales y extracontractuales, así como 

materias relativas a nacionalidad, extranjería y 

crisis matrimoniales internacionales. 

Uno de los principales méritos de la obra 

radica en comprender que el aprendizaje del 

Derecho internacional privado no depende 

únicamente de la memorización de normas o 

convenios internacionales, sino de la capacidad de 

identificar conexiones entre categorías jurídicas 

diversas y resolver problemas complejos 

mediante razonamientos estructurados. 

Precisamente en este punto, los mapas 

conceptuales funcionan como instrumentos de 

sistematización cognitiva que permiten visualizar 

jerarquías normativas, relaciones entre conceptos 

y rutas metodológicas para la resolución de casos. 

Esta aproximación adquiere especial 

relevancia en un contexto académico marcado 

por transformaciones profundas en los procesos 

de enseñanza-aprendizaje universitarios. Los 

modelos pedagógicos contemporáneos, 

especialmente aquellos vinculados al Espacio 

Europeo de Educación Superior, han impulsado 

metodologías centradas en el estudiantado, el 

aprendizaje activo y el desarrollo de competencias 

analíticas. La obra responde adecuadamente a 

estas exigencias al ofrecer una herramienta que 



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

124 

 

favorece la comprensión integral de la disciplina y 

no únicamente la repetición mecánica de 

contenidos. 

En términos didácticos, el libro presenta 

varias fortalezas destacables. En primer lugar, 

facilita la reducción de la fragmentación 

conceptual que suele afectar al estudio del 

Derecho internacional privado. La multiplicidad 

de instrumentos internacionales, reglamentos 

regionales, normas internas y criterios 

jurisprudenciales genera frecuentemente 

dificultades para quienes se aproximan por 

primera vez a la materia. Frente a ello, la 

representación gráfica permite ordenar el 

conocimiento y comprender la lógica interna del 

sistema conflictual. 

En segundo término, la obra favorece la 

integración entre teoría y práctica. Los esquemas 

no se limitan a representar conceptos abstractos, 

sino que orientan al estudiantado en la 

identificación de elementos relevantes para la 

resolución de litigios internacionales. Esta 

dimensión aplicada resulta particularmente 

valiosa en una disciplina cuya práctica profesional 

exige determinar competencia judicial 

internacional, ley aplicable y eficacia 

extraterritorial de resoluciones. 

Asimismo, el texto responde a una necesidad 

pedagógica ampliamente reconocida en la 

educación jurídica contemporánea: superar 

modelos exclusivamente expositivos y 

memorísticos. Diversos estudios sobre 

innovación docente en Derecho han señalado que 

metodologías visuales, casos prácticos y 

herramientas de aprendizaje activo fortalecen la 

capacidad analítica del estudiantado y mejoran la 

retención de contenidos complejos. En este 

sentido, la propuesta de Ortega Giménez se alinea 

con tendencias pedagógicas actuales que buscan 

transformar la enseñanza jurídica tradicional. 

Otro aspecto relevante consiste en la 

accesibilidad de la obra. A diferencia de algunos 

manuales tradicionales de Derecho internacional 

privado caracterizados por una elevada densidad 

teórica y extensos desarrollos doctrinales, este 

libro apuesta por una presentación sintética y 

visualmente organizada. Ello no implica una 

simplificación indebida de la disciplina, sino una 

reformulación metodológica orientada a facilitar 

la comprensión inicial y la sistematización de 

contenidos. 

No obstante, precisamente esta orientación 

pedagógica también plantea algunos límites que 

conviene señalar desde una perspectiva crítica. La 

naturaleza esquemática de los mapas 

conceptuales puede generar, en ciertos apartados, 

una reducción excesiva de debates doctrinales 

complejos o de discusiones jurisprudenciales 

particularmente relevantes. En disciplinas como 

el Derecho internacional privado, donde las 

tensiones interpretativas suelen ser 

determinantes, la síntesis visual corre el riesgo de 

transmitir una aparente linealidad normativa que 

no siempre refleja la complejidad real de los 

conflictos jurídicos internacionales. 

Del mismo modo, la utilidad de la obra 

dependerá en buena medida del nivel académico 

del público destinatario. Para estudiantes de 

licenciatura o para quienes se aproximan 

inicialmente a la disciplina, el libro constituye una 

herramienta pedagógica sumamente eficaz. Sin 

embargo, para investigadores avanzados o 

especialistas, la obra probablemente funcionará 

más como material complementario de 

sistematización que como referencia doctrinal 

profunda. 



 

Revista mexicana de Derecho internacional privado y comparado 

    

 

 

125 

 

A pesar de ello, este posible límite no 

disminuye el valor académico de la publicación. 

Por el contrario, evidencia la claridad de su 

propósito metodológico. La obra no pretende 

sustituir tratados exhaustivos ni manuales 

dogmáticos tradicionales, sino ofrecer un 

instrumento complementario que facilite el 

aprendizaje significativo del Derecho 

internacional privado mediante recursos visuales. 

Resulta especialmente interesante que el libro 

recupere la dimensión metodológica del 

razonamiento jurídico internacional privatista. En 

muchas ocasiones, la enseñanza de la disciplina se 

concentra en el análisis aislado de normas o 

convenios específicos, dejando en segundo plano 

la construcción de habilidades para identificar 

problemas jurídicos internacionales y articular 

mecanismos de solución. Los mapas conceptuales 

elaborados por Ortega Giménez permiten 

visualizar precisamente esos itinerarios 

metodológicos que estructuran el razonamiento 

conflictual. 

Desde la perspectiva editorial, la publicación 

también refleja una tendencia creciente dentro de 

la literatura jurídica contemporánea: la 

incorporación de formatos visuales y 

herramientas pedagógicas innovadoras en textos 

especializados. Este fenómeno responde no solo a 

transformaciones tecnológicas y educativas, sino 

también a cambios generacionales en las 

dinámicas de aprendizaje universitario. 

En este sentido, la obra adquiere una 

relevancia particular para la enseñanza del 

Derecho internacional privado en contextos 

iberoamericanos y latinoamericanos. Aunque el 

texto se encuentra construido principalmente 

desde el sistema español, la metodología 

empleada posee un alcance mucho más amplio y 

adaptable a otros ordenamientos jurídicos. La 

utilización de mapas conceptuales podría resultar 

especialmente útil en sistemas universitarios 

donde el estudio del Derecho internacional 

privado continúa enfrentando dificultades 

derivadas de la dispersión normativa y de la 

limitada integración entre teoría y práctica. 

En conclusión, Derecho internacional 

privado en mapas conceptuales constituye una 

aportación valiosa a la literatura jurídica 

especializada en innovación docente y enseñanza 

del Derecho internacional privado. La obra logra 

transformar una disciplina tradicionalmente 

percibida como compleja y altamente técnica en 

un espacio de aprendizaje más accesible, 

sistemático y visualmente estructurado, sin 

perder el rigor conceptual indispensable en la 

formación jurídica. 

Más allá de su utilidad pedagógica inmediata, 

el libro invita a reflexionar sobre los modelos 

contemporáneos de enseñanza jurídica y sobre la 

necesidad de incorporar metodologías activas que 

fortalezcan las capacidades analíticas del 

estudiantado. En un contexto marcado por la 

internacionalización creciente de las relaciones 

jurídicas privadas y por la expansión de litigios 

transnacionales, herramientas didácticas como las 

propuestas por Ortega Giménez contribuyen 

significativamente a mejorar la formación de 

futuras generaciones de juristas. 

Por ello, la obra no solo resulta recomendable 

para estudiantes y docentes de Derecho 

internacional privado, sino también para quienes 

investigan sobre innovación educativa, pedagogía 

jurídica y transformación de los procesos de 

enseñanza-aprendizaje en las ciencias jurídicas. 

 

MILAGROS GÓMEZ BASTIDAS 
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AMPARO EN REVISIÓN 60/2025. CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 
GENERAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 

CONTROVERSIAS - RESUMEN 
(10 DE FEBRERO DE 2026) 

FUENTE: Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el Amparo en Revisión 

60/2025 (expediente 119 páginas). Resumen elaborado con fines académicos y de divulgación jurídica. 
 

Suprema Corte de Justicia de la Nación — Tribunal 

Pleno. Sesión: 10 de febrero de 2026 

Ponente: Ministra Loretta Ortiz Ahlf 

Secretario: Ricardo Laguna Domínguez 

 

I. Identificación del asunto y partes 

El Amparo en Revisión 60/2025 fue resuelto por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en ejercicio de su competencia originaria. La parte 

quejosa y recurrente es una organización 

empresarial privada (cuyo nombre se protege en el 

engrose), y la autoridad responsable y recurrente 

adhesiva es la Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión. 

El problema jurídico central consiste en determinar 

la regularidad constitucional de la Ley General de 

Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias (en adelante LGMASC), publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el 26 de enero 

de 2024, específicamente sus artículos 4°, fracción 

V; 5°, fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último 

párrafo; 142, fracción VIII; el Capítulo III "De las 

Personas Facilitadoras y su Certificación", y los 

artículos transitorios. 

 

II. Antecedentes y trámite procesal 

1. Ley reclamada 

El 26 de enero de 2024 se publicó en el DOF la 

LGMASC, que entró en vigor al día siguiente 

conforme a su artículo primero transitorio 

 

2. Demanda de amparo 

El 11 de marzo de 2024, la quejosa —una cámara 

empresarial constituida conforme a la Ley de 

Cámaras Empresariales y sus Confederaciones, con 

facultades estatutarias para actuar como mediadora 

y árbitro en conflictos comerciales— promovió 

juicio de amparo indirecto ante el Juez 

Decimoquinto de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México (expediente 

484/2024). Señaló como autoridades responsables a 

las Cámaras de Diputados y Senadores del 

Congreso de la Unión, así como al Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos. Reclamó la ley en su 

totalidad y, en específico, los artículos antes 

mencionados, por vulnerar los derechos 

reconocidos en los artículos 1°, 5°, 14, 16, 17, 73 

fracción XXIX-A y 134 constitucionales, así como 

tratados internacionales. 

3. Sentencia del Juez de Distrito (21 de mayo de 

2024) 

Celebrada la audiencia constitucional el 6 de mayo 

de 2024, el Juez de Distrito dictó sentencia 

sobreseyendo el juicio por actualización de la causal 

prevista en el artículo 61, fracción XII de la Ley de 

Amparo (falta de interés jurídico o legítimo). El 

juzgador consideró que la quejosa no acreditó 

encontrarse en una posición especial frente al 

ordenamiento que le generara una afectación 

concreta, cualificada y diferenciada en su esfera 

jurídica. 

4. Recurso de revisión y resolución del Tribunal 

Colegiado (6 de noviembre de 2024) 

Inconforme, la quejosa interpuso recurso de 

revisión, correspondiendo su conocimiento al 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito (R.A. 

321/2024). La Cámara de Diputados interpuso 

revisión adhesiva. En sesión del 6 de noviembre de 

2024, el Tribunal Colegiado: 

• Revocó el sobreseimiento, al concluir que 

la quejosa sí acredita interés jurídico para 

impugnar las disposiciones que vedan el 

arbitraje en materia administrativa (por 
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impedirle ejercer su objeto social 

directamente) e interés legítimo para 

cuestionar las normas sobre certificación 

(por la repercusión indirecta en las 

personas físicas que designa para conducir 

mediaciones y arbitrajes). 

• Declaró infundada la revisión adhesiva de 

la Cámara de Diputados. 

• Reservó jurisdicción a la Suprema Corte 

para resolver el tema de 

constitucionalidad, al no existir 

jurisprudencia ni precedentes sobre la 

regularidad de los preceptos impugnados. 

5. Trámite ante la Suprema Corte 

El 11 de febrero de 2025, la Presidencia de la SCJN 

asumió la competencia originaria, admitió el 

recurso y lo registró como AR 60/2025, turnándolo 

a la ponencia de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf. El 

asunto fue avocado por la entonces Sala 

correspondiente y, al concluir las funciones de las 

Salas con motivo de la reforma judicial de 

septiembre de 2025, el expediente se listó para 

resolución del Tribunal Pleno, el cual lo resolvió en 

sesión del 10 de febrero de 2026. 

III. Conceptos de violación planteados por la 

quejosa 

La quejosa formuló seis conceptos de violación, 

agrupables en tres bloques temáticos: 

Primer bloque — Arbitraje: El artículo 4° incluye al 

arbitraje en el catálogo de MASC y el artículo 5° 

define a estos mecanismos como procedimientos 

no jurisdiccionales orientados a la avenencia 

mediante concesiones recíprocas. La quejosa 

sostuvo que esta combinación genera una 

antinomia: la definición del artículo 5° corresponde 

a mecanismos autocompositivos (mediación, 

conciliación, negociación) y es incompatible con la 

naturaleza heterocompositiva del arbitraje, donde 

un tercero imparcial emite un laudo vinculante. 

Argumentó que la única interpretación 

constitucional válida es entender que la LGMASC 

únicamente menciona el arbitraje en forma 

enunciativa, sin regularlo, pues su marco 

normativo específico radica en el Código de 

Comercio y los tratados internacionales 

(Convención de Nueva York, Convención de 

Panamá y T-MEC). 

Segundo bloque — Justicia administrativa: 

Impugnó el artículo 115, último párrafo, que 

dispone: "En ningún caso será aplicable el arbitraje 

en materia de justicia administrativa." La quejosa 

afirmó que esta prohibición es inconstitucional por: 

(i) ambigüedad en el concepto "justicia 

administrativa"; (ii) desconocer la jurisprudencia 

que admite la arbitrabilidad de controversias 

contractuales con entes públicos; (iii) contravenir 

los compromisos internacionales en materia de 

arbitraje (T-MEC, Convención de Nueva York, 

Convención de Panamá); (iv) restringir la 

autonomía de la voluntad del artículo 5° 

constitucional; y (v) discriminar al arbitraje frente a 

otros MASC. 

Tercer bloque — Mediación, certificación y 

facilitadores: Cuatro argumentos adicionales: (a) la 

LGMASC prohíbe implícitamente la mediación 

privada no certificada al condicionar la 

intervención en MASC a la certificación de la 

persona facilitadora (art. 5°, fracc. XIV) y sancionar 

la práctica sin certificación (art. 142, fracc. VIII); (b) 

el régimen transitorio incurre en omisión legislativa 

inconstitucional al no prever la situación de quienes 

practicaban mediación privada antes de la entrada 

en vigor de la ley; (c) el requisito universal de 

certificación es excesivo y desproporcionado, 

vulnera la autonomía de la voluntad y obstaculiza 

el acceso a los MASC; y (d) el artículo 40, fracción II 

—que exige nationalidad mexicana para obtener la 

certificación como persona facilitadora— 

constituye una distinción discriminatoria basada en 

origen nacional, contraria al artículo 1° 

constitucional y a los tratados en materia de 

igualdad y no discriminación. 

IV. Parámetro constitucional aplicable a los MASC 

Antes de abordar cada bloque, el Pleno desarrolló 

un amplio marco constitucional y convencional 

sobre los mecanismos alternativos de solución de 
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controversias: 

Evolución constitucional y legislativa 

• Desde la reforma de 2008 al artículo 17 

constitucional, los MASC se incorporaron 

expresamente al texto supremo —aunque 

en ese momento solo en materia penal— 

como parte del sistema de justicia 

restaurativa, diferenciado del modelo 

retributivo. 

• La reforma constitucional del 5 de febrero 

de 2017 añadió la fracción XXIX-A al 

artículo 73, facultando al Congreso de la 

Unión para expedir la ley general que 

estableciera los principios y bases de los 

MASC en materias distintas de la penal. La 

motivación fue homologar las 23 

legislaciones estatales dispares y construir 

un sistema nacional coherente. 

• Ante una omisión legislativa que perduró 

hasta 2024 —declarada por la Segunda Sala 

en el AR 651/2022—, el Congreso expidió 

la LGMASC el 26 de enero de 2024 con 

amplio consenso (101 votos a favor en el 

Senado). 

Naturaleza de los MASC como derecho humano de 

acceso a la justicia 

El Pleno concluyó que los MASC no son meros 

instrumentos de política judicial ni medidas de 

descongestión de los tribunales, sino parte del 

bloque de constitucionalidad del derecho humano 

de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 

constitucional. Este reconocimiento implica que: 

1. El Estado cede parcialmente el monopolio 

de resolución de conflictos, abriendo vías 

más ágiles, flexibles y accesibles. 

2. Su diseño debe respetar los mismos 

estándares de igualdad, imparcialidad y 

debido proceso que rigen a los tribunales. 

3. Su operación se sustenta en compromisos 

convencionales (CADH, art. 8; PIDCP, art. 

14; OIT, Recomendaciones 92 y 158; 

Declaración ONU de 1985; Directiva 

2008/52/CE de la UE; Convención de 

Nueva York; Convención de Panamá; T-

MEC, art. 31.22). 

 

V. Estudio de fondo: análisis de constitucionalidad 

por bloques 

Primer Bloque: Alcance del arbitraje en la 

LGMASC (arts. 4° y 5°) 

El Pleno analizó si los artículos 4° y 5° generan la 

contradicción normativa alegada. La conclusión fue 

infundado el planteamiento. 

La Corte distinguió con precisión: 

• El artículo 4° incluye al arbitraje dentro del 

catálogo enunciativo de MASC, 

describiéndolo como un proceso no 

jurisdiccional mediante el cual las partes 

someten controversias a un árbitro que 

dicta laudo conforme al Código de 

Comercio, el CNPCF y los tratados 

internacionales. Esta remisión es una 

cláusula de salvaguarda normativa que 

excluye expresamente al arbitraje del 

ámbito regulado directamente por la 

LGMASC. 

• El artículo 5°, fracción XI, define los MASC 

como procedimientos orientados a la 

avenencia mediante concesiones 

recíprocas: definición propia de los 

mecanismos autocompositivos. 

A partir de una interpretación sistemática y 

conforme, el Pleno determinó que ambas 

disposiciones son coherentes: el artículo 5° delimita 

el ámbito material regulado directamente por la 

LGMASC (mecanismos autocompositivos), 

mientras que el arbitraje —por su naturaleza 

heterocompositiva y su consolidado régimen 

especializado— permanece íntegramente en el 

Código de Comercio y los tratados internacionales. 

No existe antinomia ni desnaturalización del 

arbitraje. La exposición de motivos de la LGMASC 

confirma esta interpretación al señalar que "no es 

menester abordar al arbitraje en la citada ley 

general" por ser una figura heterocompositiva 

adversarial ya regulada. 
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Segundo Bloque: Prohibición del arbitraje en 

materia de justicia administrativa (art. 115, último 

párrafo) 

Este bloque constituyó el análisis más técnico de la 

sentencia. El Pleno también lo declaró infundado. 

Alcance normativo e interpretación conforme 

El artículo 115 establece, en su último párrafo, que 

"en ningún caso será aplicable el arbitraje en 

materia de justicia administrativa." El Pleno 

rechazó la interpretación literal y absoluta que 

proponía la quejosa y adoptó una interpretación 

conforme con la Constitución, aplicando la tesis P. 

II/2017 (10a.) sobre los alcances de este principio 

hermenéutico. 

Concepto técnico de "justicia administrativa" 

El Pleno se apoyó en la doctrina de Fix-Zamudio 

para distinguir dos categorías: 

1. Actos materialmente administrativos, 

dictados en ejercicio de potestad pública 

(sanciones, permisos, licencias, 

determinaciones fiscales, resoluciones 

administrativas): no son arbitrables porque 

la Constitución reserva su revisión a 

tribunales administrativos. Esta es la 

acepción técnica de "justicia 

administrativa" a la que se refiere el 

precepto. 

2. Actuación contractual del Estado en 

posición de coordinación, como sujeto de 

derecho privado: puede ser sometida a 

arbitraje porque versa sobre derechos 

disponibles. Así lo confirman los 

precedentes de la Primera Sala (AD 

71/2014; AD 10/2022) y de la Segunda Sala 

(AR 595/2023), así como la propia 

exposición de motivos de la LGMASC, que 

precisa que los MASC "no tendrán lugar en 

asuntos de materia administrativa cuando 

la controversia surja por las relaciones de 

supraordenación del Estado o al tenor del 

ius imperium del mismo." 

Compatibilidad con derechos constitucionales y 

compromisos internacionales 

• Artículo 17 constitucional: El acceso a los 

MASC no es absoluto; está condicionado 

por el orden público y la indisponibilidad 

de ciertas materias. La reserva del control 

judicial sobre actos de autoridad no 

restringe el acceso a mecanismos 

alternativos en materias disponibles. 

• Artículo 5° constitucional: La autonomía 

de la voluntad no permite pactar sobre el 

control de legalidad de actos de autoridad. 

El Estado, cuando actúa con ius imperium, 

no puede renunciar a la potestad 

jurisdiccional especializada mediante una 

cláusula arbitral. 

• Tratados internacionales: Tanto la 

Convención de Nueva York (art. II, párr. 1 

y art. V, párr. 2, inc. a) como la 

Convención de Panamá (art. 5, puntos 2a y 

2b) y el T-MEC (art. 31.22) reconocen 

expresamente la prerrogativa de los 

Estados para definir los límites internos de 

la arbitrabilidad objetiva y excluir las 

materias vinculadas al orden público o a 

funciones de imperio. Ninguno de estos 

instrumentos impone la obligación de 

permitir el arbitraje sobre actos 

materialmente administrativos. 

La prohibición del artículo 115, interpretada 

conforme a la Constitución, es un límite intrínseco, 

necesario y constitucionalmente coherente con la 

arquitectura del contencioso administrativo, que 

no discrimina al arbitraje ni incumple obligaciones 

internacionales. 

Tercer Bloque: Regulación de la mediación, 

certificación y personas facilitadoras 

A. Prohibición implícita de la mediación privada no 

certificada 

El Pleno declaró infundado este planteamiento al 

rechazar la premisa de la que partía. 

La Corte estableció la distinción tripartita que 

existía antes de la LGMASC: 

1. Mediación pública o administrativa: 

realizada ante órganos del Poder Judicial; 
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los convenios pueden tener fuerza de cosa 

juzgada. 

2. Mediación certificada: conducida por 

personas acreditadas por los poderes 

judiciales; los convenios tienen 

ejecutividad reforzada. 

3. Mediación privada estrictamente 

contractual: sin intervención institucional; 

el acuerdo produce efectos obligacionales 

ordinarios regulados por el derecho civil y 

mercantil. 

La LGMASC regula únicamente las dos primeras 

modalidades —las que generan convenios con 

efectos ejecutivos similares a los de una resolución 

jurisdiccional—, dejando intacta la tercera. Los 

artículos que definen a la "persona facilitadora" (5°, 

fracc. XIV) y que sancionan la práctica sin 

certificación (142, fracc. VIII) se refieren 

exclusivamente a quienes desean operar dentro del 

sistema institucional regulado por la ley, no a 

cualquier tercero que intervenga en un proceso 

autocompositivo privado. 

La ausencia de mención expresa a la mediación 

privada no implica su prohibición sino, 

simplemente, que no se integra al sistema 

institucional. Los acuerdos alcanzados fuera de ese 

sistema continúan siendo válidos y lícitos, con los 

efectos propios del derecho común. El artículo 

31.22 del T-MEC no impone al legislador la 

obligación de regular exhaustivamente todas las 

variantes privadas de mediación en una ley general. 

B. Régimen transitorio y omisión legislativa 

El cuarto concepto de violación también fue 

declarado infundado. 

El Pleno aplicó su doctrina sobre omisiones 

legislativas, conforme a la cual solo existe omisión 

inconstitucional cuando concurren: (i) un mandato 

constitucional o convencional específico, claro y 

delimitado que obligue al legislador a regular 

determinado aspecto; (ii) la ausencia total o parcial 

de esa regulación, de modo que no exista norma 

alguna que permita el ejercicio del derecho; y (iii) 

una afectación directa al contenido esencial de un 

derecho fundamental. 

En el caso, el artículo 73, fracción XXIX-A, faculta al 

Congreso a fijar "principios y bases" de los MASC, 

sin imponer la obligación específica de regular 

todas las modalidades privadas de autocomposición 

ni de establecer un régimen transitorio detallado 

para la mediación privada no certificada. Tampoco 

el artículo 31.22 del T-MEC genera ese mandato 

concreto. Por tanto, el primer elemento de la 

omisión legislativa no se actualiza. 

Adicionalmente, la mediación privada contractual 

nunca quedó sin regulación: antes y después de la 

LGMASC, se sustenta en la autonomía de la 

voluntad y en el derecho civil y mercantil, que no 

fueron derogados ni suspendidos. No hay "vacío 

normativo" en sentido técnico. 

En cuanto al alegado trato desigual entre 

mediadores privados no certificados y personas 

facilitadoras certificadas, el Pleno —aplicando la 

metodología de la jurisprudencia 1a./J. 44/2018 

(10a.)— concluyó que ambas categorías no son 

comparables desde la primera etapa del escrutinio 

de igualdad: las personas facilitadoras certificadas 

operan dentro de un régimen institucional con 

control público, efectos ejecutivos y 

responsabilidad administrativa; los mediadores 

privados actúan en un plano estrictamente 

contractual cuyos efectos se agotan en el derecho 

privado. La diferencia de trato responde a una 

distinción objetiva y razonable, no a una exclusión 

arbitraria. 

C. Requisito de certificación: proporcionalidad y 

razonabilidad 

El quinto concepto también fue declarado 

infundado. 

El Pleno reafirmó que la certificación no es un 

requisito para "practicar mediación" en general, 

sino un mecanismo de profesionalización para 

quienes desean operar dentro del sistema 

institucional cuyos convenios pueden tener fuerza 

ejecutiva. La distinción es constitucionalmente 

relevante: 

• Las personas facilitadoras certificadas 
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producen acuerdos equiparables a 

resoluciones jurisdiccionales, lo que 

justifica un régimen de control y 

responsabilidad. 

• Quienes realizan mediación privada 

contractual no están sujetos a esos 

requisitos porque sus acuerdos producen 

efectos obligacionales ordinarios. 

La Corte aplicó el test de proporcionalidad y 

concluyó que la certificación: 

1. Persigue un fin constitucionalmente 

válido: homologar criterios profesionales 

en el sistema nacional, eliminar la 

heterogeneidad que existía con 23 

legislaciones estatales dispares y garantizar 

calidad, imparcialidad y trazabilidad en 

procedimientos con vocación ejecutiva. 

2. Es idónea: homologa perfiles, identifica a 

los operadores autorizados y permite 

establecer mecanismos de control 

disciplinario. 

3. Es necesaria: no existe alternativa menos 

restrictiva que asegure con igual eficacia la 

estandarización del sistema institucional. 

4. Es proporcional: solo aplica a quienes 

voluntariamente se incorporan al sistema 

institucional; no elimina la mediación 

privada ni impide el ejercicio libre de 

actividades autocompositivas fuera de ese 

sistema. 

No se acredita vulneración al artículo 17 (acceso a 

los MASC), al artículo 5° (autonomía de la voluntad 

y libertad de comercio) ni al artículo 31.22 del T-

MEC, pues la LGMASC amplía las vías formales de 

resolución de conflictos sin prohibir las 

modalidades privadas. 

D. Requisito de nacionalidad mexicana (art. 40, 

fracción II) 

El sexto concepto fue igualmente declarado 

infundado, aunque implicó el análisis de mayor 

complejidad en términos de derechos 

antidiscriminatorios. 

El Pleno reconoció que el requisito de nacionalidad 

mexicana constituye una distinción basada en un 

factor sospechoso —el origen nacional— en los 

términos del artículo 1°, párrafo quinto, 

constitucional y de los artículos 1.1 de la CADH y 

2.1 del PIDCP. Ello exigía la aplicación de un 

escrutinio constitucional estricto, bajo el cual la 

medida fue sometida a los subprincipios de 

finalidad válida, idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad en sentido estricto. 

Finalidad constitucional válida: la reforma de 2017 

tuvo como propósito fortalecer el sistema nacional 

de justicia alternativa mediante criterios 

homogéneos de profesionalización, certificación y 

control. La definición de requisitos para los 

operadores institucionales persigue asegurar la 

calidad y confiabilidad del servicio. A ello se añade 

la habilitación explícita del artículo 32, párrafo 

segundo, constitucional, que faculta al Congreso de 

la Unión para establecer reservas de nacionalidad 

en los casos que señalen las leyes del Congreso, 

incluyendo funciones institucionales que no 

coinciden necesariamente con los cargos públicos 

previstos en la Constitución. La función del 

facilitador certificado —regulada, sujeta a registro, 

susceptible de generar efectos ejecutivos y 

sometida a control judicial— se inscribe en esa 

categoría. 

Idoneidad: exigir nacionalidad mexicana garantiza 

que los operadores del sistema institucional estén 

plenamente vinculados al orden jurídico nacional y 

sujetos de manera permanente a los mecanismos de 

control, responsabilidad y supervisión aplicables. 

Necesidad: el requisito opera exclusivamente sobre 

quienes eligen incorporarse al sistema institucional, 

sin afectar la mediación privada contractual ni 

impedir que personas extranjeras actúen como 

terceros neutrales en procedimientos privados. No 

existe una alternativa menos restrictiva que asegure 

con igual eficacia el nivel de vinculación 

institucional requerido. 

Proporcionalidad en sentido estricto: la reserva de 

nacionalidad no impide el acceso general a los 

MASC, no excluye a personas extranjeras de 
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participar en mecanismos autocompositivos 

privados ni del ejercicio profesional de la mediación 

privada; únicamente requiere nacionalidad 

mexicana para las funciones institucionales dentro 

del sistema público de justicia alternativa. El 

beneficio constitucional —profesionalización del 

sistema, calidad de los procedimientos y sujeción 

reforzada a responsabilidades institucionales— 

supera claramente la restricción impuesta. 

Ninguno de los tratados internacionales invocados 

(T-MEC, art. 31.22; CADH, PIDCP) prohíbe que 

los Estados regulen con criterios propios la 

organización de sus sistemas institucionales de 

MASC ni impone la obligación de permitir la 

participación de personas extranjeras en funciones 

que generan efectos ejecutivos. 

VI. Decisión 

Al no prosperar ninguno de los planteamientos de 

la parte quejosa, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación resolvió: 

ÚNICO. En la materia del recurso de revisión de la 

competencia originaria de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se niega el amparo y la 

protección de la Justicia de la Unión, por los 

razonamientos expuestos en el apartado VI de esta 

ejecutoria. 

En consecuencia, se declaró constitucional la Ley 

General de Mecanismos Alternativos de Solución 

de Controversias en todos los preceptos 

impugnados, a saber: artículos 4°, fracción V; 5°, 

fracciones VI, IX y XIV; 40; 115, último párrafo; 142, 

fracción VIII; el Capítulo III "De las Personas 

Facilitadoras y su Certificación"; y los artículos 

transitorios. 

VII. Criterios y aportaciones jurídicas relevantes 

La sentencia consolida los siguientes criterios de 

especial relevancia: 

1. Sistema dual arbitraje/MASC 

autocompositivos: La LGMASC regula 

directamente los mecanismos 

autocompositivos (mediación, 

conciliación, negociación) e integra al 

arbitraje en forma enunciativa, remitiendo 

su disciplina al Código de Comercio y los 

tratados internacionales. Esta arquitectura 

es coherente con la naturaleza 

heterocompositiva del arbitraje y con el 

régimen especializado preexistente. 

2. Alcance restringido del artículo 115 

(prohibición del arbitraje en justicia 

administrativa): La expresión "justicia 

administrativa" debe interpretarse en 

sentido técnico, como referencia al control 

judicial de actos de autoridad dictados en 

ejercicio de potestad pública, y no como 

sinónimo de toda controversia en que 

interviene la administración. El arbitraje 

en controversias contractuales con entes 

públicos —cuando el Estado actúa en 

posición de coordinación como sujeto de 

derecho privado— no queda prohibido por 

el precepto. 

3. La mediación privada no certificada no fue 

suprimida: La LGMASC regula 

únicamente el sistema institucional de 

MASC. La mediación privada contractual 

continúa siendo válida y lícita conforme al 

derecho civil y mercantil, sin necesidad de 

certificación ni integración al sistema de la 

ley general. 

4. Constitucionalidad del requisito de 

certificación: La certificación es un 

mecanismo idóneo, necesario y 

proporcional para profesionalizar a los 

operadores del sistema institucional de 

MASC cuyos convenios pueden tener 

efectos ejecutivos. No vulnera la 

autonomía de la voluntad ni la libertad de 

comercio porque no afecta las modalidades 

privadas de autocomposición. 

5. Constitucionalidad del requisito de 

nacionalidad mexicana: Bajo escrutinio 

estricto, la exigencia del artículo 40, 

fracción II, supera el test de 

proporcionalidad: persigue una finalidad 

legítima, está habilitada por el artículo 32 
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constitucional, es idónea y necesaria para 

asegurar la vinculación institucional de los 

facilitadores certificados, y es proporcional 

porque no restringe el ejercicio privado de 

la mediación ni excluye a personas 

extranjeras del ámbito autocompositivo no 

institucional. 

 



 

 

 


